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DIMENSIONES Y DESAFÍOS 
DE LA POBREZA EN MÉXICO

Tonatiuh Guillén López 
Gerardo Ordóñez Barba

La presente obra es producto del primer seminario “Los de­
safíos de la pobreza para la nueva administración federal, 
2012-2018”, de la Red de Colegios y Centros de Investiga­
ción (Recci), realizado a principios de octubre de 2012. El 
seminario fue convocado de manera conjunta por El Colegio 
de la Frontera Norte y El Colegio de México con la idea de 
hacer de él un foro de discusión de alto nivel académico 
donde se profundice en el conocimiento de las problemáticas 
asociadas con la pobreza en México y tener bases sólidas para 
proponer líneas de trabajo para el diseño o transformación 
de políticas y programas públicos, orientados a la atención 
de esta condición social.

En el seminario participaron 11 investigadores de seis cen­
tros asociados a la Recci. En el presente volumen se incluye 
seis de los estudios presentados, mismos que se agrupan en 
tres secciones que describen los alcances y objetivos de esta 
obra: a) pobreza, desigualdad y crecimiento, políticas y 
programas para la superación de la pobreza y c) participación 
ciudadana e inseguridad pública. Sin embargo, los temas 
aquí tratados no agotan la complejidad del fenómeno bajo
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estudio, mucho menos pretenden abarcar en su totalidad el 
complejo entramado de políticas y programas dedicados a la 
superación de la pobreza. En cambio, la aportación de estos 
documentos consiste en enfocar las discusiones en torno de 
aquellos aspectos que, desde nuestro punto de vista, resul­
tan clave para entender algunos de los principales desafíos 
que enfrentan la sociedad y el Estado mexicanos en la lucha 
contra uno de los más graves problemas sociales contempo­
ráneos, considerando su envergadura y larga data.

Como preámbulo a la exposición de los capítulos de este li­
bro, en el siguiente apartado se ofrece, a manera de marco intro­
ductorio, un breve diagnóstico sobre las tendencias, magnitud 
y problemáticas centrales de la pobreza en nuestro país, para 
poner en contexto las aportaciones de cada trabajo, ofreciendo 
un panorama de la escala, el tamaño y diversidad de los retos 
implicados en su tratamiento y combate o erradicación.

La pobreza en México: 
tendencias, dimensiones y principales rezagos sociales

De acuerdo con las cifras oficiales disponibles, en los últimos 
20 años la evolución de la pobreza por ingresos en México 
ha mostrado un comportamiento claramente asociado a los 
ciclos de la economía nacional, con una tendencia decrecien­
te en los períodos de estabilidad económica y una marcada 
tendencia ascendente en los momentos de crisis o recesión. 
Como consecuencia de las dos crisis económicas registradas 
entre 1992 y 2012 se presentó un repunte en el número de 
personas en pobreza patrimonial, éste se elevó en casi 17 mi­
llones entre 1994 y 1996, y en poco más de 14.8 millones 
entre 2006 y 2012 (gráfica 1). Es así que la cantidad de po­
bres en el país alcanzó una cifra superior a 61.3 millones, 
mientras que su proporción (52.3 %) retrocedió a los niveles 
registrados en la etapa previa a la crisis de 1995 (cuadro 1).
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Cuadro I. Proporción de la población en situación 
de pobreza en México, 1992-2012

Fuente: Coneval (2013a:Cuadro 1).

Ámbito y 
niveles 
de pobreza

1992 1994 1996 1998 2000 2002 2004 2005 2006 2008 2010 2012

Nacional

Pobreza 
alimentaria 21.4 21.2 37.4 33.3 24.1 20 17.4 18.2 13.8 18.4 18.8 19.7

Pobreza de 
capacidades 29.7 30 46.9 41.7 31.8 26.9 24.7 24.7 20.7 25.3 26.7 28

Pobreza 
patrimonial 53.1 52.4 69 63.7 53.6 50 47.2 47 42.7 47.7 51.3 52.3

Urbana

Pobreza 
alimentaria 13 10.7 27 21.4 12.5 11.3 11 9.9 7.5 10.8 12.6 12.9

Pobreza de 
capacidades 20.1 18.3 36.8 30.6 20.2 17.2 17.8 15.8 13.6 17.4 20 20.7

Pobreza 
patrimonial 44.3 41.2 61.5 55.9 43.7 41.1 41.1 38.3 35.6 40.1 45.5 45.5

Rural

Pobreza 
alimentaria 34 37 53.5 51.7 42.4 34 28 32.3 24.1 31.3 29.3 30.9

Pobreza de 
capacidades 44.1 47.5 62.6 59 49.9 42.6 36.2 39.8 32.2 38.5 37.8 40.2

Pobreza 
patrimonial 66.5 69.3 80.7 75.9 69.2 64.3 57.4 61.8 54.1 60.3 60.8 63.6
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Gráfica 1. Población en situación de pobreza patrimonial en México, 1992-2012

•Urbana Rural Total

Fuente: Coneval (2013a:Cuadro 1).

De entrada, este comportamiento pone en evidencia la vul­
nerabilidad persistente en amplios sectores de la sociedad ante 
los efectos negativos de la inestabilidad económica y, por consi­
guiente, exhibe la ineficacia de las políticas y programas públi­
cos para generar condiciones que permitan a las personas salir 
de manera permanente de su situación de pobreza. La experien­
cia de los últimos años demuestra que entre los principales fac­
tores macroeconómicos asociados a las crisis y al incremento de 
la pobreza también se encuentra el crecimiento del desempleo 
y el de los precios, especialmente de alimentos y energéticos, 
mismos que en conjunto tienden a erosionar el poder adqui­
sitivo de las familias, sus salarios o, en general sus ingresos. El 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social (Coneval) nos muestra sus mediciones de pobreza para 
el período 2008-2010, realizadas por medio del método de me­
dición multidimensional, donde, de manera clara, se nos indica 
que el aumento de 3.2 millones en el número de pobres obser­
vado en esos años se debió al incremento de la población sin
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los ingresos suficientes para satisfacer sus necesidades básicas, 
principalmente las de tipo alimentarias (Coneval, 2012:28-32).

Otro factor fuertemente asociado con la evolución de la po­
breza es la desigualdad en la distribución del ingreso. De acuer­
do con Székely (2005:24), en México la correlación entre ambas 
variables desde la década de 1950 es alta y en sentido positivo, es 
decir, a mayor desigualdad mayor pobreza. A lo largo del tiem­
po, la alta inequidad económica ha limitado las posibilidades de 
aprovechar al máximo el crecimiento para reducir la pobreza. 
Desde finales del siglo pasado Lustig y Székely (1997) ya habían 
advertido esta debilidad mediante un ejercicio de simulación: 
calcularon que la erradicación definitiva de la pobreza extrema 
y la pobreza moderada tomaría 37 y 54 años respectivamente, 
considerando un escenario de crecimiento económico estable e 
ininterrumpido de cinco por ciento anual, y manteniendo cons­
tante la distribución del ingreso observada en 1994 (con un co­
eficiente de Gini de 0.54). En sus palabras, “esto sugiere que es 
necesario hacer un esfuerzo adicional paralelo al crecimiento 
económico que garantice que los estratos de menores ingresos 
tengan mayor acceso a los beneficios del desarrollo” (Lustig y 
Székely, 1997:17).

Desde un punto de vista territorial, las tendencias de la po­
breza de los últimos 20 años han afectado a los ámbitos rural y 
urbano, pero sin duda la población más perjudicada ha sido la 
que radica en las ciudades. Como se aprecia en la gráfica 1, los 
mayores repuntes de pobreza en las dos etapas de crisis econó­
mica han sido, un quiebre a la alza en el número de pobres y 
el repunte en el medio urbano que ha sido muy superior, a tal 
grado que en 2012 la diferencia fue de 5.3 millones respecto de 
la cantidad de pobres rurales, misma que llegó a 28 millones en 
ese año. En términos relativos, la proporción de pobreza urbana 
alcanzada en 2012 (45.5 %) siguió siendo superior a la regis­
trada 20 años antes, y aunque la del medio rural siguió siendo 
comparativamente muy superior (63.6 %), el porcentaje en 2012 
se mantuvo por debajo de los niveles previos a la crisis de 1995



Cuadro 2. Distribución de la pobreza multidimensional y de los indicadores de carencias e ingresos 
en las entidades federativas, 2012 (porcentajes)

Entidades federativas

Pobreza 
multidimensional

Carencia por 
acceso a los 
servicios de 

salud

Carencia por 
acceso a la 
seguridad 

social

Carencia 
por calidad y 
espacios de la 

vivienda

Carencia por 
servicios básicos 

en la vivienda

Carencia por 
acceso a la 

alimentación

Población con 
ingreso inferior 

a la línea de 
bienestar

Población con ingreso 
inferior a la línea de 
bienestar mínimo% Miles de 

personas
Rezago 

educativo
Nuevo Leon 23.2 1 132.9 12.7 15.5 37 7 3.3 17.6 31.7 8.8
Coahuila 27.9 799.3 12.5 14.4 34.3 5.4 5.5 21.2 40.7 11.6
Distrito Federal 28.9 2 565.3 9.2 23.4 52.5 6.4 3 13 35.5 6.9
Sonora 29.1 821.3 13.6 17.1 46.8 10.2 12.6 26 33.8 10.2
Baja California Sur 30.1 211.3 15.7 15.1 43.5 10.9 6.8 21.9 38 13.1
Baja California 30.2 1 010.1 14.6 22.3 55.7 8.1 4.4 15.2 38.8 10.9
Colima 34.4 237.2 18.8 14.6 50.8 10 7.9 22.3 40.7 11.4
Chihuahua 35.3 1 272.7 16.1 13.6 48.4 5.3 5.2 18.4 46 15.9
Sinaloa 36.3 1 055.6 18.4 16.6 52.7 10.1 16.1 25.9 42.6 13.4
Queretaro 36.9 707.4 17.5 15.5 56.7 10.9 14.9 19.8 43.3 14.7
Aguascalientes 37.8 467.6 15.3 14.8 47.6 4.9 3.5 21.5 47.9 14.9
Tamaulipas 38.4 1 315.6 15.5 15.8 50.6 10.5 10.6 19.2 47.2 14.9
Quintana Roo 38.8 563.3 17.6 21.2 54.9 19.7 14.5 18.6 45 16.6
Jalisco 39.8 3 051 18.4 23.7 53.5 9.1 9.2 20.6 47.9 16.3
Guanajuato 44.5 2 525.8 23.9 19 62.1 9.8 15.3 28.5 49.3 16.9
Campeche 44.7 387.9 19.2 12.2 61 17.7 33 18.7 50.2 20.6
Edo. de Mexico 45.3 7 328.7 15.4 25.3 64.8 10.2 11.5 17.7 53.1 15.9
Morelos 45.5 843.5 19.2 22.3 64.4 14.8 18.6 30.7 50.1 15
Nayarit 47.6 553.5 19.3 18.3 62.6 11.9 19.6 28.8 53.2 23.4
Yucatan 48.9 996.9 23.4 15.7 58.8 20.6 42.7 25.1 55.1 16.6
Tabasco 49.7 1 149.4 19.1 18.2 71.2 19.4 44.7 33.4 52.7 23.6
Durango 50.1 858.7 16.1 17.8 57.9 9.4 13 21.4 61.2 25
San Luis Potosi 50.5 1 354.2 21.2 14 61.6 13.5 32.5 24.7 57.1 23.3
Veracruz 52.6 4 141.8 25.8 25.7 68.5 19.7 39.2 28.2 56.6 24
Hidalgo 52.8 1 465.9 20.6 18.7 71.3 12.8 28.3 25 55.8 23.8
Zacatecas 54.2 835.5 21.1 16.7 62.9 5.1 10.9 22.3 60.6 30.3
Michoacan 54.4 2 447.7 26.1 28.6 71.6 21.1 30.4 32.2 57.9 24.2
Tlaxcala 57.9 711.9 15.8 24.2 70.8 13 16 28.4 63.9 24.4
Oaxaca 61.9 2 434.6 27.7 20.9 75.7 24.6 55.5 31.7 63.6 34.4
Puebla 64.5 3 878.1 24.1 29.6 77.1 19.4 34.8 30.1 68.7 32.9
Guerrero 69.7 2 442.9 26.8 25.4 78.5 33.4 59 39.4 71.9 45.1
Chiapas 74.7 3 782.3 33.5 24.9 83.3 29.1 56.8 24.7 76.4 46.7
Mexico 45.5 53 349.9 19.2 21.5 61.2 13.6 21.2 23.3 51.6 20
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Fuente: Coneval (2013b:Cuadros 4A y 5).
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(cuadro 1). Estos datos muestran que el indicador de pobreza en 
la población urbana se ha vuelto más sensible a los movimientos 
negativos de las variables macroeconómicas. Por el contrario, 
en el medio rural se han generado condiciones o se dispone de 
recursos adicionales (transferencias y remesas) que permiten pa­
liar, en alguna medida, los efectos de las crisis en la población 
con ingresos superiores, pero cercanos a la línea de pobreza.

Sin embargo, la distribución de los mexicanos pobres en el te­
rritorio nacional sigue mostrando patrones de desigualdad con 
amplias brechas entre las entidades con mayor población rural 
y las más urbanizadas e industrializadas. Como puede apre­
ciarse en el cuadro 2, en 2012 la proporción de pobres multidi­
mensionales en Chiapas, el estado con mayor pobreza (74.7 %), 
fue 3.2 veces superior a la de Nuevo León, la entidad con menor 
pobreza (23.2 %). Pero aún agrupando a los seis estados con 
mayores y menores porcentajes de pobres, la brecha entre ellos 
sigue siendo muy alta, con casi 2.3 veces de diferencia. En una 
apreciación más general, se tiene 14 entidades cuyos niveles de 
pobreza son superiores al promedio nacional, entre ellas, Oaxa­
ca, Guerrero y Chiapas, las más pobres y con la mayor propor­
ción de habitantes rurales e indígenas.

Desde la perspectiva de la medición multidimensional de la 
pobreza en México, los indicadores de carencias muestran que 
el mayor rezago ocurre en el acceso a la seguridad social (pen­
siones) con 61.2 por ciento. En proporción menor, todavía hay 
casi una cuarta parte de la población sin acceso a alimentación 
adecuada, además, una quinta parte se encuentra con rezago 
educativo, sin acceso a servicios de salud y sin agua corriente, 
drenaje y electricidad, y alrededor de 14 por ciento reside en 
viviendas de mala calidad (gráfica 2). No obstante estas caren­
cias, los indicadores de ingresos revelan que 20 por ciento de 
la población no cuenta con los recursos suficientes para adqui­
rir lo indispensable para tener una nutrición adecuada (línea 
de bienestar mínimo) y poco más de la mitad tampoco puede 
satisfacer sus necesidades no alimentarias (línea de bienestar).
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Gráfica 2. Porcentaje y número de personas según sus niveles de ingreso 
y tipo de carencia social en México, 2012

Población con un ingreso inferior a la línea 
de bienestar

Población con un ingreso inferior a la linea 
de bienestar mínimo

Carencia en el acceso a la seguridad social

Carencia en el acceso a los servidos de 
salud

Carencia en el acceso a la alimentación

Rezago educativo

Carencia en el acceso a los servidos básicos 
en la vivienda 

Carencia en el acceso a la calidad y espacios 
de la vivienda

0 10 20 30 40 50 60 70 80

■ Millones de personas ■Porcentaje

Fuente: Coneval (2013b:Cuadro 1).

Si se analiza las diferencias entre las seis entidades con 
mayor y menor pobreza en este conjunto de indicadores, res­
pecto del indicador de la pobreza (2.3 veces) se observa una 
reducción de las desigualdades de rezago educativo (2 veces), 
carencias de acceso a seguridad social (1.7), salud (1.4), ali­
mentación (1.6) e ingreso inferior a la línea de bienestar (1.8). 
Por el contrario, la polarización se incrementa en la calidad 
y espacios de vivienda (2.9), los servicios básicos de vivienda 
(7) y el ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo (3.4). 
Las entidades con las condiciones sociales más desfavorables 
en casi todos los aspectos siguen siendo Chiapas, Guerrero, 
Oaxaca y Puebla, pero sorprende que entre las 18 con niveles 
de pobreza inferiores al promedio nacional, haya algunas con 
proporciones muy superiores de carencias que debiesen tener 
correspondencia con su posición en la escala de pobreza. Tales 
son los casos del Distrito Federal, Baja California y Jalisco en 
acceso a la salud; Quintana Roo en calidad de la vivienda; así 
como Sonora y Guanajuato en acceso a alimentación.
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Una última característica acerca de la distribución de la po­
breza es su intensidad entre distintos grupos sociales. Como 
ya se comentó, las entidades con altos porcentajes de pobla­
ción indígena son las que padecen mayor pobreza y elevados 
niveles de carencias, este fenómeno se presenta en todas las co­
munidades indígenas del territorio nacional donde la pobreza 
alcanza una proporción cercana a 80 por ciento, dividida casi 
en partes iguales entre pobreza extrema (40.2 %) y modera­
da (39.1 %) (Coneval, 2012:45). De acuerdo con el Coneval, 
otros grupos sociales afectados de manera particular por la 
pobreza son la población menor a 18 años y los residentes de 
las zonas de atención prioritarias de la Sedesol,1 los cuales al­
canzan 53.8 y 77.8 por ciento, respectivamente.

En suma, la evolución de la pobreza en México durante 
las últimas dos décadas no muestra progresos significativos, 
por el contrario, los indicadores señalan un deterioro espe­
cialmente marcado en las coyunturas de recesión económica. 
Las regiones caracterizadas históricamente por su rezago en 
esencia continúan con esa condición. Aquellas otras con me­
jores resultados, a pesar de sus logros, tienen todavía indica­
dores que muestran que las condiciones de pobreza persisten 
sin que se haya logrado estabilizar el crecimiento ni mejorar 
las condiciones de vida de sus pobladores. En este rubro de los 
desafíos no puede afirmarse que se haya producido un cambio 
estructural en el país.

Paradójicamente, en las dos últimas décadas ha habido cam­
bios muy importantes en otras esferas, como la política, que 
ha experimentado un período de apertura, con transiciones 
democráticas a nivel nacional y en los estados, con alternan-

1 “Las zonas de atención prioritaria (zap) son aquellas unidades territoriales 
con los índices de rezago social o de marginación más elevados, así como altos 
niveles de incidencia y número de personas en pobreza extrema. Las zap son 
determinadas anualmente por la Secretaría de Desarrollo Social con base en los 
resultados de los indicadores de carencia social y datos de pobreza generados por 
el Coneval” (Coneval, 2012:47).
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cias partidistas en los gobiernos, como parte de la pluralidad 
política cotidiana. No hay duda que el régimen político previo 
a los inicios de la década de 1990 ha dejado de existir y tiene 
ahora otras dinámicas, procesos y actores. Sin embargo, si la 
finalidad última de la democracia es elevar la calidad de vida 
de la población mediante el ejercicio pleno de sus derechos 
políticos, desde la perspectiva de la evolución de la pobreza, la 
estructura del Estado y la gestión pública, esta nueva etapa del 
poder político no ha tenido las repercusiones esperadas.

El desencuentro entre la transición del poder político y la 
relativa continuidad de las marcadas condiciones de pobreza 
es la mayor antinomia del México actual. Durante las dos 
últimas décadas, el mundo del poder se ha reformado a sí 
mismo de manera positiva, aunque al margen del ámbito de 
la pobreza, cuyas estructuras persisten estancadas, como es 
evidente en el caso de las poblaciones indígenas, aunque no 
se puede decir que sea exclusivo a ellas. La persistencia de esta 
desconexión es, sin duda, el mayor desafío que enfrenta el país 
en su conjunto, pues existe el riesgo de ampliar la polaridad 
social, con las consecuentes tensiones. Una perspectiva op­
timista argumentará que este desfase es temporal y deriva­
do de las circunstancias, pero que será corregido de manera 
progresiva. Por el contrario, desde una perspectiva realista se 
podrá decir que no existen condiciones de encuentro y, le­
jos de confluir, persistirán como estructura condensada en sí 
misma con escasa capacidad para integrar la agenda social en 
la magnitud y forma necesarias para abatir significativamente 
las condiciones de pobreza. Cualquiera que sea el desenlace 
de la situación, el país parece no tener más alternativa que 
superar efectivamente los niveles actuales de pobreza, posibi­
litando que la esfera del poder sea congruente con su misión 
última de bienestar y desarrollo.

Por otro lado, la migración internacional de los mexicanos 
ha sido también parte importante de los cambios transcurri­
dos en las últimas dos décadas. Con un flujo de población
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que ha respondido a las exigencias del mercado laboral esta­
dounidense, y una movilidad cada vez menos circular debido 
a las agresivas políticas migratorias y de seguridad de ese país, 
el resultado es que en la actualidad cerca de 10 por ciento de 
la población nacida en México reside en Estados Unidos. Y 
por su impacto demográfico y económico, así como su evi­
dente contribución financiera, esta movilidad social cumple 
una función clave en el escenario de pobreza aquí descrito, 
como consecuencia de las remesas provenientes de aquel país; 
primero, por su impacto en la disminución de rezagos y ten­
siones sociales, mismos que, tomando en cuenta el momento 
actual, de no contar con la movilidad social internacional, 
serían seguramente mucho más graves; segundo, por su con­
tribución efectiva al gasto cotidiano de miles de hogares 
mexicanos, aunque insuficiente para abatir las condiciones 
de pobreza.

La migración hacia Estados Unidos es clave para ubicar 
los actuales parámetros de pobreza y su relativa fragilidad 
en la medida de la propia debilidad de esta variable. Cabe 
añadir que entre migración internacional y desarrollo existe 
una agenda de potencialidades amplia pero dispersa, sin un 
horizonte de política pública que reconozca la trascendencia 
de la dinámica migratoria como fuerza de cambio social. A 
pesar de su gran escala, la migración sigue siendo un rubro 
marginal en el conjunto de las políticas públicas, las de desa­
rrollo y especialmente las relativas a la pobreza.

Considerando, por un lado, la profundidad de los cambios 
en la esfera del poder y, por el otro, la estructura social derivada 
de la migración internacional -ambas trayectorias condensa- 
das en el último par de décadas- es evidente que el país ha 
transitado de una etapa a otra en su evolución; aunque hay 
estructuras nacionales de rezago que persisten en un marco 
hasta ahora inamovible, como la distribución del ingreso y las 
condiciones de la pobreza. Como es obvio, este no es un mode­
lo de desarrollo sustentable para la sociedad mexicana.
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Contenido de la obra:
Principales desafíos de la pobreza para la agenda del desarrollo

Como quedó dicho, el libro contiene seis estudios divididos 
en tres secciones: a) pobreza, desigualdad y crecimiento; b) 
políticas y programas para la superación de la pobreza, y c) 
participación ciudadana e inseguridad pública. La primera 
sección contiene las colaboraciones de Fernando Cortés Cá- 
ceres de El Colegio de México y de Henio Millán Valenzuela 
de El Colegio Mexiquense, que profundizan en dos aspectos 
íntimamente vinculados al comportamiento histórico de la 
pobreza en nuestro país: el crecimiento económico y la des­
igualdad en la distribución del ingreso.

Partiendo de una revisión crítica de la interpretación del 
planteamiento de Simón Kuznets (1965) en América Latina, 
según la cual la concentración del ingreso era necesaria para 
generar crecimiento sostenido en una primera etapa y efectos 
redistributivos en una posterior, Fernando Cortés plantea que 
desde principios de 1990 se ha venido formando un consenso 
en la región, en el que la desigualdad es vista como obstácu­
lo al crecimiento y a la reducción de la pobreza. El autor se 
pregunta: “¿Cómo puede escapar México a la trampa de la 
desigualdad?” y “¿Por qué no se han adoptado las medidas de 
política pertinentes?” La respuesta a la primera interrogante 
plantea un desafío para nuestra agenda de desarrollo: cual­
quier medida de política debe tender a modificar los equili­
brios de poder político y económico para no sólo evitar que los 
grupos dominantes capturen la mayor parte de los beneficios 
del crecimiento sino para generar políticas más eficientes. La 
respuesta a la segunda pregunta subraya que ninguna reforma 
de la distribución pro pobres tendrá relevancia si no se es 
consciente de que en el corto plazo habrán de producirse efec­
tos adversos a los sectores económicamente más acomodados, 
por lo que también será necesaria la construcción de un nuevo 
pacto social que incluya no sólo a ellos sino a los actores emer­
gentes que representan la pluralidad de la sociedad mexicana.



TONATIUH GUILLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 21

Henio Millán Valenzuela, en su trabajo “Pobreza, creci­
miento y distribución del ingreso en México”, utilizando un 
método alternativo de descomposición lineal en el análisis de 
las series de datos de los últimos 20 años, aporta evidencias 
que demuestran que en México los componentes “crecimien­
to” y “redistribución” han tenido una relación conflictiva en­
tre 1992 y 2010. Esto ha provocado que el abatimiento de la 
pobreza que se podría propiciar en los años de crecimiento 
económico se vea frenado por un factor distributivo que ge­
nera una repartición del ingreso a favor de los no pobres. En 
sus conclusiones subraya que este comportamiento “no coo­
perativo” entre ambos componentes ha regido la evolución de 
la pobreza en nuestro país, declinando a ritmos muy lentos en 
los períodos de estabilidad y aumentando considerablemente 
en los momentos en que las crisis son más acentuadas.

Los hallazgos presentados por Millán Valenzuela agregan 
un tercer desafío a las políticas de desarrollo: lograr que el 
comportamiento económico y la distribución del ingreso 
mantengan una relación “cooperativa” sostenida en el tiempo 
para multiplicar los impactos del crecimiento en la reduc­
ción de la pobreza y atenuar los efectos de las crisis sobre 
los grupos sociales más vulnerables y propensos a caer en esa 
situación. Para que una redistribución más equitativa trabaje 
a favor de la reducción de la pobreza es indispensable que el 
crecimiento del ingreso medio de los pobres sea superior al 
del ingreso medio general.

En la segunda sección se incluyen los trabajos de Ana Ma­
ría Tepichin Valle de El Colegio de México y de Gerardo Or- 
dóñez Barba de El Colegio de la Frontera Norte, en los cuales 
se analiza las maneras en que se han asimilado las proble­
máticas de género y urbanas en el diseño e implementación 
de políticas y programas para superar la pobreza en México. 
Ambos autores proponen directrices que podrían contribuir a 
mejorar la eficacia de las intervenciones gubernamentales en 
el logro de objetivos vinculados a esas problemáticas.
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Ana María Tepichin sistematiza una serie de deficiencias 
que encuentra en el tratamiento que se ha dado a la desigual­
dad de género, tanto en las metodologías de medición de po­
breza, como en las políticas y programas para erradicarla, las 
cuales, en su opinión, se han traducido en desconocimiento 
de los problemas que afectan a las mujeres pobres y en accio­
nes gubernamentales ineficaces que tienden a reforzar los roles 
tradicionales asignados en la distribución de responsabilidades 
familiares. Con el propósito de avanzar hacia el diseño de una 
política social con perspectiva de género, la autora propone 
hacer frente a seis desafíos concretos: a) medición de la pobre­
za desagregada por sexo, b) diseño de programas de combate 
a la pobreza que no suponga la asignación naturalizada de las 
mujeres al trabajo doméstico y cuidado no remunerado, c) que 
reconozca la diversidad de arreglos familiares y de formas de 
organización doméstica, d) fortalecimiento del Estado como 
garante del bienestar de las personas dependientes, e) creación 
de empleos dignos para mujeres y hombres y f) promoción de 
valores culturales que gratifiquen la autonomía de las mujeres. 
En sus palabras, llevar a cabo este proyecto involucra el com­
bate a la pobreza y la construcción de ciudadanía a partir del 
reconocimiento y apropiación de los derechos de las mujeres 
en el marco de un universalismo básico orientado a corregir 
las desigualdades de género más persistentes.

Gerardo Ordóñez, en “La superación de la pobreza en el 
ámbito urbano”, se propone dimensionar los alcances y las 
limitaciones de las iniciativas nacionales puestas en marcha 
por las dos últimas administraciones federales, destacando el 
papel del programa ONU-Hábitat. De acuerdo con su enfoque, 
la estrategia para la superación de la pobreza urbana heredada 
por los gobiernos de la alternancia evolucionó sin una lógica de 
construcción definida y sin los recursos necesarios para aten­
der la magnitud y la complejidad del fenómeno. Concluye que 
en un horizonte de mayor pobreza, de deterioro del entorno 
y de erosión de la convivencia social en las ciudades, resultará
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indispensable un planteamiento que reposicione la estrategia 
a la altura de los retos sociales que se vislumbran. Concre­
tamente propone incrementar el financiamiento a un nivel 
que permita acelerar, intensificar y ampliar la intervención en 
la población que aún no es beneficiaría de los programas ur­
banos, establecer mecanismos de coordinación efectiva entre 
tales programas, que garanticen la actuación complementa­
ria en diversos agregados territoriales en pobreza (polígonos, 
colonias, comunidades), eliminar las restricciones al acceso de 
los beneficios de los programas por grandes conjuntos pobla- 
cionales, especialmente los residentes en asentamientos infor­
males, y establecer medidas concretas para atender de manera 
específica a los grupos más vulnerables y las problemáticas 
sociales emergentes asociadas con la pobreza urbana.

La tercera y última sección reúne las investigaciones de En­
rique Cabrero Mendoza y Ana Díaz Aldret del Centro de In­
vestigación y Docencia Económicas, y de Tonatiuh Guillen 
López de El Colegio de la Frontera Norte. Estos trabajos re­
flexionan sobre dos aspectos centrales para encarar los desafíos 
de la pobreza desde el ámbito local: la participación ciudadana 
y la inseguridad pública.

En el trabajo “¿Es posible la participación ciudadana en es­
pacios urbanos en situación de marginación y pobreza en Mé­
xico?”, Enrique Cabrero y Ana Díaz se proponen indagar hasta 
qué punto se ha logrado desarrollar una “nueva instituciona- 
lidad” favorable a la participación en municipios urbanos con 
altos niveles de pobreza, marginación y desigualdad. De acuer­
do con los resultados de su análisis, donde sistematizan 761 
iniciativas locales de innovación en participación ciudadana, 
concluyen que no hay indicios de la existencia de una nueva ins- 
titucionalidad municipal que propicie formas de participación 
y organización social independiente y autónoma; observan, en 
cambio, la reimplantación de la vieja institucionalidad basada 
en prácticas clientelares y sujeta a intereses inmediatistas y elec­
torales, todo lo cual limita la eficacia de los programas.
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En esta perspectiva, el desafío para la agenda de desarrollo 
estriba en impulsar el tránsito hacia una política social que in­
corpore la participación de los ciudadanos con un enfoque de 
“gobernanza”, es decir, una política social incorporada a pro­
cesos de gobierno más amplios, que consideren la complejidad, 
diversidad y dinamismo del entorno político y social, que se 
abran a la conformación de arreglos organizacionales ad hoc y 
permitan asegurar la eficacia de las políticas públicas, la repre- 
sentatividad y la gobernabilidad democráticas.

Finalmente, en “Política social y delitos en México. Hacia 
una ruta alternativa”, Tonatiuh Guillen argumenta que en los 
últimos años ha evolucionado en el país, junto con el predomi­
nio del gobierno federal en las políticas y programas sociales, 
un paradigma de política social basado en la medición de las 
carencias sociales, que si bien es necesario, no alcanza a abor­
dar los contextos sociales de los indicadores de pobreza, como 
tampoco sus factores y vínculos con las dinámicas sociales es­
pecíficas de las comunidades. En su estudio, esta orientación 
sigue ignorando las iniciativas de los gobiernos locales, que 
podrían tener efectividad sobre grupos y condiciones sociales 
determinadas; también limita otras opciones y vínculos ins­
titucionales en el orden federal para definir políticas sociales 
no necesariamente articuladas por completo a la medición de 
carencias, sino a problemáticas sociales específicas y a otras co- 
yunturales. En nuestro presente, agrega, destaca la incidencia 
de delitos -y la violencia como su expresión más crítica- como 
desafío público de gran relevancia.

Partiendo de estas premisas, Guillén plantea abordar el di­
seño de la política desde una perspectiva definida como para­
digma de la política social preventiva del delito, mediante el 
cual sea posible recuperar espacios de convivencia civilizada y 
propiciar el desarrollo de comunidades urbanas especialmente 
afectadas por la inseguridad. Este enfoque, puntualiza, no ex­
cluye al paradigma de medición de carencias; por el contrario, 
lo complementa pero plantea el reto de localizar las áreas de
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intersección de los programas y acciones públicas. Este para­
digma alternativo, advierte, no es una salida de la pobreza, ni 
una corrección de sus extremos; es una alternativa eficaz para 
situaciones donde intersectan la incidencia de delitos y los en­
tornos sociales dañados por carencias y por estructuras y prác­
ticas de exclusión social.

Para este abordaje propone una metodología centrada en el 
análisis de la distribución espacial y social de los delitos de mayor 
frecuencia a escala microterritorial, y presenta su aplicación en 
tres municipios: Tapachula (Chiapas), San Luis Potosí (San Luis 
Potosí) y Nogales (Sonora). A su juicio estos municipios represen­
tan situaciones tipo de experiencias críticas en las fronteras norte 
y sur del país (Nogales y Tapachula), donde se concentra gran 
parte de la problemática, así como situaciones no críticas, pero 
en curso de agudización (San Luis Potosí). A partir del análisis 
de estos casos determina tres rutas de política pública alternativa 
en función de las peculiaridades, con énfasis en: a) la dimensión 
institucional y social; b) la dimensión policíaca y preventiva, y c) 
la dimensión de preservación y cuidado de los contextos de con­
vivencia pacíficos. Guillen concluye que la escala microespacial 
permite mayor precisión para formular una política social pre­
ventiva comunitaria, orientada a generar un producto específico, 
el pertinente para cada comunidad objetivo.

Para finalizar esta introducción, es importante subrayar que 
para emprender con éxito el objetivo de la superación de la 
pobreza, dada la magnitud de las carencias y rezagos existen­
tes, será necesario asumir un programa integral de reformas 
que haga posible completar el ciclo crecimiento-desarrollo de 
manera sostenida y que permita la incorporación de todas las 
personas a los recursos, bienes y servicios que les correspon­
den por derecho. Como se desprende de lo ya comentado, 
llevar a cabo un proyecto de esta envergadura y complejidad 
necesitará de la implementación de políticas que incentiven el 
crecimiento, la creación de empleos y la reducción de las des­
igualdades en la distribución del ingreso, así como políticas
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sociales universales y programas específicos para el cuidado 
de poblaciones vulnerables o de regiones marginadas que con­
tribuyan a corregir las inequidades regionales, económicas, 
étnicas, intergeneracionales y de género. Pero además, para 
avanzar a la velocidad requerida será indispensable construir 
los consensos en torno de una reforma fiscal solidaria que ga­
rantice una distribución equitativa de las cargas y genere los 
recursos indispensables para financiar el desarrollo y el bien­
estar que demanda la sociedad mexicana.
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POBREZA, DESIGUALDAD 
Y CRECIMIENTO





ENFRENTAR LA POBREZA O 
REDUCIR LA DESIGUALDAD: 
¿ES UN DILEMA?

Fernando Cortés Cáceres

Introducción

Desde comienzos de la década de 1950 prevaleció en América 
Latina la idea de una antinomia entre desigualdad y pobreza. 
El pensamiento económico dominante en la época sostenía 
que en el proceso de desarrollo, entendido como la transfor­
mación de una economía agraria a una industrial, era necesa­
rio que el ingreso se concentrara en manos de los capitalistas 
para financiar la inversión y así el crecimiento económico. La 
pobreza, entendida como pobreza monetaria, cedería en las 
etapas avanzadas por el efecto combinado de los mayores ni­
veles de ingreso y la menor desigualdad en su distribución.

En la actualidad, los desarrollos conceptuales de la econo­
mía ortodoxa han adoptado el punto de vista opuesto: que la 
desigualdad es “mala” para el crecimiento, de modo que per­
miten sostener que la redistribución pro pobre1 no sólo abate

1 En este texto la noción “redistribución pro pobre” se refiere al traslado de 
ingresos de la cúspide a la base de la pirámide social, ya sea a través de la política 
fiscal de ingreso o de gasto, que incluye los programas sociales (Przeworski, 
2012:13). Esta noción tiene lugar en la corriente de pensamiento que sostiene
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la incidencia de la pobreza sino que también es un factor que 
ayudaría a la expansión económica y por ese conducto tende­
ría a reducir la pobreza.

Este trabajo expone el tránsito del pensamiento económico 
dominante, luego la teoría cepalina, que ha sostenido desde 
la década de 1950 que la desigualdad es “mala” para el creci­
miento económico y, finalmente, los desarrollos elaborados en 
México a partir de la década de 1980.

En la sección que sigue se argumenta, tomando pie en el 
modelo de Kuznets (1965), que la tesis del goteo se ha inspi­
rado en una lectura particular de la teoría propuesta por este 
autor. Se verá que los avances recientes del modelo de Kuznets 
le han hecho ganar actualidad al examinar la relación entre 
ingreso y desigualdad en economías modernas que están más 
allá de la etapa de industrialización. En la tercera sección se 
expone los argumentos empleados para dejar a un lado la idea 
de que la desigualdad es necesaria para el crecimiento econó­
mico. En la cuarta se presenta una síntesis del pensamiento 
cepalino y en la última se desarrolla una serie de considera­
ciones sobre los posibles obstáculos que impiden transitar por 
el círculo virtuoso de la redistribución pro pobre, que no sólo 
disminuiría directamente la desigualdad y la pobreza, sino 
que esta última se reduciría aún más por el mayor crecimiento 
económico inducido por la reducción de la primera.

que la desigualdad impide el crecimiento económico (Galdor y Zeira, 1993; 
Banerjee y Newman, 1993; Benabou, 1996; Aghnion, Caroli y García-Peñaloza, 
1999; Bardhan, Bowles y Gintis, 1999). La noción “redistribución pro pobre” 
es distinta de “crecimiento pro pobre”. Esta última se refiere a cómo se repar­
te el crecimiento (disminución) del producto entre los pobres y los no pobres 
(Pernia, 2003:2). Específicamente, Kakwani y Pernia (2000:1) señalan que “el 
crecimiento es pro pobre cuando absorbe trabajo y es acompañado por políticas 
y programas que reducen las desigualdades y facilitan la generación de ingre­
sos para los pobres, particularmente mujeres y otros grupos tradicionalmente 
excluidos”. En el campo del “crecimiento pro pobre” hay una polémica sobre 
la definición y medición de este concepto (Kakwani y Son, 2003; Kakwani, 
Khandker y Son, 2004; Ravallion, 2004; Araar et al., 2007; Bibi, Duelos y 
Verdier-Chouchane 2002).



TONATIUH GUILLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 33

El modelo de Kuznets

Desde la década de 1970 hasta la primera parte de la de 1990, 
los regímenes políticos autoritarios proliferaron en América 
Latina. En esa época se volvió popular en esta zona del pla­
neta la tesis del goteo derivada de una lectura particular de la 
teoría de Kuznets, la cual relaciona la evolución del ingreso 
con la desigualdad en su distribución. El estudio del proceso 
de industrialización de algunos países hoy desarrollados (Esta­
dos Unidos, Alemania e Inglaterra) permitió a Kuznets (1965) 
observar una relación en forma de U invertida entre la des­
igualdad en la distribución del ingreso y el ingreso per cápita. 
En los comienzos del desarrollo, cuando prevalece la sociedad 
agraria, coexisten niveles bajos de desigualdad y de ingreso; en 
las etapas intermedias, a medida que tiene lugar el proceso de 
industrialización, ambas variables crecen, y la concentración 
del ingreso decrece en los niveles de desarrollo alto. Con base 
en esta relación se popularizó la tesis del goteo, conocida tam­
bién como del derrame. La versión que se diseminó fue que la 
concentración del ingreso es necesaria para que la economía 
entre en un proceso de crecimiento sostenido; se argumentó 
que una vez que el ingreso per cápita crece lo suficiente, ocurre 
un proceso de redistribución de los frutos acrecentados de la 
actividad económica en favor de los sectores sociales en la base 
de la pirámide social.

Según Kuznets (1965:263-269), la regularidad estadística en 
los tres casos que analizó es resultado de la operación de dos 
conjuntos de rasgos que operan durante el cambio en la estruc­
tura productiva. Uno de ellos tiende a aumentar la desigualdad 
y el otro a disminuirla. En el primero incluye la propensión 
marginal al ahorro, que es mayor en los sectores con más ingre­
sos, y la desigualdad en la distribución del ingreso, que es mayor 
en las zonas urbanas que en las rurales. El segundo conjunto, 
donde se encuentran los factores que tienden a disminuir la des­
igualdad, incluye tres procesos: 1) tendencia a la igualación de
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las productividades marginales, 2) disminución de la importan­
cia relativa de los ingresos de la propiedad dentro del ingreso 
total, y 3) cambios institucionales que reflejan la preocupación 
estatal por la seguridad social y el pleno empleo.

Su modelo supone que en el inicio del proceso la economía 
es dual aunque predominantemente agraria. El crecimiento 
económico liderado por la industria, financiada a su vez con el 
ingreso de los sectores sociales con capacidad de ahorro, asen­
tados en zonas urbanas, provoca el desplazamiento de la pobla­
ción del campo a la ciudad. Al aumentar el peso relativo de la 
población en las ciudades, caracterizado por mayores niveles de 
desigualdad -debido a la variedad y dispersión de la actividad 
económica- se profundiza la concentración del ingreso.

Conforme la industrialización avanza y el ingreso per cápita 
sigue creciendo, la competencia se intensifica, especialmente 
en el sector moderno, lo que disminuye el abanico de las dis­
crepancias sectoriales. Este proceso, junto con la caída relativa 
del sector agrícola y de la renta de la tierra, atenúa la disper­
sión de los ingresos. Ambos procesos se ven reforzados, según 
Kuznets, por la preocupación del Estado por el pleno empleo 
y la seguridad social.

Resulta sorprendente que la idea: “La desigualdad es buena 
para el crecimiento económico” haya sido esparcida desde las 
diversas trincheras ocupadas por la corriente de pensamiento 
ortodoxa (coloquialmente llamada neoliberal) que desbancó 
al pensamiento económico desarrollista de inspiración keyne- 
siana, acusándola de sostener posiciones ideológicas o carentes 
de objetividad, es decir, no basadas en el conocimiento cientí­
fico. Sorprende por tres razones:

a) El modelo de Kuznets supone la presencia de un Estado 
benefactor, no uno residual como el que propugna la corriente 
de pensamiento hoy dominante, por lo menos en México; el 
pensamiento ortodoxo no se dio el trabajo de examinar las 
consecuencias que podría tener para el modelo que uno de los 
mecanismos que disminuyen la desigualdad en los estadios 
avanzados del desarrollo no opere.
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b) Se hizo caso omiso de las precauciones señaladas por el 
propio Kuznets, quien sostiene:

Existe peligro en las analogías simples, en argumentar que pues­
to que en el pasado hubo una distribución desigual del ingreso 
en Europa occidental, la cual produjo la acumulación de ahorros 
y el financiamiento de la formación básica de capital, es necesa­
rio mantener o acentuar las desigualdades del ingreso existentes 
en los países subdesarrollados para asegurar el mismo resulta­
do. Aún haciendo de lado las implicaciones para los grupos de 
menor ingreso, podemos encontrar que al menos en algunos de 
estos países las propensiones al consumo de los grupos de al­
tos ingresos son hoy en día mucho mayores, y las propensiones 
al ahorro mucho menores que las de aquellos grupos de altos 
ingresos más frugales en los países desarrollados del presente. 
Es peligroso argumentar que en virtud de que los mercados 
completamente libres probaron ser favorables en el pasado, la 
ausencia de penalidades implícitas en los impuestos progresivos 
y similares sería ahora indispensable para los países subdesarro­
llados. Bajo las condiciones presentes los resultados pueden ser 
totalmente opuestos: retiro de los activos acumulados hacia ca­
nales más ‘seguros’, ya sea a través de la fuga de capitales o de 
bienes raíces, y la incapacidad de los gobiernos para servir como 
agentes básicos del tipo de formación de capital indispensable 
para el crecimiento económico.

En América Latina se impuso la analogía simple, la regla his­
tórica elemental, que recuerda las etapas del crecimiento eco­
nómico de Rostow (1960). No se hicieron las adecuaciones a 
la teoría considerando que en el último cuarto del siglo xx los 
capitalistas están expuestos a mayores tentaciones de mercados 
que las que vivieron los sectores de altos ingresos de desarrollo 
originario estudiados por Kuznets. ¿Pereza mental o ideología?

c) Un estudio de Sundrum (1990) confirma las precaucio­
nes de Kuznets. El análisis detallado de la base empírica de 
las investigaciones que dieron validez a la hipótesis de la U
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invertida en las décadas de 1960 y 1970 lo llevó a concluir, en 
primer lugar, que se cometió el error metodológico de dina- 
mizar resultados de investigaciones sincrónicas; y en segundo 
lugar refiere una serie de estudios con datos temporales que 
ponen en duda la existencia de dicha relación (pp. 80-85). 
Después de realizar una revisión exhaustiva y detallada de la 
bibliografía sobre el tema concluye:

a) La desigualdad no es afectada por el nivel de crecimiento 
económico.

b) La desigualdad en la distribución del ingreso está influi­
da por factores más profundos que cambian con lentitud, a 
menos que haya revoluciones, por lo que tiende a mantenerse 
estable por largos períodos.

c) La relación entre ingreso per cápita y desigualdad que ob­
servaron los estudios realizados a partir de datos sincrónicos se 
debe a que en las décadas de 1960 y 1970 los países asiáticos 
tenían los niveles de desigualdad y de ingreso per cápita más 
bajos; los países de América Latina se caracterizaban por alta 
desigualdad e ingreso per cápita medio, y los países desarrolla­
dos tenían los más altos ingresos per cápita y alta concentra­
ción. Si se ponen los ingresos per cápita en el eje de las abscisas 
y la desigualdad, normalmente medida por el Indice de Gini, 
en el eje de las ordenadas, la línea en la gráfica asume la forma 
de U invertida (p. 86).

Estudios recientes basados en información de impuestos de 
más de 20 países plantean que la desigualdad en la distribu­
ción del ingreso tiende a reducirse en períodos de convulsiones 
económicas, crisis políticas y guerras, debido a que la parti­
cipación relativa de los ingresos del capital suele caer en esos 
casos (Piketty, 1995:1004-1042; Piketty, 2007:8-12).

La tesis del goteo conviene a los sistemas sociales autorita­
rios2 en la medida en que actúa como un bálsamo para los sec-

2 El uso político de la U invertida de Kuznets es una hoja de la tijera; la otra es 
la tesis de Huntington (1968) que sostiene que los países autoritarios crecen más 
rápidamente que los democráticos, en la medida que no distraen recursos para
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tores sociales sacrificados en las primeras etapas del proceso, 
especialmente los movimientos obreros mediatizados o repri­
midos, bálsamo que ayuda a dar legitimidad a los sacrificios 
en el presente ante la perspectiva de alcanzar mayor bienestar 
en el futuro.

La relectura de la vieja teoría de Simón Kuznets lleva a una 
interpretación diferente que amplía la validez de la hipótesis 
de la U invertida (unrisd, 2010; Galbraith, 2012). La rein­
terpretación destaca que dicha teoría describe el proceso de 
cambio estructural en un período específico del desarrollo 
económico de Estados Unidos, Reino Unido, gran parte de 
los países europeos y Japón. Este proceso fue seguido por va­
rios países pero no por todos, como el caso de los países mi­
neros en los que el papel central ha sido desempeñado por la 
industria extractiva, que suele tener un ingreso per cápita rela­
tivamente elevado trabajadores manuales con salarios bajos y 
un alto nivel de desigualdad, o el de las sociedades posindus­
triales dominadas por los servicios (tecnología y finanzas). El 
mensaje de la teoría de Kuznets no es que la curva en forma 
de U invertida deba ser seguida por todos los países y en todas 
las etapas históricas, sino que su esencia radica en la relación 
entre la desigualdad y la transición o cambio estructural.

Además, estos nuevos planteamientos prolongan la curva 
de Kuznets, señalando que las economías de ingresos más al­
tos presentan movimientos procíclicos porque el sector de ser­
vicios aumenta sus ingresos en tiempo de bonanza económica, 
o bien por las inversiones o a las exportaciones, y se contrae en 
épocas de crisis.

El planteamiento central de esta nueva perspectiva basada 
en la teoría de Kuznets sostiene que el cambio estructural en­

financiar la inversión. Przeworski etal. (2000) demostraron con una amplia base 
empírica la falsedad de esta relación, ya que si bien es cierto que los gobiernos 
autoritarios invierten más que los democráticos la eficacia de la inversión es más 
reducida de modo que, concluyen, no hay relación entre tipos de regímenes y 
crecimiento económico.
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vuelve al cambio continuo en la participación de la agricultu­
ra, la industria y los servicios, tanto en el producto como en 
los empleos; las condiciones de vida de la población dependen 
de la participación de los individuos, los grupos y las comu­
nidades en los diversos sectores, y el cambio estructural que 
mejora las oportunidades de empleo será más incluyente que 
aquel que las mantiene o las deteriora. Desde este punto de 
vista, la desigualdad en la distribución del ingreso y la pobreza 
son resultantes del cambio estructural. La propuesta medular 
que deriva de esta manera de entender y generalizar el modelo 
de Kuznets pone el acento en la política de empleo para lograr 
el crecimiento económico dinámico y sostenido.

El vuelco: La desigualdad es mala para el crecimiento

En la década de 1990, la democracia vuelve a América Latina, 
unos países primero, otros después. La alternancia en México 
tiene lugar a partir del año 2000, cuando el Partido Acción 
Nacional (pan) desplazó al Partido Revolucionario Institucio­
nal (pri) de la presidencia de la república.

La corriente de pensamiento económico que antes sostuvo 
que la desigualdad en la distribución del ingreso era “buena 
para el crecimiento económico”, ahora plantea que es “mala 
para el crecimiento económico”. De Ferranti etal. (2003:10-11), 
autores de un documento del Banco Mundial, no sólo con- 
cuerdan con la idea de que la equidad en la distribución del 
ingreso es “buena para el crecimiento económico”, sino que 
también develan los mecanismos que estarían explicando esa 
relación. Ellos sostienen:

Antes de iniciar un volumen completo sobre la desigualdad, con­
vendría detenerse y plantear la siguiente pregunta: ¿Por qué debe­
mos preocuparnos? La misión del Banco Mundial es ayudar a los 
países a eliminar la pobreza. Sin embargo, la pobreza y la desigual­
dad aunque son temas relacionados son diferentes. Por lo tanto, la 
pregunta de por qué el Banco Mundial debe preocuparse es válida
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y las respuestas clave son tres: a los pueblos y los gobiernos en el 
Banco Mundial les disgusta la desigualdad; dado un nivel de in­
greso, a mayor desigualdad mayor pobreza, aún más, mayor des­
igualdad significa una tasa más lenta de reducción de la pobreza, 
y el alto nivel de desigualdad reduce la propia tasa de crecimiento.

En esta cita, la tercera respuesta clave (“el alto nivel de des­
igualdad reduce la propia tasa de crecimiento”) sostiene que 
la relación entre desigualdad y crecimiento ahora es inversa y 
no directa como en el pasado. Los mecanismos que estarían 
detrás de esta correlación serían: a) los mercados imperfectos 
de créditos o de seguros, que impedirían que los ricos presten 
a los pobres, en cuyo caso la solución de mercado no sería la 
óptima, pues no se aprovecharían las mejores iniciativas de in­
versión y por tanto el producto alcanzado sería subóptimo, lo 
cual reforzaría la desigualdad porque las tasas de rentabilidad 
serían mayores para los ricos que para los pobres, y b) la con­
centración de la riqueza y del poder en manos de las élites da 
mayor libertad a éstas para elegir estrategias que les favorezcan 
(pp. 14-18 y 171-189).

En la misma línea argumental, Bourguignon plantea que se 
podría generar menor desigualdad en la distribución del in­
greso si se redistribuye el capital -incluido el capital humano- 
en favor de los pobres que suelen tener acceso restringido a los 
mercados de capitales por falta de garantías. Las buenas ideas 
de inversión surgidas en esos sectores sociales aumentarían la 
eficiencia de la inversión y por tanto el producto. El autor afir­
ma que demasiada desigualdad en una democracia lleva a más 
concentración y menos acumulación de capital, provocando 
además tensión social (Bourguignon, 2004:15). En este tono, 
un artículo del Center for Global Development, que somete a 
revisión crítica el Consenso de Washington, señala:

Altos niveles de desigualdad no sólo dificultan el crecimiento y 
la reducción de la pobreza sino pueden contribuir a disminuir 
el crecimiento, lo cual, a su vez, hace difícil reducir la desigual-
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dad. Instituciones y políticas en contextos con altas tasas de po­
breza y marcada concentración del ingreso pueden ser fuentes 
de ineficiencias y crecimiento exiguo. Bajo estas condiciones, el 
interjuego entre partidos políticos, organizaciones de negocios 
y uniones sindicales poderosas puede resultar en búsquedas de 
rentas y comportamiento monopólico que minen las ganancias 
del crecimiento, lo que quiere decir que las ganancias de las re­
formas son capturadas (Birdsall, de la Torre y Valencia, 2010:31).

En síntesis, el pensamiento económico ortodoxo plantea en 
la actualidad que la desigualdad es mala para el crecimiento, 
pues es un obstáculo al funcionamiento del libre mercado, es­
pecialmente del mercado financiero, pero abandona el campo 
propiamente económico e incursiona en el campo de la políti­
ca o, si se quiere, de la economía política.

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal): 
La distribución del ingreso en América Latina

Los primeros planteamientos de la cepal sobre las condicio­
nantes de la desigualdad en la distribución del ingreso se re­
montan a Prebisch (1949), quien en disputa con las teorías 
dualistas dominantes en aquella época (Lewis, 1960) sostuvo 
que el subdesarrollo era un modo de funcionamiento y no 
un simple atraso, lo que planteaba también una controversia 
con la teorías que suponían que el crecimiento seguía etapas 
férreamente necesarias, las cuales serían sistematizadas por 
Rostow (1960).

La tesis original combinaba el efecto negativo de la inelastici­
dad de la demanda de las materias primas sobre los términos del 
intercambio y las asimetrías de funcionamiento de los mercados 
laborales del centro y de la periferia (Ocampo y Parra, 2003). 
Dadas las condiciones de inserción de los países de América 
Latina en el mercado mundial, se generaban asimetrías estruc­
turales entre los sectores vinculados con las exportaciones y los
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vinculados con el mercado interno que devenían de la espe- 
cialización, en contraste con la homogeneidad estructural en 
los países centrales. La tendencia al deterioro de los términos 
del intercambio ponía límites al ahorro y a la inversión interna, 
mientras que la desigual distribución del progreso científico- 
técnico llevaba a que los países desarrollados se apropiaran de 
los aumentos en la productividad del trabajo.

El concepto heterogeneidad estructural alude a la disper­
sión del desarrollo tecnológico en las economías periféricas, 
lo que conlleva un amplio abanico de productividad del tra­
bajo y, por tanto, una desigual distribución del ingreso. Este 
argumento lleva a la conclusión de que, de persistir la espe- 
cialización productiva por la explotación de las ventajas com­
parativas, los países de América Latina caerán en una trampa 
de subdesarrollo con altos niveles de desigualdad económica.

Pinto (1970a, 1970b, 1971, 1973 y 1976), teniendo como 
referencia a América Latina y basado en las ideas de Prebisch, 
sostuvo que la heterogeneidad estructural se origina en los 
enclaves económicos. Los países de la región que mostraban 
un alto grado de especialización y que estaban orientados al 
mercado externo (explotaciones mineras y economía de plan­
tación) tendían a presentar mayor heterogeneidad estructural 
que las economías cuyos aparatos productivos estaban orien­
tados tanto al mercado interno como al externo. Además, en 
los países de América Latina donde había un Estado nacio­
nal más o menos independiente hubo mayores posibilidades 
de transferir el dinamismo del sector externo al interno y, en 
consecuencia, mitigar la tendencia hacia la mayor dispersión 
de los ingresos.

Hacia finales de la década de 1980, después de las fuertes 
recesiones económicas en la región, bajo el embate de las ideas 
que cristalizarán en el Consenso de Washington (Williamson, 
1990 y 2003) -que en esencia abogaban por el cambio de 
la orientación del modelo económico dominante en América 
Latina, consistente en liberar las fuerzas de los mercados y
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limitar la participación del Estado- Fajnzylber (1989) estudió 
las posibilidades de que los países de América Latina lograsen 
el desarrollo económico autosostenido a través de la industria­
lización bajo la conducción del Estado. Sostuvo que el proceso 
de cambio debía empezar con la transformación estructural 
del sector agrícola, ya que así se podría incorporar al campesi­
nado a las actividades económicas más productivas y a la vez 
modificar sus relaciones con la industria:

El análisis parte de la transformación de la estructura agraria, 
lo cual podría parecer extraño ya que el interés se centra en el 
sector industrial, la incorporación del progreso técnico y la parti­
cipación en el mercado internacional, pero la experiencia enseña 
que en muchos casos de industrialización la transformación es­
tructural del sector agrícola desempeñó un papel determinante 
(Gerchenkron, 1965). Las modalidades de esa transformación, así 
como los procesos sociales en que ella se integra, han sido muy 
variados, pero en todos los casos ha cumplido la función decisiva 
de incorporar al campesino a la sociedad moderna, de modificar 
las relaciones entre la agricultura y la industria y específicamente 
a aumentar el grado de equidad. La transformación estructural 
de la economía ha influido, de un modo significativo sobre el pa­
trón de distribución de los ingresos, y por tanto sobre los patrones 
de demanda, con que las distintas sociedades entraron en la etapa 
de gestación de sus estructuras industriales (p. 56).

En México, Hernández y Parás (1988) plantearon desde fi­
nales de la década de 1990 que la desigualdad es “mala para 
el crecimiento”. Basados en la matriz de insumo producto de 
la economía mexicana, mostraron que una redistribución del 
ingreso pro pobre no sólo disminuye la pobreza sino acelera el 
crecimiento económico. Hernández reeditó en 2008 el estudio 
con la matriz de insumo producto del año 2000, cubriendo así 
la etapa en que la mayor parte de las medidas del Consenso de 
Washington fueron aplicadas en México, incluida la apertura 
al comercio internacional, a diferencia del estudio previo que
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realizó cuando predominaba el modelo de desarrollo orienta­
do hacia el mercado interno. Concluyó que:

una redistribución del ingreso como la registrada en la econo­
mía mexicana a partir del año 2000 podría disparar un proceso 
gradual de mediano y largo plazos, en el cual se viese alterado 
marginalmente el vector de consumo final a favor de una estruc­
tura productiva más orientada a satisfacer los requerimientos de 
bienes y servicios de los hogares pobres, que a la vez genera un 
mayor nivel de empleo agropecuario, lo que en el margen podría 
acrecentar la demanda de mano de obra con poca y mediana 
calificación, y todo ello con menores requerimientos de capital 
fijo, lo cual puede incidir en un mejoramiento marginal en la 
tasa de crecimiento de la economía y en la propia distribución 
del ingreso. En el mediano plazo se tendrían efectos favorables 
sobre el crecimiento y la distribución del ingreso, en un “círculo 
virtuoso” que coadyuvaría con la política social a un abatimiento 
más significativo de la pobreza en México (p. 54).

Pareciera que hoy en día las diversas escuelas de pensa­
miento coinciden en que la desigualdad es “mala” para el cre­
cimiento económico. El apartado que sigue está dedicado a 
considerar la relación entre la desigualdad y la distribución de 
los activos y del poder.

El poder y la desigualdad

Jorge Graciarena, autor de la corriente de la cepal, sostenía 
en 1972 que debajo de la desigualdad en la distribución del 
ingreso subyace la estructura del poder, que si bien no es un 
factor determinante, sí es un condicionante que opera a través 
de los siguientes mecanismos: garantiza la reproducción de 
las relaciones de propiedad; actúa a través de la política social 
(educación, seguridad social, etcétera) y de la política econó­
mica (de gasto, inversión pública, etcétera), e incide en la ca­
pacidad de negociación de los grupos que controlan la oferta
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y demanda de bienes y servicios (Graciarena, 1972:203-204). 
Por otra parte, Fajnzilber (1989:62) apunta hacia las relaciones 
entre distribución del poder y del ingreso:

En ciertos países la élite rentista influye en algún grado en per­
juicio de la equidad, tanto directamente, por la concentración 
de la propiedad, como en forma difusa por la existencia de una 
institucionalidad y de políticas económicas que tienden a con­
solidar un sistema de distribución de los beneficios del progreso 
coherente con la distribución primitiva del poder. Una apertura 
radical del mercado interno podría poner en tela de juicio o ra­
cionalizar el sistema industrial rentista, pero si no se modifica la 
distribución primitiva del poder y éste se concentra, el retroceso 
industrial consiguiente hará que se acentúe la integración en el 
mercado internacional con base en los recursos naturales y del 
desarrollo de intermediación comercial y financiera.

En esta cita el autor explora la posibilidad de modificar la 
desigualdad económica mediante la reducción de la concentra­
ción de la propiedad, sin limitarse al capital humano, al capi­
tal social o a las restricciones de funcionamiento del mercado 
financiero.3 Su preocupación por las limitaciones que impone 
el poder a las políticas económicas (especialmente si el Estado 
debe promover la transformación estructural de la agricultura y 
jugar un papel central en estimular la industrialización) apunta 
hacia los vínculos entre los actores sociales que emergen de la 
heterogeneidad de las actividades productivas -élite económi­
ca- y su influencia o representación de sus intereses en las ins­
tancias decisorias del poder -élite política.

En la segunda parte de la cita, Fajnzylber hace un pronósti­
co de los peligros de la apertura comercial si no se modifica la 
estructura del poder, predicción que examinada con la perspec­
tiva del paso de los años resulta premonitoria.

3 Esto no significa que el autor no considere la necesidad de mano de obra 
capacitada y creativa; por el contrario, a lo largo de su texto enfatiza la necesidad 
de crear las condiciones para promover la innovación tecnológica.
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El pensamiento económico ortodoxo también ha puesto 
atención en las relaciones entre la concentración de la riqueza 
y el poder y sus vínculos con la desigualdad y el crecimiento 
económico. En efecto, Levyy Walton (2009:16) argumentan 
que las interacciones entre la desigual distribución de la rique­
za y del poder, por un lado, y las imperfecciones del mercado, 
por el otro, influyen en las políticas y el diseño de las insti­
tuciones. Los vínculos del poder (y su distribución) con las 
instituciones que estructuran las oportunidades, así como la 
elección de las políticas económicas, llevan a que los mercados 
no asignen los recursos en función de la eficacia sino de otros 
criterios, por ejemplo el mantenimiento del poder por quienes 
ya lo detentan en lugar de alcanzar el crecimiento económico 
sostenido con armonía social.

Esta línea argumental, aterrizada en el caso mexicano, con­
cluye que la distribución desigual del poder, expresada en la ri­
queza extrema y en el control operativo del sector empresarial, y 
además en los sindicatos heredados de la época del corporativis- 
mo, se ha constituido en una condicionante de la desigualdad y 
en obstáculo del desarrollo de México, impidiendo el diseño de 
políticas y el funcionamiento de las instituciones que pudieren le­
sionar sus intereses (Guerrero, López y Walton, 2009:112 y 152). 
Estos autores plantean la pregunta: ¿Cómo puede escapar Méxi­
co a la trampa de la desigualdad? Aunque no dan una respuesta 
puntual, sí delinean las características que deben satisfacer las 
medidas para emprender el camino que neutralice los efectos del 
poder sobre la eficiencia económica y la desigualdad en la dis­
tribución del ingreso. Según ellos se requiere que tales medidas:

a) sean políticamente factibles en el sentido de que sean con­
sistentes con el equilibrio político inicial;

b) sean diseñadas para tener resiliencia a la captura y promo­
ver el aumento de la competencia, y

c) ayuden a cambiar el sistema hacia un equilibrio político 
más equitativo que apoye el diseño de políticas más eficien­
tes, reduzca la influencia de la desigualdad y mueva a la so­
ciedad hacia afuera de la trampa de la desigualdad (p. 153).
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Las propuestas de los organismos internacionales y de la co­
rriente de pensamiento económico dominante para incidir en 
la distribución del capital financiero mediante la remoción de 
obstáculos a fin de que los sectores sociales con menos recur­
sos económicos tengan acceso al financiamiento, son consis­
tentes con las políticas arriba mencionadas. Se intenta corregir 
las imperfecciones del mercado de capitales mediante políticas 
educativas, de salud y de nutrición que aumenten el capital hu­
mano, siempre y cuando pueda hacerse uso de sus beneficios 
en caso de que existan puestos de trabajo en calidad y cantidad 
suficientes, pues en caso contrario tales acciones no incidirían 
en la desigualdad (Sorokin, 1937; Boudon, 1974), o bien in­
centivando la extensión y densificación del capital social. Si los 
beneficios de estas medidas no son capturados por los sectores 
sociales dominantes -condición de resiliencia- se llegaría pau­
latinamente a un equilibrio de poder consistente con menores 
niveles de desigualdad.

Aunque la terminología de estas propuestas sea distinta: “La 
concentración de la riqueza y del poder es un obstáculo al creci­
miento económico” (De Ferranti et al., 2003:14-18 y 171-189),

Los vínculos entre el poder (y su distribución), las instituciones 
que estructuran las oportunidades, así como la elección de las 
políticas económicas, llevan a que los mercados no asignen los 
recursos en función de la eficacia sino de otros criterios, como, 
por ejemplo, mantener el poder de los que ya lo detentan en lu­
gar de alcanzar el crecimiento económico sostenido con armonía 
social (Levy y Walton, 2009:16)

o que “el interjuego entre los partidos políticos, las organiza­
ciones de los negocios y uniones sindicales poderosas puede re­
sultar en búsquedas de rentas y comportamiento monopólico 
que minan las ganancias del crecimiento, lo que quiere decir 
que las ganancias de las reformas son capturadas” (Birdsall, de 
la Torre y Valencia, 2010:31). Todas estas posiciones señalan
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las determinantes políticas de la desigualdad y su relación con 
el crecimiento o con la tensión social (Bourguignon, 2004) 
que atentarían contra la estabilidad de la democracia.

Consideraciones finales

La prevalencia del consenso entre diversas corrientes del pen­
samiento económico sobre la relación virtuosa de menor des­
igualdad en la distribución del ingreso, mayor crecimiento y 
menor pobreza, así como sobre el papel de la distribución del 
poder en la desigualdad, lleva a preguntarse: ¿Por qué no se 
han adoptado las medidas de política pertinentes?

Un factor que debería tomarse en cuenta en el intento de 
responder a esta pregunta en México y en América Latina es 
que, en general, la desigualdad parece ser un fenómeno que se 
remonta al origen de nuestras sociedades (Tello, 2010:11-54) 
como parte de su naturaleza constitutiva. Si esto es así no debe 
extrañar la tolerancia a la desigualdad que nos caracteriza y que 
se expresa en una multitud de experiencias de la vida diaria.

Otro elemento a considerar es que incidir en la desigualdad 
de la distribución del ingreso implica actuar sobre las relacio­
nes sociales, a diferencia de la pobreza, que se puede abatir por 
puro crecimiento económico, ya que sus cambios sincrónicos 
entrañan pérdidas para unos y ganancias para otros. Mayores 
niveles de concentración, es decir, mayor apropiación del pro­
ducto por los más ricos es consistente con la distribución del 
poder político y económico, por lo que no crea conflictos con 
la clase dominante, pero las disminuciones de la desigualdad 
por redistribución a favor de los pobres sí los crean porque le­
sionan los intereses de corto plazo de los sectores económicos 
más acomodados.

Para emprender las reformas necesarias y entrar al círculo 
virtuoso de menos desigualdad, más crecimiento y menos po­
breza, es necesario tomar conciencia de que “sin la legitimidad 
y solidez política que ofrecen los acuerdos entre los diversos
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actores, las reformas propuestas corren el riesgo de quedar 
confinadas en el cajón sellado del voluntarismo y las buenas 
intenciones” (cepal, 2010:255).

Es necesario avanzar en la construcción de un pacto social 
en que las voluntades deben “proponer y rearticular un Estado 
activo en la orientación del desarrollo, en la asignación de los 
recursos y en cumplir con las funciones de regulación, en el 
marco de nuevas relaciones con la sociedad, el sistema de re­
presentación y la base de constitución de los actores sociales, o 
si se quiere, la sociedad civil” (cepal, 2010:260). La siguiente 
cita expresa elocuentemente las relaciones entre la economía y 
la política en general, y el crecimiento del ingreso y su distri­
bución en particular:

Las fallas en la política y en la economía están relacionadas. Un 
sistema político que amplifica la voz de los ricos proporciona 
amplias oportunidades para leyes y regulaciones, y la adminis­
tración de ellas, para que sean diseñadas de modo que no sólo no 
protejan a los ciudadanos contra los ricos sino también enrique­
cer más a los ricos a expensas del resto de la sociedad.
Esto me trae a la tesis central de este libro: mientras haya fuerzas 
económicas en juego, la política moldea a los mercados, y los 
moldea de forma tal que le da ventajas a la cúspide a costa del 
resto. Cualquier sistema económico tiene reglas y regulaciones y 
debe operar dentro de un marco legal. Hay muchos marcos lega­
les diferentes y cada uno de ellos tiene consecuencias para la dis­
tribución, así como para el crecimiento, eficiencia y estabilidad. 
La élite económica ha empujado en favor de un marco que le 
beneficia a expensas del resto, pero es un sistema económico 
que no es eficiente ni justo. Explico cómo nuestra desigualdad 
está reflejada en cada decisión importante que tomamos como 
nación, desde nuestro presupuesto a nuestra política monetaria, 
aún en nuestro sistema de justicia, y muestro cómo estas decisio­
nes ayudan a perpetuar y exacerbar esta desigualdad.
Puesto un sistema político que es tan sensitivo a los intereses 
monetarios, la desigualdad creciente lleva a un desbalance en el
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poder político, a un nexo vicioso entre la economía y la políti­
ca. Y las dos juntas forman y son formadas por fuerzas sociales 
(costumbres sociales e instituciones) que ayudan a reforzar esta 
desigualdad creciente (Stiglitz, 2012:19-20).
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POBREZA, CRECIMIENTO
Y DISTRIBUCIÓN
DEL INGRESO EN MÉXICO

Henio Millán Valenzuela

Una mirada panorámica a las cifras de la pobreza en México 
devuelve de forma inmediata una imagen que no deja de sor­
prendernos: la lentitud con la que esas cifras descienden en las 
fases expansivas del ciclo económico y la notable propensión a 
abultarse desmedidamente en las contracciones. No es difícil 
deducir que tras la parsimonia que exhiben los avances -cuan­
do los hay- se esconde el bajo crecimiento que, desde la mitad 
de la década de 1980, caracteriza el comportamiento de largo 
plazo de la economía mexicana. Sin embargo, el creciente con­
senso en torno de la importancia que exhibe la desigualdad 
social en la evolución de la pobreza hace indispensable inte­
grarla al análisis no sólo para entender su comportamiento de 
forma más cabal sino también para derivar estrategias de polí­
tica pública. Si el crecimiento económico fuera suficiente para 
abatir sus niveles, una política económica destinada a impulsar 
la inversión, tanto privada como pública, así como a mantener 
los fundamentales macroeconómicos en orden, bastaría para 
abrigar expectativas razonables de que la combinación de cre­
cimiento y estabilidad se encargaría de reducir la pobreza en 
forma rápida y sostenida. El supuesto que subyace a esta visión 
consiste en la asunción de que la distribución del ingreso se 
mantiene constante en el proceso o que mejora después de una
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fase regresiva; es decir, que en algún momento el crecimien­
to económico y el patrón distributivo trabajarán juntos en el 
mismo sentido para abatir la pobreza. En cambio, cuando la 
igualdad social y el crecimiento acusan pautas de conducta di­
vergentes, por no decir contradictorias, el combate a la pobreza 
se vuelve más complejo y demanda una combinación adecuada 
de políticas distributivas y de fomento económico. Identificar 
una y otra situación deviene tarea ineludible; desplegarla para 
el caso de México es el primer objetivo de este capítulo.

Pero no basta esclarecer el carácter conflictivo o cooperati­
vo entre crecimiento y distribución del ingreso para entender 
la evolución de la pobreza; también conviene contar con me­
didas que precisen la contribución de cada una de estas dos 
dimensiones en las variaciones que la pobreza experimenta 
en el curso del ciclo económico, porque de tal estimación 
pueden desprenderse estrategias que enfaticen uno de los dos 
aspectos, en caso de que la política pública encare dilemas 
que obliguen a optar por uno de ellos. Aunque cada vez hay 
mayor disposición a aceptar que una mejor distribución del 
ingreso ayuda a un crecimiento más alto y sostenido, esta re­
lación tiende a prevalecer en el largo plazo; en el corto plazo 
las cosas no resultan tan claras por los resultados inciertos 
que pueden arrojar las reacciones políticas de los poderes fác- 
ticos cuando defienden sus privilegios ante políticas redis­
tributivas. Así lo demostró, por ejemplo, la retracción de la 
inversión privada ante los intentos del gobierno de Luis Eche­
verría de responder con una mejor distribución del ingreso al 
incipiente agotamiento del modelo sustitutivo de importacio­
nes (Millán, 1998).

De acuerdo con lo anterior, el segundo objetivo de estas 
líneas es medir la contribución del crecimiento económico 
y de la distribución a las variaciones de la pobreza. Para ello 
se cuenta con el instrumento “descomposición de la pobre­
za”, cuya idea es que cualquier alteración de sus indicadores 
obedece a un cambio en el nivel de actividad económica y/o
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en la distribución del ingreso. A la primera causa se le cono­
ce como “efecto o componente crecimiento” y a la segunda 
como “efecto o componente distribución” (Datt y Ravallion, 
1992). La razón de esta relación es simple: si la pobreza es 
medida unidimensionalmente, cualquier cambio que experi­
mente será resultado de mutación en los ingresos de quienes 
la padecen, y ésta sólo puede provenir de la redistribución del 
ingreso y/o de las perturbaciones en el crecimiento económi­
co (Bourguignon, 2004; Cortés, 2010; Mahmoudi, 2001). 
No existe otro mecanismo.

Con excepción de la descomposición elaborada por el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Cone- 
val), citada por Cortés (2010:84), no conozco una estimación 
similar para México. Sin embargo, tal ejercicio se basa en 
la metodología propuesta por Datt y Ravallion, que ha sido 
objeto de una robusta batería de críticas por la gama de am­
bigüedades que la rodean.

La fuente de ambigüedades reside, en primer lugar, en que 
la descomposición operada por Datt y Ravallion no es exacta: 
siempre va acompañada de un residuo, mientras la intuición 
advierte que no existe cambio en la pobreza que no provenga 
del crecimiento o de la redistribución del ingreso. El residuo 
no explicado puede ser lo suficientemente grande para sobre 
o subestimar el efecto de alguno de estos ingredientes y, sobre 
todo, para dejar una amplia zona de nubosidad tras el ejerci­
cio de descomposición.

Con excepción del período 2000-2006, la estimación del 
Coneval (cuadro 1) arroja un residuo consistentemente ma­
yor que el impacto distributivo, incluido el lapso en que ocu­
rre la crisis de mediados de 1990. Aún más, en este lapso la 
distribución del ingreso y el crecimiento del ingreso cooperan 
para abatir la incidencia de la pobreza, mientras que el resi­
duo opera como fuerza contraria. Es difícil precisar cuál es el 
significado de este resultado.
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Cuadro 1. Descomposición del cambio en la incidencia de la pobreza: 
Efectos ingreso y distribución (porcentajes)

Años y líneas de pobreza

Incidencia 
de la 

pobreza 
año 0

Incidencia 
de la 

pobreza 
año 1

Variación de 
la incidencia 

de la 
pobreza entre 
los años 0 y 1

Componente Componente 
de ingreso distribución Residuo

1992-1994

Pobreza alimentaria 21.38 21.17 -0.21 -1.28 0.83 0.25

Pobreza de capacidades 29.66 29.95 0.29 -2.49 1.15 1.63

Pobreza de patrimonio 53.09 52.38 -0.72 -2.44 0.3 1.42

1994-1996

Pobreza alimentaria 21.17 37.39 16.21 18.76 2.72 -5.26

Pobreza de capacidades 29.95 46.86 16.91 19.12 1.83 -4.03

Pobreza de patrimonio 52.38 69 16.63 17.45 1.96 -2.78

1996-2000

Pobreza alimentaria 37.39 24.13 -13.26 -15.24 -2.39 4.37

Pobreza de capacidades 46.86 31.75 -15.11 -16.87 -3.44 5.2

Pobreza de patrimonio 69 53.61 -15.4 -16.52 -2.58 3.7

2000-2006

Pobreza alimentaria 24.13 13.77 -10.37 -5.11 -6.22 0.96

Pobreza de capacidades 31.75 20.66 -11.09 -5.59 -6.39 0.89

Pobreza de patrimonio 53.61 42.62 -10.98 -6.89 -4.19 0.09

Fuente: Estimaciones del Coneval con base en las enigh 1992, 1994, 1996, 2000 y 2006,
citado por Cortés (2010). Referencia: Datt y Ravallion (1992).

En segundo término, la descomposición de Datt y Rava­
llion no es simétrica; los resultados divergen según se utilice 
como referente el año inicial o el final (Kakwani, 1997; Mah- 
moudi, 2001; López Boo, 2006). Mahmoudi (2001:4) advier­
te que los datos de Datt y Ravallion arrojan un componente 
distributivo de -1.95 cuando la estimación se basa en el año 
inicial. Pero si el mismo cálculo se basa en el último año el 
resultado es -0.54.
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En tercer lugar, el método de Datt y Ravallion opera sobre 
la constancia o la variación de toda la distribución del ingre­
so familiar al estimar el efecto crecimiento o el componente 
distributivo. En este último caso el método debería arrojar 
una asociación consistente y unívoca entre este último efecto 
y las variaciones del coeficiente de Gini, de tal forma que una 
mayor equidad se exprese en una reducción de la pobreza, 
y una más inequitativa en un alivio. Sin embargo, como se 
muestra en la estimación del Coneval, el procedimiento no 
siempre produce este resultado: en el lapso 1994-1996, años 
de una de las crisis más virulentas de México, el componente 
distributivo aparece como impulsor de la pobreza, a pesar de 
que el coeficiente de Gini exhibe una clara mejoría (gráfica 3). 
En el siguiente lapso, 1996-2000, sucede lo contrario: el Gini 
aumenta, mientras aquel exhibe a la distribución del ingreso 
como un reductor de la incidencia de la pobreza. Este resul­
tado suscita dudas razonables sobre si es adecuado usar toda 
la distribución del impacto de esta variable cuando se calcula 
este efecto y, en general, si los contrafactuales a los que se re­
curre para estimar uno y otro componente son los apropiados.

El tercer objetivo de estas líneas es suministrar un método 
alternativo de desagregación de la pobreza que no incurra en 
estos problemas. Su principal ventaja reside en ser una técnica 
no estocástica, basada en un simple procedimiento algebraico 
que arroja una estimación exacta y simétrica y que, por tanto, 
elimina el residuo de Datt y Ravallion.

Otra ventaja es que no recurre a soluciones fincadas en 
métodos controvertidos para resolver los problemas de ine­
xactitud o asimetría. A partir del texto de Kakwani (1997) 
proliferaron estimaciones que corrigen estas fallas con base en 
promedios interanuales de los efectos crecimiento y distribu­
ción (Mahmoudi, 2001; Bourguignon, 2004). La primera ver­
sión de este método fue señalada como arbitraria por Datt y 
Ravallion, pero a pesar de ello ha sido utilizada ampliamente. 
La arbitrariedad no ha sido explicitada, pero es fácil deducirla:
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la técnica de los promedios no está ligada a la definición de 
los componentes ni obedece a una articulación lógica con la 
naturaleza de la descomposición.

Por otro lado, no han faltado los ejercicios basados en el su­
puesto de homogeneidad de grado uno de la función (inversa) 
de distribución (la curva de Lorenz). Así lo ejemplifican los 
textos de Kakwani (1997) y de López-Boo (2006); de esta ma­
nera se salva el escollo asociado a la débil articulación lógica, 
y el resultado fincado en “promedios” emerge como corolario 
del supuesto. Sin embargo, éste no deja de representar una 
invocación algo forzada y, en el mejor de los casos, un expe­
diente aplicable a un número de casos muy limitado.

Adicionalmente, la asunción de homogeneidad en primer 
grado implica especificar a priori la función de desigualdad. 
Según Maasoumi y Mahmoudi (2001:13), la verdadera fuente 
del residuo de Datt y Ravallion no reside en la elección del año 
de referencia, sino en las especificaciones escogidas para reali­
zar las estimaciones de Brasil e India1. Para ellos, un método 
de descomposición atinado debería construirse y operarse con 
independencia del tipo de especificación asumida para la cur­
va de Lorenz. Es difícil argumentar a favor o en contra de esta 
opinión y, sobre todo, extenderla al supuesto de homogenei­
dad, pero parece razonable, al menos por un motivo: siempre 
será mejor una estimación con menores supuestos.

El método aquí propuesto elude este tipo de soluciones por­
que no necesita promedios, ni especificar la función de dis­
tribución en un sentido determinado, aunque desmerece en 
otros aspectos. El más sobresaliente es que sólo es aplicable 
a un indicador de la pobreza: la incidencia. Tanto el proce­
dimiento de Datt y Ravallion como el de promedios pueden 
desplegarse a cualquier medida descomponible de la pobreza, 
señaladamente a las tres de la familia Foster, Greer y Thor- 
becke (1984). Mi propuesta metodológica no llega a tanto; al 
menos, no sin arriesgar otra de sus ventajas: la simplicidad.

1 Datt y Ravallion especifican la función de la curva de Lorenz de dos formas: 
el modelo beta de Kakwani (1980) y la cuadrática general de Villaseñor y Arnold 
(1989), citados por Datt y Ravallion (1992:280).
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El capítulo se divide en tres secciones. En la primera se abor­
da la descomposición de la incidencia de la pobreza mediante 
el método alternativo arriba indicado; en la segunda se estima 
la descomposición de la pobreza patrimonial2 en México en 
el lapso 1992-2010; en la tercera se presenta las conclusiones.

El método de descomposición de la pobreza

El método de descomposición de la incidencia de la pobreza 
(headcount) aquí utilizado se basa en dos componentes que, 
en principio, deben agotar los cambios en este indicador: el 
efecto crecimiento (o efecto ingreso) y el efecto redistribución. 
Se ha tratado de que ambos componentes cumplan con sus 
definiciones más usuales y que al mismo tiempo satisfagan dos 
condiciones: a) que deriven del concepto asociado a la medi­
ción de la pobreza (la incidencia) en virtud de que los ejercicios 
ya comentados proceden al revés: parten de los componentes 
y buscan integrarlos después en una variación del indicador 
seleccionado para calcular la pobreza, y b) que no se confunda 
la definición conceptual con la operativa, es decir, el concepto 
con la metodología para medirlo.

El componente crecimiento consiste en la variación de una 
medida de la pobreza atribuible exclusivamente al crecimiento 
del ingreso medio de la población per cápita; el componente 
redistributivo, por su parte, es el cambio en esa medida que 
obedece, también exclusivamente, a cambios en la distribución 
del ingreso. Hasta aquí no parece haber desacuerdo; sin em­
bargo, la mayoría de los autores traduce esta definición en un 
método de cálculo que implica siempre el uso de un contrafac­
tual: el ingreso medio o toda la distribución del ingreso, que se 
mantiene constante según se calcule el efecto distributivo o el 
del crecimiento. Así lo proponen Datt y Ravallion (1992:277), 
Kakwani (1997:3) y Bourguignon (2004:3). Pero esta no es una 
definición de los componentes, sino del método para estimarlos,

2 La pobreza patrimonial es el resultado de aplicar una línea de pobreza, esta­
blecida oficialmente por el Coneval, para las personas y hogares cuyo ingreso no 
es suficiente para cubrir los gastos alimentarios, educativos y de salud, así como 
de transporte, vivienda y vestido.
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lo que equivale a confundir el concepto de productividad mar­
ginal con la derivada que normalmente se usa para calcularla, 
cuando ésta debe ser un corolario, no una premisa del concepto. 
Por otro lado -y esto es lo importante para nuestro argumen­
to-, aunque los contrafactuales son indispensables para aislar 
la influencia de cada componente, conviene preguntarse si los 
seleccionados son los idóneos para medir tal influencia no sólo 
en forma coherente sino también exacta.

El contrafactual del componente crecimiento de los métodos 
anteriores capta adecuadamente el impacto del cambio en el in­
greso medio sobre la pobreza, pues impide que una variación de 
esta última sea vinculada a transferencia de ingresos entre los 
deciles de la distribución. Ello implicaría que cuando le toca el 
turno al ingrediente distributivo, varíe lo que antes se mantuvo 
constante: toda la función de distribución del ingreso. Esta es la 
mecánica que deriva de aquellos métodos, pero diluye la idea in­
tuitiva original: que la redistribución puede afectar a la pobreza 
sólo si los pobres reciben menos o más ingresos, producto de una 
transferencia hacia o desde los definidos como no pobres, pues­
to el nivel de ingreso medio. Un traspaso del decil más rico a 
cualquier otro que no sea pobre alterará toda la distribución del 
ingreso y el coeficiente de Gini, pero no los niveles de pobreza.

Por ello, la variación en la distribución del ingreso debe 
centrarse en la prevaleciente entre pobres y no pobres, lo que 
requiere sustituir tanto el contrafactual del componente creci­
miento como el ingrediente de la distribución.

La incidencia de la pobreza y la distribución 
del ingreso entre pobres y no pobres

La incidencia de la pobreza I es enunciada como la proporción 
de la población que se encuentra en esta condición:

N (1)
donde P denota la cantidad de pobres y N la población.
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Si se hace que Y represente el total del ingreso nacional que 
queda en poder de las familias, éste puede dividirse entre el 
recibido por el conjunto de pobres Yp y el recibido por el grupo 
de no pobres Y :a np

Y=Y + Lp np

La distribución del ingreso entre ambos núcleos de pobla­
ción se expresa de la siguiente manera:

Y Y
-¿ + -^- = 1

Y Y
y la participación de los pobres en el ingreso nacional asume 
la siguiente expresión:

Y Y
p _ i____ "P

Y Y (2)

Introduzcamos ahora el ingreso medio nacional X y el in­
greso medio de los pobres W.

x = —
N (3)

Y 
W = ^- 

P (4)

Por tanto,

Yp = WP (5)

sustituyendo en (2)

Y Y (6)

pero de (3), tenemos que

Y= XN
sustituyendo en (6)
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XN Y
La incidencia de la pobreza es definida por (1) como la pro­

porción de pobres en la población. Entonces

WP _W f
XN~ X

de esta forma se puede vincular el nivel de la incidencia con la 
distribución del ingreso entre pobres y no pobres:

X Y (7)

1 =
(8)

sustituyendo en el primer argumento del miembro derecho de 
esta ecuación por (2), esta expresión se transforma en

Y
p

Y
7 =

(9)

La incidencia de la pobreza es expresada en función de la 
participación de todos los pobres en el ingreso nacional y 
la relación entre el ingreso medio nacional y el ingreso medio 
de los pobres, (£]. Como se puede apreciar:

1) Dada la proporción del ingreso de los pobres en el in­
greso total, la incidencia aumenta cuando crece la rela­
ción entre el ingreso medio nacional y la remuneración 
media de los pobres. Vale decir, cuando el ingreso per 
cápita del conjunto nacional crece más que proporcio-
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nalmente que el ingreso per cápita de los pobres, y dis­
minuye cuando la relación baja.

2) Dada la relación entre el ingreso medio nacional y el 
ingreso medio de los pobres, la incidencia de la pobreza 
aumenta cuando crece la participación de los pobres en 
el ingreso nacional, y disminuye cuando ésta desciende.

Estas dos proposiciones necesitan aclararse para evitar 
confusiones; comienzo con la segunda. La participación del 
ingreso de los pobres en el ingreso nacional (en adelante par­
ticipación) tiene dos componentes. Uno es el poblacional,3 

D el otro el estrictamente distributivo: —x

NX X (10)

Si la relación entre el ingreso medio de los pobres y el in­
greso medio nacional (en adelante relación) se mantiene cons­
tante, su inverso también lo hace. Entonces, en este caso, una 
disminución (aumento) en la proporción no refleja otra cosa 
que la disminución (aumento) de la cantidad de pobres en 
relación con la población total, es decir, la constancia de y , 
combinada con cambios en la participación, exhibe las varia­
ciones poblacionales en el nivel de pobreza. Así, cuando esta 
proporción disminuye en presencia de una dada, el núme­
ro de pobres desciende en relación con la población, es decir, 
la incidencia declina.

¿De dónde proviene esta declinación (aumento)? Del creci­
miento económico y sólo de él.4 La constancia de la relación 
sólo puede darse en dos escenarios: a) cuando los ingresos per 
cápita de los pobres y de toda la población varían en un mismo

3 Por componente poblacional me refiero a la población de pobres. Lo distingo 
del demográfico para marcar una diferencia con cambios en la población total.

4 Por supuesto, también puede provenir de un cambio demográfico en el que 
la población total varíe más que proporcionalmente que la población pobre por 
motivos estrictamente relacionados con la fertilidad y la mortalidad de ambos nú­
cleos. Omito este efecto porque es poco probable y porque oscurecería el análisis.
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sentido y a una misma tasa, es decir, de forma proporcional, o 
b) cuando ambos permanecen inalterados.

En el primer caso, el ingreso medio de los pobres ha aumen­
tado o disminuido; la mejoría se ha traducido en que un grupo 
determinado de este sector ha salido de la condición de po­
breza. En el segundo, el número de pobres ha crecido porque 
fue engrosado por personas clasificadas como no pobres antes 
de que el crecimiento económico registrara tasas negativas y, 
por tanto, antes de que disminuyeran los ingresos medios. El 
segundo escenario implica que no se han registrado cambios 
distributivos ni efectos del crecimiento, es decir, es incompati­
ble con cualquier variación en la incidencia.

Por tanto, la segunda proposición refleja los cambios en la 
incidencia de la pobreza que pueden ser atribuidos al creci­
miento económico exclusivamente, es decir, es la fuente del 
componente crecimiento de la descomposición de la pobre­
za, medida por su incidencia. De otra forma, si la relación es 
constante, cualquier variación en la participación muestra el 
efecto poblacional provocado por el crecimiento económico.

Ahora es más fácil comprender la primera proposición. La 
combinación de una participación constante con una variación 
en la relación de ingresos medios ocasiona que los cambios en 
la incidencia sólo puedan ser atribuidos a una redistribución 
del ingreso entre pobres y no pobres. Más precisamente, que 
todos los cambios distributivos a favor o en contra de los po­
bres se traducen en una reducción (o aumento) proporcional 
exactamente igual en la incidencia. De la ecuación (10),

Y
p

Y X
W (10.1)

Aplicando logaritmos y diferenciando, se obtiene que las 
tasas de cambio de la incidencia y de la relación se igualan 
cuando la participación de los pobres es constante:
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Entonces, las variaciones en la relación son la fuente del 
componente redistributivo de la descomposición de la inci­
dencia de la pobreza.

Como se puede apreciar, la descomposición no necesita una 
distribución del ingreso fincada en cuantiles, por lo que tampo­
co necesita una curva de Lorenz; sólo es necesario distribuir el 
ingreso total entre pobres y no pobres, lo que conducirá a una es­
timación exacta, como se examina en líneas posteriores, porque 
se basa en otros contrafactuales: la relación en el caso del compo­
nente crecimiento, y la participación en el del efecto distributivo.

Otra ventaja es que la descomposición puede efectuarse con 
base en una función lineal de la incidencia. En las anteriores, 
este indicador y las medidas subsecuentes de la familia Foster, 
Greer y Thorbecke son funciones no lineales, en la medida en 
que los hacen depender de la media del ingreso, del umbral de 
la pobreza y de la curva de Lorenz, la cual no es lineal (Bour- 
guignon, 2004; Kakwani, 1997; Datt y Ravallion, 1992; Ma- 
hmoudi, 2001). La ecuación (9) puede graficarse como sigue:
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Gráfica 1. Relación entre incidencia y 
distribución del ingreso pro o antipobre

En la gráfica 1, la incidencia depende de la relación. El 
exponente de esta variable es uno y la función es lineal; la 
pendiente de la recta es la participación. Por tratarse de una 
recta, ésta se mantiene constante a medida que se registran 
cambios a lo largo de la curva, es decir, a medida que la inci­
dencia de la pobreza varía exclusivamente por alteraciones en 
la relación (¡y). Por tal razón, estos cambios reflejarán el efecto 
redistributivo de la composición: una reducción de la relación 
de [£) a implica que el ingreso se redistribuye a favor de 
los pobres y que la incidencia se abate de Io a I, mientras que 
un movimiento contrario la eleva.

Por otro lado, un cambio en la participación ocasiona el 
cambio de pendiente y, por tanto, el salto hacia otra recta, es 
decir, a otra relación lineal entre la incidencia y su variable
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independiente (£). Para un valor dado de esta última, la va­
riación de la pendiente implica que un cambio poblacional ha 
operado en el contingente de pobres, que puede significar una
reducción porque un grupo de personas sale de la condición 
de pobreza; o un aumento porque el contingente es aumenta­
do por nuevos integrantes provenientes del núcleo anterior de 
no pobres. En el primer caso, la pendiente pasa de [f ] a [f ]; 
en el segundo, el movimiento es inverso. Por tanto, las varia­
ciones en la pendiente reflejarán el componente crecimiento 
de la descomposición.

Por último, los saltos en la pendiente tienen un límite: la 
recta de 45°, donde asume el valor de 1, que significa que 
todo el ingreso nacional se destina a los pobres. Por tanto, la 
pendiente de la función (9) siempre será inferior a la unidad.

El cálculo del componente crecimiento 
y del componente redistribución

La gráfica 1 aporta elementos suficientes para estimar los dos 
componentes de la descomposición de la incidencia de la po­
breza. Para simplificar la exposición, se muestra que:

X
(11)

(12)

Así, la gráfica 1 puede ser expresada con estas nuevas y más 
sencillas variables y ser aprovechada para estimar ambos efec­
tos. El ejercicio se aplica a la fase expansiva del ciclo, pero 
el procedimiento es similar para la fase recesiva, aunque en 
sentido contrario.
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Gráfica 2. Descomposición de la incidencia de la pobreza en efecto 
crecimiento y efecto distribución: fase expansiva del ciclo

En el período inicial, la vinculación entre la incidencia de la 
pobreza y la relación está dada por la recta I = /^y. El punto 
(/0;/0) indica el nivel de incidencia que corresponde a los 
valores iniciales de la relación y a la participación. Suponga­
mos que el ciclo económico entra en fase expansiva, de tal 
forma que se produce un efecto combinado de crecimiento 
y redistribución hacia los pobres que termina en el punto 
(/,, fi), considerado el resultado en el período final. Si se si­
gue el argumento de la sección anterior, el efecto crecimien­
to “puro” habría demandado un cambio en la pendiente de 
la recta original y, por tanto, el “salto” a otra función lineal, 
que puede ser expresada como I = fifi/. La nueva pendiente 
es menor que la inicial porque el crecimiento ocasiona que 
un determinado número de personas salga de la condición de 
pobreza. Para una misma relación disminuye la participación 
de este último núcleo en el ingreso total, que es precisamente
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lo que expresa la reducción de la pendiente. De esta forma, la 
recta I - da cuenta del período final.

En la gráfica 2 se puede apreciar que el efecto total sobre la 
incidencia es I -I . En él se combinan el efecto crecimiento y 
el efecto redistributivo. Este último está asociado a un movi­
miento a lo largo de la recta en la medida en que la declinación 
de la incidencia refleja cabalmente disminución de / cuando 
la pendiente se mantiene constante. De aquí puede despren­
derse fácilmente la estimación de ambos componentes.

a) El componente crecimiento
El componente crecimiento es la variación en la incidencia 

de la pobreza atribuible en forma exclusiva al cambio en el 
ingreso medio total. Desde una definición operacional, aso­
ciada al método propuesto, consiste en la variación de la inci­
dencia de la pobreza cuando varía la participación del ingreso 
del conjunto pobres en el ingreso familiar total y se mantiene 
constante la relación entre el ingreso per cápita de los pobres y 
el ingreso promedio familiar de toda la población, que funge 
como contrafactual.

En la gráfica 2 es la diferencia I2-IQ, que es una parte del 
efecto total, Ij-Iq- Se expresa como:

EC = Z2-Z0 = yo(ft-/Ú (13)

donde EC es el efecto crecimiento. Este efecto consiste en la 
variación de la “participación” evaluada en la “relación” ini­
cial, es decir, no es necesario mantener constante toda la fun­
ción de distribución del ingreso para estimar el componente 
crecimiento, como suelen hacerlo las otras descomposiciones. 
Lo único que se requiere es considerar inalterada la “relación”. 
De otra forma, preguntarse cómo habría cambiado la inciden­
cia si el crecimiento económico fuera neutral entre pobres y 
no pobres. Esto también implica un contrafactual, pero éste 
es más sencillo y más preciso.
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b) El componente redistribución
El efecto redistribución (ED) es la variación de la inciden­

cia de la pobreza que puede ser atribuida exclusivamente a un 
cambio en la distribución del ingreso. Como se ha explicado, 
éste corresponde a un movimiento a lo largo de la recta de 
incidencia, porque una pendiente inalterada implica que las 
variaciones en este indicador reflejan cabalmente los cambios 
en la relación de ingresos. La gráfica 2 lo expresa como la dife­
rencia I -I , que también integra el efecto total. Esto se expresa 
por la siguiente ecuación:

(14)

Como se puede apreciar, el componente redistributivo es 
igual al cambio en la relación, evaluado en el período final. 
La construcción de esta estimación es similar a otras previas: 
el contrafactual es el crecimiento cuando el nuevo ingreso 
que trae consigo se reparte de forma distinta (Bourguignon, 
2004:7; Mahmoudi, 2001:7). Difiere en que especifica de ma­
nera más clara si la redistribución de ese nuevo ingreso tiene 
un sesgo pro o antipobre. Más precisamente, el contrafactual 
consiste en preguntarse qué habría pasado con la incidencia 
de la pobreza si el nuevo ingreso se hubiera repartido privi­
legiadamente a favor o en contra de los pobres. La diferencia 
entre este nivel hipotético de la pobreza y el verdaderamente 
registrado es el componente distributivo.

c) El efecto total
¿Agotan los componentes crecimiento y distributivo el cam­

bio total en la incidencia en el período? La gráfica 2 indica que 
así es, que el cambio total en la incidencia es I -I .

A/ = /,-/o = A/1-A/o (15)
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Si el efecto crecimiento y el efecto distribución se suman 
por separado se tiene que:

EC + ED = Zo (ft -/},) + (r, - ra) = fty, -

Por tanto

/\I = EC + ED (16)

Esto significa que ambos efectos agotan el cambio en la 
incidencia. El residuo desaparece.

El ejercicio anterior ha sido hecho para un contexto de fase 
expansiva del ciclo. Cuando ésta termina y la economía en­
tra en fase recesiva, el procedimiento no se modifica. La di­
ferencia más importante es que la pendiente de la recta de 
incidencia aumenta en vez de disminuir. Ello implica que la 
participación de los pobres en el ingreso total crece porque, 
en promedio, ninguna persona sale del contingente previo de 
pobres, mientras éste se engrosa con quienes no estaban en 
tal condición antes de la crisis y fueron arrastrados por ella a 
la pobreza. Como ya se ha apuntado, la mayor participación 
de los pobres en el ingreso total refleja lo que se ha llamado 
efecto poblacional en el núcleo de pobres.

Pobreza, crecimiento y distribución en México

Mientras no experimentó fuertes sacudidas, México registró 
una tendencia declinante de la incidencia de la pobreza y, 
en términos generales, una mejora en la distribución del in­
greso. Pero con el alza de precios de los alimentos y la crisis 
de 2009 la pobreza repuntó a altos niveles, lo que se tradujo 
en pérdida de avances de más de una década. La gráfica 3 
sintetiza esta evolución.
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Gráfica 3. Evolución del ingreso medio mensual, 
el índice de Gini e incidencia de la pobreza

Fuente: Elaboración propia con datos del Inegi, ENIGH (1992-2010)/Coneval (sin fecha).

Los hechos destacables son los siguientes: a) en las crisis 
suele operar un mecanismo redistributivo que provoca ma­
yor equidad por empobrecimiento; b) en las recuperaciones 
este mecanismo se revierte y la desigualdad crece; c) cuando 
el crecimiento se consolida y da pie a períodos de expansión 
más largos, la desigualdad se estabiliza y d) la pobreza sólo 
aumenta en períodos de crisis profunda, no cuando la caída 
del ingreso es relativamente leve.

Durante el período 1992-2010, la distribución del ingreso 
muestra pocos cambios respecto de los valores extremos del 
índice de Gini; sin embargo, la distribución acusa notable me­
joría a favor de la igualdad cuando se considera la variación 
porcentual en el ingreso de los deciles de la distribución. Esta 
mejoría se cimenta en que, en términos proporcionales, los 
aumentos de ingreso son mayores en los más pobres y meno­
res a medida que se escala hacia los deciles más privilegiados 
(Cortés, 2010; Millán, 2011). En el decil más rico se registra 
incluso una relativa disminución de magnitud porcentual sig­
nificativa. La gráfica 4 avala esta información.
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Gráfica 4. México: Variaciones en el ingreso medio mensual en crisis 
y expansiones, ordenadas por deciles de ingreso y estimadas con base 

en pesos del año 2006

»na* 1992-1994 1996-2000 ■— 2002-2006 • -+ • 1992-2010 ♦ «4 ♦ 1994-1996 — 2000-2002 2006-2010

*Columnas: períodos de expansión; líneas: períodos de crisis o recesión. 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Inegi, enigh (1992-2010).

¿Por qué la crisis golpea relativamente menos a los pobres 
que a los ricos? Por su situación marginal. A veces se olvi­
da que los pobres, además de su condición de pobreza, están 
poco integrados a la economía o, para ser más exactos, a sus 
sectores y ramas más dinámicas ligadas al eje secundario ex­
portador. Por este motivo, los ricos son siempre los primeros y 
más afectados. Para que la crisis arrastre a los núcleos sociales 
menos integrados, es necesario que sea profunda. Dicho de 
otro modo: se trata de la forma en que los efectos de la crisis se 
propagan en el tiempo. Dado el relevante papel de la exporta­
ción de manufacturas y la demanda de Estados Unidos en la 
dinámica económica de México, los colapsos comienzan por 
azotar a los segmentos sociales más estrechamente vinculados 
al comercio exterior. De ahí se propagan hacia los abastecedo­
res de la demanda interna en los mercados formales y en los 
informales, para golpear por último a los menos incrustados 
en la dinámica económica. El timing es clave: cuando el hura-
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cán alcanza los territorios sociales de los pobres es que la eco­
nomía está en vías de arrancar para su nuevo despegue. Así, 
la fuerza del meteoro recesivo llega debilitada a esos sectores. 
Si algo ha caracterizado a las crisis mexicanas es su brevedad; 
cualquiera que sea su severidad, la recuperación empieza más 
o menos en un año.

En segundo término, la gráfica 4 advierte de las expansio­
nes. De nuevo, los más beneficiados por el crecimiento son 
los más pobres y los más ricos. Sin embargo, son los períodos 
de ritmo de crecimiento mediano los que registran los impac­
tos distributivos más potentes en el sentido de que el aprove­
chamiento de las ganancias del dinamismo se debilita en el 
tránsito hacia deciles más ricos. Cuando la expansión es más 
acelerada o más lenta se manifiesta una tendencia a conservar 
el reparto del ingreso original, el cual se modifica únicamente 
en los polos de la distribución. Es esta tendencia la que explica 
la estabilización de la distribución en las fases de expansión.

¿Cómo han contribuido la distribución del ingreso y el 
crecimiento económico en el comportamiento de la incidencia 
de la pobreza en México? La descomposición que he propuesto 
en la primera sección sirve como método para contestar esta 
pregunta. Los resultados se presentan en el cuadro 2.

Desde el punto de vista metodológico, el cuadro ilustra que 
cuando se recurre al procedimiento aquí propuesto, la estima­
ción de la descomposición de la pobreza es exacta, sin residuo 
alguno; también es simétrica, pues los mismos resultados pue­
den ser obtenidos con independencia de si el año de referencia 
es el final o el inicial. En este caso se ha elegido el año inicial, 
y no fue necesario recurrir a los promedios interanuales de los 
componentes para lograr la anhelada exactitud.

Desde el análisis de su contenido, una mirada panorámica 
advierte el conflicto entre el componente crecimiento y el com­
ponente redistributivo registrado en todos los períodos. Este 
resultado contrasta radicalmente con las conclusiones que se 
pueden extraer de la estimación del Coneval. Para esta institu-



Cuadro 2. México: Descomposición de la incidencia de la pobreza 
en efecto crecimiento y efecto distribución del ingreso

Período

Variación en 
incidencia 

de la 
pobreza 

en plintos 
porcentuales

XO XI

Pesos de

WO

2006

Wl Yo

Pesos

Y1

de 2006

Pl

Gen 
punto

02

tésimas de
i porcentual

ec: El) Efecto Total

Puntos 
Porcentuales

Centésimas 
de punto 

porcentual
Pu neos 

porcentuales

Centésimas 
de punto 

porcentual
Puntos 

porcentuales

1992-1994 -0.69 2448.00 2582.43 834.170 879.90 2.935 2.935 0.181 0.179 -0.007 -0.695 0 0.005 -0.69

1994-1996 16.61 2582.43 1889.89 879.902 856.96 2.935 2.205 0.179 0.313 0.394 39.440 -0.228 -22.830 16.61

1996-2000 -15.404 1889.89 2457.86 856.965 855.45 2.205 2.873 0.313 0.187 -0.279 -27.864 0.125 12.460 -15.404

2000-
-3.627 2457.86 2423.12 855.454 1157.59 2.873 2.093 0.187 0.239 0.150 14.995 -0.186 -18.622 -3.627

2002

2002-
-7.319 2423.12 2874.78 1157.591 1362.81 2.093 2.110 0.239 0.202 -0.077 -7.647 0.003 0.328 -7.319

2006

2006-
5.018 2874.78 2782.68 1362.808 1338.24 2.110 2.079 0.202 0.229 0.057 5.708 -0.007 -0.690 5.018

2008

2008-2010 3.572 2782.68 2518.91 1338.242 1510.56 2.079 1.668 0.229 0.307 0.162 16.229 -0.127 -12.657 3.572

2006-2010 8.59 2874.78 2518.91 1362.808 1510.56 2.110 1.668 0.202 0.307 0.222 22.172 -0.136 -13.582 8.59

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Inegi, enigh (1992-2010); Coneval (sin fecha).
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ción, la interacción entre crecimiento y distribución es compe­
titiva en los primeros cuatro años de la década de 1990, para 
tornarse cooperativa a partir de 1996. Los resultados aquí obte­
nidos coinciden en el predominio del efecto crecimiento sobre 
el distributivo en la incidencia en la pobreza, salvo en la etapa 
recesiva 2000-2002 y, en cambio, indican que el carácter com­
petitivo entre ambos efectos es permanente en todo el período.

La conflictividad entre ambos componentes advierte que 
la disminución de la pobreza provocada por el crecimiento 
económico se ve frenada por un componente distributivo que 
revela una repartición del ingreso a favor de los no pobres y 
contra los pobres. En las fases recesivas sucede lo contrario. El 
corolario es que, aún en tiempos favorables, la incidencia de 
la pobreza está destinada a descender lentamente o, de otra 
forma, que es preciso tener tasas muy altas de expansión eco­
nómica para que la declinación registre ritmos aceptables.

En el fondo, este comportamiento se asocia al modelo de 
desarrollo fincado en la exportación de manufacturas, espe­
cialmente las automotrices, adoptado desde mediados de la 
década de 1980. Las ramas más dinámicas se caracterizan por 
un uso relativamente intensivo de conocimientos y habilida­
des ejecutadas por los trabajadores y empleados más califica­
dos, que se ubican en los deciles más altos de la distribución 
(Pizarra, 2001). A diferencia de éstos, los pobres exhiben po­
cas calificaciones, todas ellas aptas para actividades de escasa 
productividad y ligadas a bienes no transables. Cuando la eco­
nomía se expande, acicateada por el dinamismo exportador, 
el aumento de la demanda del primer tipo de mano de obra 
impulsa el bono implícito en aquellas calificaciones y castiga 
las de los pobres. La consecuencia es una mayor dispersión 
salarial que acaba por empeorar la distribución del ingreso y, 
en particular, la que media entre pobres y no pobres. Por eso 
los deciles no pobres se ven favorecidos por el crecimiento, 
mientras los pobres resultan relativamente perjudicados. En 
las recesiones el bono educativo se reduce por la menor de­
manda de mano de obra calificada, mientras que la dispersión
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salarial se atenúa, arrojando una distribución más equitativa 
entre ambos grupos. Estas tendencias se pueden apreciar en el 
comportamiento de la “relación” en el cuadro 2.

Por último, el ejercicio aquí desarrollado parece superar las 
inconsistencias entre el comportamiento del índice de Gini y el 
componente distributivo que -según la estimación del Cone- 
val- surgen cuando se adopta el método de Datt y Ravallion, 
en la medida en que la mejoría de este indicador siempre está 
asociada a un componente distributivo de signo negativo, mien­
tras el empeoramiento siempre se asocia a uno de signo positivo. 
Esto no ocurre con el método que hemos aplicado aquí.

Conclusiones

Se ha propuesto un método de descomposición de la inciden­
cia de la pobreza orientado a corregir las fallas de otras me­
todologías basadas en el procedimiento de Datt y Ravallion 
(1992). El resultado derivó en una desagregación en dos com­
ponentes: el distributivo y el de crecimiento, que es exacta, 
simétrica y no utiliza promedios interanuales para remediar 
el problema del residuo. Su ventaja principal es su enfoque 
lineal, que se sustenta en una distribución del ingreso pobre- 
no pobre; así se evitaron las inconsistencias de los métodos 
anteriores, basados en una función distributiva afincada en la 
curva de Lorenz.

Otra ventaja es ligar de manera más clara la descomposi­
ción con el crecimiento pro pobre y en establecer su definición 
relativa como la más conveniente para respaldar cualquier des­
agregación exacta y sin residuo.

Al aplicar el método al caso mexicano, los resultados res­
pondieron a las expectativas metodológicas. Especialmente, 
las que se refieren a los errores del procedimiento de Datt y 
Ravallion, que da pie a confusiones derivadas del uso de la 
curva de Lorenz, en el que es posible, como lo demuestran 
los datos de México, que el crecimiento se combine con una 
mejora del índice de Gini y que, al mismo tiempo, el efecto
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distributivo eleve la pobreza. La clave de esta paradoja reside 
en que una mayor igualdad no está asociada necesariamente 
con un crecimiento del ingreso medio de los pobres, propor­
cionalmente superior al del ingreso medio total. Para que una 
redistribución más equitativa trabaje a favor de la reducción 
de la pobreza es indispensable que esa relación de ingresos 
medios cambie a favor de los pobres; si no es así, el declive del 
Gini no ayudará a abatir la pobreza.

Esto último es lo que ha sucedido en México en las últimas 
dos décadas. Aún más: en la etapa expansiva del ciclo, el com­
ponente distributivo coopera a favor del aumento de la inci­
dencia de la pobreza; sólo en las etapas recesivas se convierte 
en motor para disminuirla. Este comportamiento no coopera­
tivo entre los componentes rige la evolución de la pobreza en 
México, lo cual ha conducido a que su declinación, cuando 
ocurre, lo haga a ritmos muy lentos. Pero, dado el carácter 
predominante del efecto crecimiento, las crisis más virulentas 
se han traducido en aumentos considerables de la pobreza.

BOURGUIGNON, François [ponencia], 2004, The Pover- 
ty-Growth-Inequality Triangle, en “Indian Council for 
Research on International Economie Relations”, Nueva 
Delhi, 4 de febrero.

CONSEJO NACIONAL DE EVALUACIÓN DE LA POLÍ­
TICA DE DESARROLLO SOCIAL (Coneval), sin fecha, 
“Evolución de las dimensiones de la pobreza 1990-2012”, 
en <http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Evolu- 
cion-de-las-dimensiones-de-la-pobreza-1990-2010-.aspx>, 
consultado el 19 de noviembre de 2012.

CORTÉS, Fernando, 2010, “Pobreza, desigualdad en la distri­
bución del ingreso y crecimiento económico, 1992-2006”, en 
Fernando Cortés y Orlandina de Oliveira, coords., Los gran­
des problemas de México, vol. V. Desigualdad social, México, 
El Colegio de México.

http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Evolu-cion-de-las-dimensiones-de-la-pobreza-1990-2010-.aspx


TONATIUH GUILLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 81

DATT, Gustav y Martin RAVALLION, 1992, “Growth and 
Redistribution Components in Poverty Measures: A De­
composition with Applications to Brazil and India in the 
1980’s”, Journal of Development Economics, vol. 38, núm. 2, 
pp. 275-295.

FOSTER, James; Joel GREER y Erik THORBECKE, 1984, “A 
Class of Decomposable Poverty Measures”, Econometrica, 
vol. 52, núm. 3, pp. 761-766.

KAKWANI, Nanak [mimeo], 1997, On Measuring Growth and 
Inequality Components of Changes in Poverty with Application 
to Thailand, Sidney, School of Economics, The University of 
New South Wales.

LÓPEZ BOO, Florencia [working paper], 2006, “Changes in 
Poverty and the Stability of Income Distribution in Argenti­
na: Evidence from the 1990s Via Decompositions”, núm. 33, 
Oxford, ECINEQ.

LOPEZ, J. Humberto, 2004, Pro-Poor Growth: A Review of 
what we Know (and of what we don’t), Washington, D. C., 
World Bank.

MAASOUMI, Esfandiar y Vahid MAHMOUDI [mimeo], 
2010, Decomposition of Change of Poverty in Growth and Re­
distribution Components-, Department of Economics, Emory 
University, Atlanta, Ga.

MAHMOUDI, Vahid, 2001, “Growth-Equity Decomposi­
tion of Change in Poverty”, en <http://www.eldis.org/vfile/ 
upload/l/document/0708/DOC8759.pdf>, consultado el 4 
de octubre de 2011.

MILLÁN VALENZUELA, Henio, 1998, Neoliberalismo y tran­
sición en México, Toluca, El Colegio Mexiquense.

MILLÁN VALENZUELA,Henio,2011,“Mexico:¿haciaunnuevo 
modelo de desarrollo? Algunos elementos de juicio”. Urbe. Re­
vista Br asileira de Gestáo Urbana, vol.3, núm. 2, julio-diciembre, 
pp. 273-291.

PIZARRO, Roberto, 2001, La vulnerabilidad social y sus de­
safíos: una mirada desde América Latina, Santiago, Chile, 
cepal, núm. 6 (lc/l.1490-p) (serie Estudios estadísticos y 
prospectivos).

http://www.eldis.org/vfile/upload/l/document/0708/DOC8759.pdf




POLÍTICAS Y PROGRAMAS 
PARA LA SUPERACIÓN 

DE LA POBREZA





GENERO, POBREZA 
Y POLÍTICA SOCIAL

Ana María Tepichin Valle

El objetivo de este capítulo es reflexionar sobre los retos y dile­
mas de México para permear con un enfoque de género la po­
lítica social en general y los programas de combate a la pobreza 
en particular.

Se presentan seis direcciones hacia donde se requiere avanzar 
mínimamente en la construcción de condiciones de posibilidad 
para que el enfoque de género impregne la política social. Se fi­
naliza con una reflexión sobre el complejo desafío que demanda 
construirse para ello desde una perspectiva de género.

Desagregación de la medición de la pobreza por sexo

Una primera dirección a destacar es la desagregación de la 
medición de la pobreza por sexo. Es importante saber con pre­
cisión cuántos hombres y cuántas mujeres están en situación 
de pobreza en México.

La generación de estadísticas desagregadas por sexo ha sido 
reconocida como insumo básico para formular objetivos que 
contribuyan a satisfacer las diferentes necesidades de mujeres 
y hombres, así como para introducir una perspectiva de géne­
ro1 en el diseño e implementación de políticas sociales.

1 El enfoque o perspectiva de género trasciende la idea de hombres y mujeres 
como dos realidades distintas y enfoca las relaciones sociales basadas en la dife­
rencia sexual en tanto ámbito de producción y reproducción de la desigualdad 
de género.
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A pesar de su importancia, la medición de la pobreza des­
agregada por sexo no ha sido posible en México ni en el resto 
del mundo, debido especialmente a limitaciones de las meto­
dologías utilizadas. La información que habitualmente se pre­
senta es una medición calculada mediante la imputación de 
la condición del hogar (pobre o no pobre) a sus miembros. Es 
por ello que las cifras de pobreza distinguidas por sexo repor­
tan porcentajes similares de mujeres y hombres. En paralelo 
a estos registros se ha difundido y generalizado la idea de que 
la pobreza femenina está subestimada. Sin embargo, no existe 
evidencia estadística al respecto; sobre el particular se requiere 
indagar a partir de información desagregada por sexo.2

En los estudios con enfoque de género, la crítica más co­
mún a las mediciones de pobreza es la existencia de una ce­
guera que impide dimensionar de manera precisa la cantidad 
de mujeres y de hombres en pobreza. Se han subrayado las 
limitaciones conceptuales, de método y técnicas, así como de 
disponibilidad de información para cuantificar la pobreza en 
general y la de las mujeres en particular.3

Uno de los principales señalamientos es que el denomina­
dor común de las metodologías habitualmente utilizadas en 
América Latina4 (incluyendo el método multidimensional uti-

2 Ligado a la cuestión de la magnitud de la pobreza femenina, ha surgido 
un nutrido debate sobre la llamada “feminización de la pobreza”. Este término 
adquirió popularidad en el marco de las agendas internacionales a partir de las 
décadas de 1980 y 1990, y refiere a una sobrerrepresentación de las mujeres entre 
la población en pobreza. La idea de la feminización de la pobreza ha sido útil 
para fines de financiamiento, pero la investigación con enfoque de género ha 
encontrado problemático documentarla. Con las metodologías disponibles no 
se ha encontrado evidencia de una sobrerrepresentación de mujeres o de hogares 
con jefatura femenina entre la población en pobreza, no en todo tiempo ni en 
todo lugar. Por el contrario, el conocimiento acumulado apunta hacia que no 
existe necesariamente una relación entre pobreza y jefatura femenina. La argu­
mentación de esta relación ha adquirido actualmente un estatus de lo que Chant 
(2010:111) ha llamado “ortodoxia global”, por lo que es de gran importancia 
explorar al respecto.

3 Kabeer (1998) y Damián (2003a y 2011).
4 Los más comunes son el método de ingresos y el de líneas de pobreza. Res­

pecto a métodos de medición, Boltvinik (2001); Milosavljevik (2007).
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lizado en México)5 es el uso del hogar como unidad básica 
de análisis, y que ello no permite distinguir la pobreza de sus 
miembros individuales.

El supuesto general del cual se desprenden las principales 
limitaciones para medir la pobreza femenina es la concepción 
de hogar armónico y democrático cuyos miembros están dis­
puestos a repartir equitativamente sus recursos y cuyas necesi­
dades son las mismas, independientemente de la edad y sexo. 
Al partir de este supuesto se pasan por alto las dinámicas de 
poder entre los miembros de la unidad doméstica y se hace 
imposible identificar la distribución interna de los recursos. 
Así, la pobreza se calcula por hogar y la condición resulta im­
putada a todos sus miembros.6 Esta manera de calcular oscu­
rece la identificación de diferentes niveles de pobreza en los 
hogares. Un hogar cuyo ingreso per cápita (ingreso total divi­
dido entre el número de miembros) supera la línea de pobreza 
definida será clasificado como no pobre, sin que haya certeza 
de que la distribución interna de recursos asegure mínimos de 
subsistencia a todos sus miembros.

Atravesar la medición de la pobreza con un enfoque de 
género requiere colectar información para generar datos de 
pobreza no sólo de hogares sino de sexos, tramos de edades y 
tamaños de hogares. Al sumar los ingresos de unos y otros se 
pierde la especificidad de los miembros del hogar.

También se requiere que las canastas alimentarias utiliza­
das para determinar el umbral de pobreza alimentaria7 sean

5 Una discusión sobre medición multidimensional en México en Mora 
(2010). Para profundizar en la metodología multidimensional con la que se mide 
la pobreza en México, Coneval (2010).

6 Para clasificar un hogar como pobre o no pobre se contrasta el ingreso per 
cápita del hogar con una línea de pobreza determinada. Si el ingreso per cápita 
es menor o igual al fijado en la línea de pobreza, entonces el hogar y todos sus 
miembros son clasificados como pobres; si un hogar es pobre, todos sus miem­
bros son pobres.

7 Las líneas de pobreza alimentaria se calculan a partir del costo de una ca­
nasta básica de alimentos que satisface las necesidades nutricionales.
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concebidas tomando en cuenta edad y sexo.8 Actualmente, 
el componente alimentación se mide a partir de canastas ali­
mentarias indiferenciadas por edad y sexo, suponiendo igual­
dad de necesidades de los miembros de la unidad. Lo idóneo 
sería que en lugar de generar una línea promedio se definieran 
líneas de pobreza alimentaria a partir de los requerimientos 
nutricionales según categorías de edad y sexo. Para ello se 
requiere recolectar información sobre diferencias de ingesta 
alimenticia.9 El método de estimación de líneas de pobreza 
conocido como Food Energy Intake (fei) es descrito por Du­
elos y Araar. Éstos señalan que para obtener una línea de po­
breza alimentaria con este método se registra el consumo de 
calorías y se le compara con el gasto total del hogar en alimen­
tos. Se estima entonces el gasto de los hogares cuyo consumo 
de calorías es el mínimo requerido para una sana subsistencia, 
de lo que se obtiene una línea de pobreza alimentaria (Duelos 
y Araar, 2006:113). Aplicar el método fei a partir de la distin­
ción de consumo de calorías por sexo permitiría avanzar en el 
conocimiento de patrones de género presentes en la distribu­
ción de los recursos al interior del hogar.

El tiempo como recurso fundamental 
en la medición de la pobreza

Además de las limitaciones de utilizar el hogar como unidad 
de medición básica, otra cuestión señalada por los estudios

8 A partir de información individual de los integrantes de los hogares y aten­
diendo a su edad y sexo se construyen escalas de equivalencia que han mostrado 
ser útiles para comparar el bienestar entre unidades con composiciones demo­
gráficas diversas. Al respecto, convendría que en estas escalas se introdujeran 
consideraciones de género para determinar las necesidades diferentes de hom­
bres y mujeres. Para escalas de equivalencia en México, Teruel, Rubalcava y 
Santana, (2005).

9 Actualmente se hacen avances valiosos para medir la pobreza con el Proyec­
to de Investigación de la Medición Integral de la Pobreza y la Desigualdad en 
la Ciudad de México (Consejo de Evaluación del Desarrollo Social del Distrito 
Federal, 2011).
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de género es la utilización del ingreso como el principal re­
curso (si no el único), sin considerar que el tiempo también 
es fuente de bienestar. Algunos métodos multidimensionales 
han avanzado en la incorporación del tiempo en la medición 
de la pobreza,10 entre ellos el de medición integrada de la po­
breza (mmip) desarrollado por Julio Boltvinik (2001) desde la 
década de 1990.

Incorporar el tiempo como recurso fundamental de las 
personas en las actividades de producción y consumo, estre­
chamente vinculado con la pobreza, ha resultado revelador 
para comprender la pobreza femenina. Por tal razón, desde 
el enfoque de género se ha insistido en el uso de métodos que 
incorporen el tiempo como fuente de bienestar (Gammage, 
2009; Inmujeres, 2005; Orozco, 2007).

En síntesis, la forma habitualmente utilizada para reco­
lectar información y medir la pobreza, con el hogar como 
unidad básica y sin considerar el tiempo como fuente de bien­
estar, hace imposible determinar el acceso real de los miem­
bros de las familias a determinados satisfactores básicos. Por 
ende, tampoco permite dimensionar la pobreza individual de 
las mujeres y de los hombres.

Avanzar en las direcciones arriba expuestas, señaladas y 
desarrolladas ampliamente en la bibliografía especializada, 
permitiría identificar a miembros de los hogares clasificados 
como no pobres pero que dentro del hogar sufren carencias y 
privaciones por discriminación de género o de otro tipo (po­
breza secundaria). Con ello se podría conocer de manera más 
precisa la magnitud de la pobreza femenina, ya que sería fac­
tible identificar a mujeres en situación de pobreza dentro de 
hogares clasificados como no pobres.

10 A partir de la década de 1960, con Gary Becker y la economía de la familia, 
se señaló la importancia del tiempo disponible de los adultos en el hogar y que 
siendo el tiempo un recurso limitado, los miembros se ven obligados a dividirlo 
entre las actividades mercantiles (remuneradas), no mercantiles y de ocio y re­
creación; Damián (2003b y 2005).
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Rediseño de programas de 
combate a la pobreza en México

Una tercera dirección está relacionada con el diseño de los 
programas de combate a la pobreza en México. Estos han en­
frentado serias dificultades, al tiempo que se busca avanzar 
hacia la equidad de género. Si bien han vuelto visible la si­
tuación de las mujeres en pobreza, generalmente desplazan y 
transforman la cuestión de la jerarquía de género al abocarse a 
dar respuesta a necesidades prácticas.

En México, en consonancia con el movimiento internacio­
nal en esta dirección, a partir de la década de 1980 se ha ido 
enlazando paulatinamente el discurso del combate a la po­
breza con el de la incorporación de las mujeres al desarrollo y 
después con el de la equidad de género. La preocupación por 
el diseño de programas promotores de la igualdad de oportu­
nidades para mujeres y hombres fue transformada y asimilada 
a la incipiente inquietud de las agencias de desarrollo por la 
problemática de la pobreza.

El denominador común de la forma que han tomado las 
intervenciones para las mujeres en pobreza es dejar de lado 
la búsqueda de la equidad, mientras la atención se enfoca en 
la satisfacción de necesidades básicas. Se ha subrayado inclu­
so que en la satisfacción de estas necesidades los programas 
de combate a la pobreza muchas veces refuerzan mecanismos 
de reproducción de la desigualdad de género. Se otorga a las 
mujeres un papel central en el combate a la pobreza, califi­
cándolas como “las más pobres entre los pobres”, allegándoles 
recursos económicos y en especie para reducir su desventaja, 
pero la forma en que se hace tiende a reproducir las desigual­
dades de género.

Interesa centrar la atención en el Programa de Desarrollo 
Humano Oportunidades, principal instrumento del gobierno 
federal para la atención de la pobreza en México.
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Creado como Programa de Educación, Salud y Alimenta­
ción,11 Progresa en 1997, para aumentar el capital humano de 
la población en pobreza, Oportunidades está integrado por tres 
componentes vinculados entre sí: apoyo educativo, atención bá­
sica a la salud de los miembros de la familia y apoyo para mejo­
rar el consumo alimenticio y el estado nutricional. Los apoyos 
se canalizan a través de las mujeres, sobre las que recae la fun­
ción de corresponsabilidad, la cual comprende desde la inscrip­
ción escolar de hijas e hijos, hasta colaborar en las campañas de 
vacunación, saneamiento ambiental, higiene de la vivienda y 
en las acordadas con su comunidad (Poder Ejecutivo Federal y 
Secretaría de Desarrollo Social, 1997). Este tipo de programas 
de transferencias condicionadas focalizadas12 basan sus acciones 
en la actividad y corresponsabilidad de las mujeres:

a) Dan visibilidad a la importancia de la mujer para el bie­
nestar familiar y le adjudican un papel central bajo el supuesto 
de una rígida división sexual del trabajo.

b) Reconocen la necesidad de avanzar hacia la equidad de 
género e implícitamente asumen que ello es posible dando 
control de los recursos a las mujeres, sin tomar en cuenta la 
red de relaciones de género en las que están insertas y las difi­
cultades que pueden enfrentar para utilizar los recursos.

A pesar de que Oportunidades (Sedesol, sin fecha) ha sido 
ampliamente publicitado e identificado como programa con 
enfoque de género, los estudios en este campo le han señalado 
limitaciones e incluso han subrayado que la manera en que se 
garantiza la satisfacción de necesidades de los miembros de

11 El Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa) fue creado por 
la administración de Ernesto Zedillo (1994-2000). Fue renombrado Programa de 
Desarrollo Humano Oportunidades por la administración de Vicente Fox (2000- 
2006) y continúa en operación hasta la fecha. El cambio de nombre obedeció a ra­
zones políticas más que a modificaciones sustanciales, en especial las relacionadas 
con las tareas de las mujeres titulares (Tepichin, 2005).

12 Para detalles sobre Programas de Transferencias Condicionadas puede con­
sultarse la base de datos que cepal tiene en línea (cepal, sin fecha).
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las familias ha reproducido algunas desigualdades de género. 
Sin duda, satisfacer estas necesidades básicas de los miembros 
de las familias es esencial, pero ello no justifica reproducir la 
subordinación de las mujeres. Algunas de las limitaciones más 
importantes señaladas a Oportunidades son:13

a) Sobrecarga de trabajo de las mujeres al verse obligadas a 
cumplir y hacer cumplir a los miembros de la familia las 
corresponsabilidades del programa.

b) Asignación del papel de cuidado de los miembros de la 
unidad doméstica derivado de una división sexual del tra­
bajo en la que éste recae en las mujeres exclusivamente.

c) Las mujeres titulares no importan como sujetos con ne­
cesidades propias sino como vehículo eficiente para hacer 
llegar los recursos a los miembros de las familias.

Retomando el título de un artículo de Van Daeren (2004), 
las mujeres son incluidas como prestadoras de servicios y no 
como sujetos de derechos. Aún concediendo que al asignarles 
la responsabilidad de llevar a los hijos a la escuela y al centro 
de salud, asistir a las pláticas y recibir las transferencias en 
efectivo, se incrementa la probabilidad de que las acciones se 
cumplan y los recursos se usen en beneficio de los miembros 
de la unidad, es importante señalar lo siguiente: Imponer la 
responsabilidad de la titularidad a las mujeres conlleva el ries­
go de introducir, conservar e incluso reforzar la interpretación 
restrictiva del papel y posición de las mujeres en la jerarquía 
de género. Esto tiene por lo menos tres aristas en relación con 
la construcción de la equidad de género.

La primera consiste en que el peso institucional de asignar 
exclusivamente a la mujer la responsabilidad de las acciones 
de educación, salud y alimentación lleva el riesgo de alterar 
arreglos donde tales responsabilidades se comparten. Lo cual 
produce una asignación por sexo donde no existe, y afianza la

13 Bey (2003), González y Mojarro (2012), Duhau (2001), Nahmad, Carras­
co y Sarmiento (1999) y Tepichin (2000).
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asignación por sexo donde ya existe, no sólo para la titular y 
su pareja sino también para hijos e hijas. La invisibilidad del 
compañero o esposo en el programa lleva el riesgo de volver­
se realidad con el tiempo en los hogares donde los hombres 
tenían presencia, así como reforzar estructuralmente lo que 
las normas de género imponen informalmente en los hogares 
donde los hombres no participan en tales tareas.

La segunda arista es que al enfatizar el papel de las mujeres 
titulares como miembros de la familia se les relega, si no es 
que se les olvida, como individuos con necesidades propias. Se 
da un enorme valor al altruismo y al sacrificio de las mujeres, 
subordinando sus necesidades en beneficio de los miembros 
del grupo doméstico. Una equidad de género como objetivo 
central de un programa y un valor deseable por sí mismo no 
puede reducirse a entregar los recursos a las mujeres titulares 
para transformarlos eficientemente en beneficio de los miem­
bros de las familias. O ¿son las titulares una generación perdi­
da en la búsqueda de equidad de género?

Al ser entregados los recursos en manos femeninas se tiene 
más posibilidades de que las/os hijas/os reciban más educa­
ción, mejoren sus condiciones de salud y sean mejor atendidos 
y mejor alimentados, elevando su calidad de vida. Sin embar­
go, y es ésta la tercera arista que se puede señalar, el hecho 
de constreñir a las mujeres asignándoles en forma exclusiva 
la responsabilidad de las acciones del programa tiene conse­
cuencias no sólo para las titulares sino también para las otras 
mujeres del hogar. ¿De qué manera las hijas y los hijos se van 
a apropiar de recursos como mejor salud, alimentación y edu­
cación si no es con los patrones de género interiorizados y las 
normas de género vigentes en su propia unidad doméstica? 
Las/os hijas/os aprenden y viven que el papel de las mujeres 
es fundamentalmente el de miembros de la familia y que su 
actividad está en función de las necesidades de éstos, no de las 
propias. Difícilmente mujeres y hombres en extrema pobreza 
se apropiarán de los recursos que el programa Oportunidades
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se esfuerza en igualar, si el programa mismo introduce o re­
fuerza las normas de género dominantes.

La promoción de la equidad de género parte de una con­
cepción de las causas de la inequidad. El diseño del programa 
parece identificar centralmente el desigual acceso a los recur­
sos como fuente de inequidad de género. Por ello, combatir 
la pobreza, a la vez que se busca la equidad de género, debe 
proponerse igualar las oportunidades de mujeres y hombres 
en el acceso a la educación, la alimentación y la salud. Se trata 
de aliviar formas específicas de injusticia distributiva.

La desigualdad de género no se limita al acceso a los re­
cursos, tiene una cara cultural sobre la que hay que incidir 
integralmente, junto con la distribución. Algunos desafíos a 
enfrentar son:

a) Alejar el diseño de los programas de la concepción de fa­
milia en la que necesariamente habría un hombre-pro- 
veedor-compañero o esposo-padre y una mujer-ama de 
casa-compañera y esposa-madre, concepción de la que 
derivan las funciones y responsabilidades de cada miem­
bro de la unidad doméstica.

En esta dirección se requiere tanto de políticas universa­
les como de políticas focalizadas. Con las primeras se busca 
garantizar los derechos sociales básicos de todos los miem­
bros del hogar; con las segundas se atienden necesidades 
diferenciales de diversas composiciones de hogares y fases 
del ciclo en que se encuentran.

En México hay gran diversidad de arreglos familiares 
y formas de organización doméstica que no se ajustan al 
modelo mencionado anteriormente (Rabell y Gutiérrez, 
2012): hogares con madres o padres solteros, parejas he­
terosexuales u homosexuales sin hijos, hogares de parejas 
homosexuales con hijos, arreglos extensos o compuestos, 
hogares unipersonales y hogares con jefatura femenina. Es 
necesario que todos estos arreglos encuentren cabida en 
los programas de atención a la pobreza.
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En este sentido convendría avanzar en la elaboración 
de tipologías de arreglos familiares para su focalización, 
siempre en el marco de políticas universales que garanti­
cen un piso básico de bienestar para todos los miembros 
de los hogares.

b) En relación con lo anterior, se requiere alejarse de la asig­
nación automática del papel de cuidado, crianza y repro­
ducción a las mujeres para no preservar una asignación 
“natural” de responsabilidad exclusiva en tales tareas.14

Se ha señalado que esta atribución de tareas por sexo 
regatea la capacidad productiva de las mujeres, no crea 
condiciones de autonomía, les adjudica la tarea de equili­
brar los roles reproductivos, productivos y comunitarios, 
reproduce su subordinación y les niega el desarrollo del 
conjunto de sus potencialidades.15

Una asignación institucional de este tipo refuerza des­
igualdades de género, mientras que una no asignación 
permite la flexibilización de una rígida división sexual del 
trabajo y la emergencia de matices diversos según arreglos 
familiares específicos en las unidades domésticas.

Fortalecimiento de la función social del Estado

Una cuarta dirección hacia donde es necesario avanzar para 
crear condiciones de un enfoque de género en política social y 
programas de combate a la pobreza es fortalecer la función so-

14 La historiadora Joan Scott ha mostrado que la visión naturalista alrededor 
de esta división sexual del trabajo no es una constante histórica sino que parte 
de una ideología que acompañó al proceso de desarrollo capitalista. La autora la 
denomina ideología de la domesticidad y la ubica como el discurso que resigni­
ficó los papeles y la posición asignada a las mujeres (Scott, 2000).

15 El debate sobre la relación entre trabajo remunerado, no remunerado y la 
situación de las mujeres se ha desarrollado ya por varias décadas. Una revisión 
sintética de las maneras de plantear e investigar la cuestión en García y de Oli­
veira (2004); Abramo y Todaro(1998 y 2002); Borderías, Carrasco y Alemany, 
(1994) y Alatorre (1994).



96 DESAFÍOS DE LA POBREZA PARA LA AGENDA DEL DESARROLLO DE MÉXICO

cial del Estado. Se requiere un Estado fortalecido e intervencio­
nes que garanticen la provisión de prestaciones esenciales para 
que al flexibilizar la división sexual del trabajo no se provoque 
un déficit de bienestar de las personas dependientes de otras.

Es fundamental impulsar la participación de las familias en 
el bienestar de las personas y evitar que el peso de esa respon­
sabilidad recaiga de manera especial u obligatoriamente en las 
mujeres. Así, tomando en cuenta que:

a) las actividades de cuidado, aprovisionamiento y tareas 
domésticas asociadas a los roles maternos en los hogares 
son fundamentales para el bienestar de las personas,16

b) que tales tareas son realizadas básicamente por manos 
femeninas sin remuneración, y

c) que ese trabajo se ha ido intensificando en gran parte por 
la baja cobertura de los servicios de salud y seguridad social 
para la mayoría de la población (básicamente ligados al 
mercado laboral).

Se requiere garantizar el cuidado y la satisfacción de ne­
cesidades de los miembros de las familias. Proteger el bien­
estar, especialmente de quienes no pueden hacerse cargo de 
sí mismos (niñas/os, ancianas/os y personas discapacitadas 
temporal o permanentemente). Para que un movimiento de 
flexibilización de la asignación de las tareas de cuidado no re­
sulte en detrimento del bienestar de las personas, se requieren 
profundos cambios de políticas y servicios sociales. En este 
marco, el Estado es la institución responsable de garantizar 
logros significativos.

Uno de los mayores retos es lidiar con la paradoja de que los 
hogares con menores, ancianos y enfermos son los que tienen 
más necesidades económicas y donde las mujeres están más 
atadas a las labores de crianza y reproducción.

16 La relación entre el bienestar de las personas y la institución de la familia 
ha sido reconocida desde los estudios pioneros sobre el Estado de bienestar, entre 
ellos Gough (1979); Flora y Heidenheimer (1981).
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Se requiere una oferta de servicios estatales de mejor calidad 
y condiciones para que mujeres y hombres modifiquen el patrón 
de asignación de la economía del cuidado casi exclusivamente 
en las mujeres. Anderson (2004) y Pautassi (2005) proponen:

a) Elaborar políticas laborales que articulen las responsabili­
dades familiares y laborales de todos los miembros adultos 
de las familias.

b) Proveer sistemas de transporte que acerquen los ámbitos 
familiar y laboral.

c) Asegurar la disponibilidad de servicios de salud y educa­
ción en horarios y lugares al alcance de los responsables 
del trabajo de crianza, reproducción y cuidado.

d) Garantizar licencias de paternidad y maternidad, así como 
ampliar su alcance a los hombres para adopción y enfer­
medad de hijas/os.17

e) Garantizar una seguridad social no necesariamente ligada 
al mundo laboral.

f) Aprobar leyes que reconozcan la maternidad como res­
ponsabilidad social (no individual de la mujer) crearía 
condiciones para una igualdad sustancial entre los sexos 
en el trabajo.

De acuerdo con Serrano, “Ampliar la gestión de lo social 
desde la esfera institucional a la social es parte de la clave

17 La licencia por paternidad en México es uno de los pocos avances en ma­
teria de equidad de género dentro de la reforma laboral. Sin embargo, la licencia 
de cinco días con goce de sueldo para padres por el nacimiento de un/a hijo/a 
o la adopción de un/a menor están muy lejos de los 10 o 14 días que se otorgan 
desde hace varios años en Ecuador y Venezuela. La propuesta original de la 
iniciativa de ley en México era una licencia de 10 días. Respecto a las licencias 
de paternidad, la Organización Internacional del Trabajo (oit) las considera 
fundamentales para que las personas puedan conciliar su trabajo remunerado 
con las responsabilidades familiares y ha urgido para que sean incorporadas al 
marco normativo de toda nación; al respecto, pnud-oit (2009).
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de una política social que acoge la dimensión del bienestar” 
(2005:234). Se requiere construir la cuestión de la responsa­
bilidad del trabajo doméstico y del cuidado de las familias 
como objeto de política pública, desprivatizarla e incorporar 
la garantía del bienestar de las personas dependientes en la 
reorganización de los sistemas de protección social, la reforma 
de los sistemas de salud y el desarrollo de los servicios sociales.

Creación de empleo digno que permita a las mujeres 
ser proveedoras o coproveedoras

Una quinta dirección va en el sentido de la enorme responsabi­
lidad de México de crear empleos dignos para mujeres y hom­
bres. Me interesa resaltar la necesidad de promover el empleo 
para las mujeres en pobreza como medio indispensable para 
satisfacer necesidades básicas y crear condiciones que fortalez­
can su autonomía.

La participación de las mujeres en la economía repercute en 
las dinámicas de las unidades domésticas y en las relaciones 
de género. Y aunque estas transformaciones no se traduzcan 
necesariamente en disminución de la subordinación de las 
mujeres, el hecho de que éstas tengan ingreso propio es con­
dición favorable a su autonomía. El dinero en efectivo que el 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades transfiere a 
las titulares tiene enorme valor para mejorar las condiciones 
materiales de los miembros de las unidades domésticas, pero 
no basta. El tipo y la forma de relaciones y redes sociales en 
las que se insertan las mujeres para generar ingresos propios 
son fundamentales si lo que se busca es que éstas interactúen 
socialmente como participantes plenas, en igualdad de condi­
ciones con los hombres (Whitehead, 1985).

En el marco de la urgente creación de empleo digno para muje­
res y hombres es importante el reconocimiento de las condiciones 
particulares en las que ellas desarrollan su actividad económica 
como punto de partida para el diseño e implementación de po­
líticas que faciliten su papel como proveedoras y coproveedoras.
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Cada vez más mujeres en situación de pobreza se insertan en 
actividades marginales y precarias para aliviar las carencias de 
sus hogares. Van construyendo habilidades y aptitudes durante 
toda la vida sobre la base de la atribución rutinaria de las tareas 
domésticas, la crianza y la reproducción. Su capacidad pro­
ductiva se les escatima desde pequeñas, ligándolas de manera 
“natural” a ese tipo de labores, por demás devaluadas y no re­
muneradas. En la búsqueda de alternativas de ingresos, las mu­
jeres en pobreza extienden hacia otros hogares las actividades 
domésticas no remuneradas que realizan en el propio: limpieza 
de inmuebles, lavado y planchado de ropa, venta de alimen­
tos, cuidado de niños y enfermos. De esta forma, la asignación 
naturalizada de las tareas domésticas a las mujeres (expresión 
de asimetría de género dentro de los hogares) deriva en que las 
actividades extensoras del trabajo doméstico sin paga que se 
realizan en los hogares sean vistas por las mujeres en pobreza 
como opciones privilegiadas para captar exiguos ingresos.

Pero realizar alguna actividad económica fuera del hogar, 
cualquiera que sea su forma (empleo formal, informal o el de 
esporádicas actividades para allegarse un ingreso) no exime a 
las mujeres en general ni a aquellas en situación de pobreza del 
trabajo doméstico y de cuidado no remunerado que les espera 
en sus hogares. La carga de trabajo doméstico sin paga no dis­
minuye, y el tiempo que ésta demanda aumenta la jornada de 
trabajo, a menos que el tiempo excedente se transfiera a otras 
mujeres. La constante tensión entre tiempo de trabajo remune­
rado y no remunerado es variable central en la estructuración 
del limitado abanico de opciones que las mujeres en pobreza 
tienen para realizar actividades que les generen ingreso y así 
aliviar la situación de escasez (la propia y la del grupo familiar). 
La actividad económica femenina, a diferencia de la de los va­
rones, está condicionada por esta tensión, no sólo por la edad, 
la escolaridad o la capacidad laboral. Los empleos eventuales o 
por horas y sin prestaciones son un nicho laboral femenino por 
excelencia. La característica común de todas esas actividades es 
la flexibilidad de su desempeño, lo que permite a las mujeres 
adecuar su tiempo de trabajo, remunerado o no.
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La actividad económica de las mujeres no es ya más una 
medida emergente frente a una crisis sino una constante frente 
a la disminución de oportunidades económicas de los varones 
(González de la Rocha, 2006:63). A pesar de las dificultades 
para que las mujeres reconozcan el papel de proveeduría o 
de coproveeduría que tienen en las unidades domésticas, pa­
rece haber evidencia suficiente de que ellas han ido dejando 
de ser solamente administradoras de recursos o trabajadoras 
secundarias y los hombres proveedores principales y exclusivos 
(González de la Rocha, 2000 y 2006; Jiménez y Tena, 2007; 
Silberschmidt, 2001; Tena y Jiménez, 2006).

En la planeación de intervenciones dirigidas a que las muje­
res generen ingresos convendría incorporar la previsión de que 
sus actividades económicas están moldeadas por esta tensión 
constante. Algunos factores básicos a considerar son las etapas 
de la unidad doméstica y las del ciclo de vida sus miembros, 
especialmente en relación con la existencia de menores, la au­
sencia o presencia del jefe de familia masculino, el número 
de adultos aptos para desarrollar actividades remuneradas y la 
existencia o no de otras mujeres que realicen trabajo domésti­
co no remunerado.

Nuevamente se insiste en la pertinencia de formular tipo­
logías de unidades domésticas que consideren estos factores 
como herramientas para focalizar la política social. Por ello 
es indispensable reforzar la función de la política social como 
realizadora de derechos sociales a través de construir la uni­
versalidad por sus resultados, no por la atención homogénea. 
“Caminar hacia la universalidad incorporando derechos difu­
sos y de minorías exige una complejidad significativa de arti­
culación y gestión que combine lo genérico con lo específico. 
Un nuevo sentido de la universalidad supone igualdad en la 
diferencia” (Sposati, 2006:73).

Las políticas llamadas de “conciliación” o mejor nombradas 
de “corresponsabilidad”18 han sido un gran paso en este sen-

13 Típicamente éstas incluyen creación y apoyo de guarderías y centros de 
cuidado infantil, extensión de horarios escolares y flexibilización de horarios en 
las empresas, entre otras acciones.



TONATIUH GU1LLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 101

tido, aunque todavía falta un largo trecho en relación con las 
especificidades que debería tener un país como México, sobre 
todo en relación con el hecho de que una gran cantidad de 
mujeres trabaja en el sector informal, donde las políticas de 
corresponsabilidad no son útiles.

Por todo ello es conveniente apoyar proyectos productivos 
instrumentados por redes de mujeres, dirigidos a ramas no 
tradicionalmente femeninas, que consideren todo el ciclo pro­
ductivo (hasta la comercialización del producto) con un claro 
objetivo económico (no social ni asistencial). Proyectos aisla­
dos, individuales, en actividades de traspatio o que apuntalen 
estrategias de supervivencia han mostrado ser poco efectivos 
para la generación de ingresos de mujeres en pobreza.

Promover valores culturales que reconozcan y gratifiquen 
la actividad económica de las mujeres

Esta sexta dirección tiene que ver con el contexto. Los miem­
bros de los hogares no están aislados del contexto social; sus 
relaciones se configuran en la interacción con otras unidades 
sociales y grupos según contextos históricos y sociales. Dada 
la importancia del contexto social para las cuestiones de gé­
nero, se requieren políticas sociales que incidan sobre él para 
promover la actividad económica de las mujeres, así como la 
transformación y flexibilización de la asignación sexual del tra­
bajo ligado a la crianza y reproducción, disminuyendo el costo 
social inherente a la renegociación de las normas de género.

Es central trastocar deliberadamente las normas de géne­
ro reproductoras de desigualdades, no gratificar el apego de 
mujeres y hombres, ni sancionar su alejamiento de ellas. Estas 
desigualdades no pueden ser enfrentadas de manera indivi­
dual, aun cuando se transfieran recursos a los individuos, pese 
a casos aislados cuyo impacto sobre lo social no es significa­
tivo. No se puede esperar el cambio y empujar a las mujeres 
hacia él sin una transformación de fondo que incida sobre los
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patrones de género interiorizados en jerarquías incorporadas a 
la dinámica familiar. Es necesario mover la discusión del es­
pacio de la negociación privada en el hogar a una más amplia 
de formas de organización social.

En este sentido se requiere promover patrones de valores 
culturales institucionalizados que reconozcan y gratifiquen la 
actividad económica de las mujeres, así como el trabajo de 
crianza, cuidado y reproducción, enfatizando sus implicacio­
nes económicas, sociales y psicológicas. Lo anterior en rela­
ción con dar condiciones de posibilidad para que las mujeres 
encuentren un significado de proyecto individual en la ac­
tividad económica, pues esto ha mostrado ser fundamental 
para generar cambios en las relaciones de género (García y de 
Oliveira, 2004).

Toda intervención dirigida a las mujeres tiende a trasto­
car la dinámica de las familias y las relaciones de poder en 
los hogares. De ahí la importancia de introducir acciones 
de acompañamiento y legitimación de las actividades de 
las mujeres, promoviendo el reconocimiento de su activi­
dad económica y la flexibilización de la asignación de las 
tareas domésticas y de crianza de los hijos. Estas acciones, 
dirigidas a modificar la asignación naturalizada de tareas y 
roles, permiten reconocer el amplio abanico de opciones de 
desempeño de los papeles materno y paterno, los cuales no 
necesariamente están ligados al desempeño o no desempeño 
de determinadas tareas domésticas. Ello conlleva sensibilizar 
especialmente a los prestadores de servicios en todas las áreas 
para evitar que reproduzcan exigencias excesivas a las muje­
res sobre las actividades de cuidado y trabajo doméstico. Los 
desplazamientos de las fronteras de lo que se considera ám­
bitos de acción “naturales” en la vida de mujeres y hombres 
posibilitan construir la equidad de género y amenazan los 
acuerdos simbólicos y materiales que sustentan las relaciones 
de género predominantes, pero avanzan definitivamente ha­
cia la construcción de una sociedad más equitativa.
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En la perspectiva del avance de la justicia de género en 
las políticas de Estado es necesario enfatizar el papel clave 
de la difusión de nuevos sentidos comunes sobre hombres y 
mujeres. Es deseable que ello se haga a partir de un diálogo 
entre distintas fuerzas que tematicen socialmente objetos de 
derecho y materias de bienestar.

No es válido calificar de “efectos inesperados” los casos de 
agudización de violencia de género contra mujeres que par­
ticipan en programas o proyectos. Por el contrario, es nece­
sario prever que las intervenciones en la relaciones de poder, 
por mínimas que sean, generarán reacciones adversas a las 
mujeres, por lo que deberán instrumentarse mecanismos de 
apoyo, defensa y atención. Las acciones de acompañamiento y 
legitimación, así como las dirigidas a prever y atender casos de 
violencia, proveerían el marco contextual adecuado para que 
las mujeres desarrollen trabajo remunerado sin sanción social.

En lo que concierne a las intervenciones arriba menciona­
das para generar ingresos femeninos, se deberían considerar 
no sólo mecanismos para aligerar el trabajo doméstico y de 
cuidado no remunerado, sino acciones colectivas que pro­
muevan una cultura que no sancione socialmente la activi­
dad económica de las mujeres fuera del hogar. El objetivo es 
potenciar la transformación y disminuir el costo social de la 
renegociación de las normas de género, así como trastocar la 
reproducción de desigualdades que ellas entrañan.

La intervención y la agencia de organizaciones locales que 
conozcan el contexto son muy valiosas para erradicar for­
mas de injusticia que se dan por sentadas, así como para 
objetar las jerarquías que parecen demasiado enraizadas para 
ser cuestionadas. Así también, será útil crear espacios para 
mujeres y hombres donde se propicie el cuestionamiento de 
la subordinación y el incremento de la autoestima y se reco­
nozca la contribución de mujeres y hombres a la prosperidad 
doméstica (aunque no exclusivamente). Asociar la esfera de 
los roles maternos a la realización del trabajo doméstico y de
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cuidado no remunerado no favorece las condiciones de par­
ticipación paritaria de mujeres y hombres. Al respecto, las 
intervenciones con programas sociales pueden actuar como 
catalizadoras para la transformación de actitudes, creencias 
y valores individuales.

Debido a lo antes señalado, los programas y proyectos so­
ciales en general, en particular los dirigidos a familias y mu­
jeres, requieren ser fortalecidos con políticas que propicien 
movimientos en las relaciones de género y que las acompa­
ñen con condiciones adecuadas para la flexibilización de la 
asignación de tareas como derecho social universal.

Reflexión final

En este capítulo se han señalado seis direcciones en las que se re­
quiere avanzar para permear la política social con un enfoque de 
género. La medición de la pobreza desagregada por sexo, los pro­
gramas de combate a la pobreza que no supongan la asignación 
naturalizada de las mujeres al trabajo doméstico y de cuidado no 
remunerado y que sí reconozca la diversidad de arreglos familia­
res y de formas de organización doméstica, el fortalecimiento de 
la función del Estado como garante del bienestar de las personas 
dependientes de cuidado, la creación de empleo digno para mu­
jeres y hombres, así como la promoción de valores culturales que 
gratifiquen la autonomía de las mujeres, conforman un denso 
proyecto que involucra no sólo el combate a la pobreza sino la 
construcción de ciudadanía a partir del reconocimiento y apro­
piación de los derechos por las mujeres.

Para que este proyecto sea posible es conveniente partir 
de un universalismo básico19 en cuyo marco las políticas y

19 Utilizo el término en el sentido planteado en el encuentro académico: 
“Construyendo una nueva política social en la región: el universalismo básico”, 
promovido por el Instituto Interamericano para el Desarrollo Económico y So­
cial (Indes), en octubre de 2005. Los cuatro ejes del universalismo son: fortale­
cimiento a la ciudadanía, equidad como valor irrenunciable, presente en todo el 
proceso de formación de las políticas sociales, visión promotora del desarrollo 
que articule e integre las intervenciones sociales y papel determinante del Estado 
como garante de las prestaciones básicas (Molina, 2006).
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programas se dirijan hacia los ejes de desigualdad de género 
más persistentes, entre ellos la división sexual del trabajo en 
los hogares. Lo anterior hace referencia a un “universalismo 
básico” que conduzca a una cobertura de prestaciones y ries­
gos esenciales bajo el principio de ciudadanía con la acción 
de un Estado renovado como garante del acceso y usufructo 
de prestaciones universales con calidad. Por su concepción de 
derechos y por el alcance que da a las prestaciones esencia­
les, el universalismo básico tiene implicaciones significativas 
para el fortalecimiento de la ciudadanía, la reducción de la 
desigualdad y la articulación de políticas económicas y socia­
les (Molina, 2006:v). La fragmentación social provocada por 
la focalización ha generado respuestas dispares y en diversas 
direcciones con el denominador común de un bajo reconoci­
miento de ciudadanía.
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LA SUPERACION
DE LA POBREZA
EN EL ÁMBITO URBANO

Gerardo Ordóñez Barba

Introducción

El problema de la pobreza urbana en México no es nuevo, pero 
en los últimos 30 años se ha recrudecido a causa de las crisis eco­
nómicas y del aumento de la migración rural urbana. Los datos 
históricos muestran que la crisis de 1994-1995 provocó un au­
mento superior a 20 puntos porcentuales de la población urbana 
pobre en 1996, con lo que su número superó los 34.6 millones 
de personas, es decir, 12.4 millones más de las que había en 1994 
(cuadro 1 y gráfica 1 de la introducción de este libro).

Con este explosivo crecimiento, la cantidad de pobres urba­
nos superó en más de cinco millones a la población rural pobre 
en 1996, que llegó a una cifra cercana a 29.3 millones de per­
sonas. A partir de entonces, salvo en el año 2000, el número de 
personas pobres en las ciudades ha sido superior al de pobres 
rurales, lo que ha dado lugar a la consolidación del proceso de 
urbanización de la pobreza.

En este contexto, el primer gobierno de la alternancia pone en 
marcha el Programa Hábitat en 2003 que, por paradójico que 
parezca, resulta ser la primera iniciativa federal en la historia del 
país para atender de manera exclusiva a los habitantes pobres de
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las ciudades.1 A partir de entonces, el gobierno federal ha desple­
gado una serie de acciones e implementado nuevos programas 
con el mismo fin, además de incorporar parcialmente a otros 
que ya existían, como el programa Progresa-oportunidades.

¿Cómo se construyó la estrategia para la superación de la 
pobreza urbana por los gobiernos de la alternancia?, ¿cuáles son 
sus alcances y limitaciones? Para responder a estas preguntas y 
considerando que Hábitat fue la punta de lanza de esa estrategia, 
en la primera sección se hace una breve descripción de su evo­
lución en los últimos dos sexenios y se muestra que los cambios 
y desprendimientos de que fue objeto afectaron su capacidad de 
intervención y articulación en la atención de la población obje­
tivo. En la segunda sección se presentan cifras de la cobertura 
de Hábitat, las cuales permiten dimensionar su alcance social y 
territorial. En la tercera sección se hace un balance del esquema 
de intervención federal en la superación de la pobreza urbana, 
heredado por los gobiernos de la alternancia, incluyendo los pro­
gramas específicos y los de cobertura nacional que dedican parte 
de sus recursos al ámbito urbano. En la cuarta sección se presen­
tan algunas conclusiones que destacan las restricciones y desafíos 
de la lucha contra la pobreza urbana en México.

Evolución del Programa Hábitat en los gobiernos de la alternancia 

Como puede apreciarse en el cuadro siguiente, la evolución de 
Hábitat muestra dos etapas claramente diferenciadas: 2003- 
2006 y 2007-2012, que se corresponden con la conclusión y el 
comienzo de los dos gobiernos de la alternancia. A grandes ras­
gos se puede decir que en su primera etapa Hábitat es expandido 
y en la segunda es sometido a una fuerte reestructuración y a una 
suerte de desmantelamiento de componentes importantes que 
dan lugar a nuevos programas. A continuación se describe sus 
principales características iniciales y los cambios más significati­
vos de que fue objeto en cada etapa.

1 Quizá el antecedente más cercano a Hábitat es el Programa Nacional de 
Solidaridad o Pronasol, que si bien no fue orientado exclusivamente al ámbito ur­
bano, sí fue el primero de lucha contra la pobreza con una estrategia específica di­
rigida a amplios sectores de población urbana (Ordóñez, 2000; Órdóñez, 2002).
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Tabla 1. Evolución del programa Hábitat, 2003-2012

Fuente: Sedesol (2003 a 2012).

2003 2004 2005-2006 2007 2008-2011 2012

Modalidades de intervención
Superación de la 
pobreza urbana Desarrollo social y comunitario

Reserva 
de suelo

Suelo para vivienda social 
y el desarrollo urbano

Promoción del desarrollo urbano
En 2008 se eliminan los apoyos a la 

regularización de la TT y se crea de forma 
independiente el Programa de Apoyo 

para Regularizar Asentamientos Humanos.

Agencias de desarrollo Hábitat 
En 2004 se agregan apoyos para la regula- 

rización de la tenencia de la tierra (TT).

Mejoramiento de barrios 
En 2004 se agregan apoyos 

para espacios públicos. Mejoramiento del entorno urbano 
Desaparece lo relativo a espacios públicos, 

pero se crea de forma independiente el 
Programa de Rescate de Espacios Públicos; 
sólo conserva acciones a favor de jardines 

y canchas comunitarias.

Ordena­
miento del 
territorio

Ordenamiento del territorio 
y mejoramiento ambiental

Equipamiento urbano e 
imagen de la ciudad

Mujeres 
jefas de 
familia

Oportunidades para las 
mujeres

Se elimina esta modalidad, pero se crea de forma 
independiente el Programa de Estancias Infantiles 
para Apoyar a Madres Trabajadoras, que se deriva 

de una de sus vertientes.

Seguridad para 
las mujeres y sus 

comunidades
Se elimina esta modalidad

Vertientes

General

Centros históricos

Fronteriza Ciudades 
fronterizas Intervención 

integral y 
prevención en 
ciudades con 
emergencia 

social

Ciudades 
petroleras
Ciudades 
turísticas

Zonas 
metropolitanas

Cobertura territorial

Ciudades 
y zonas 

metropoli­
tanas con 
100 000 

habitantes 
y más

Ciudades y zonas metropolitanas con 15 000 habitantes y más
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Primera etapa. El Programa Hábitat se crea originalmen­
te con el “propósito de articular los objetivos de la política 
social con las políticas de desarrollo territorial y urbano”, y 
con los objetivos de “contribuir a hacer ciudad; construir 
espacios con identidad y valor social; ordenar el desarrollo 
urbano; articular barrios marginados y cinturones de mise­
ria a la ciudad; elevar la calidad de vida de sus moradores y 
conferir ciudadanía a la población asentada en esos espacios” 
(Sedesol, 2003). Como puede advertirse en los cuadros 1 y 2, 
Hábitat inicia como un programa complejo que pretende 
impactar diversas esferas, desde ámbitos individuales, fami­
liares y comunitarios, hasta instancias de organización pú­
blica y social (agencias Hábitat). Sus acciones se estructuran 
en torno a seis modalidades de intervención, orientadas prin­
cipalmente a la cobertura de rezagos en suelo, infraestructu­
ra y servicios públicos, así como a la planeación y promoción 
de la organización colectiva. Cabe destacar que en esta eta­
pa Hábitat es concebido como programa con perspectiva de 
género, al incluir una modalidad dirigida específicamente 
a jefas de familia con hijos menores, entre cuyas acciones 
sobresalen las Casas de Atención Infantil (caí).2 Desde el 
punto de vista de su cobertura social y territorial, Hábitat se 
propone atender sólo a población en pobreza patrimonial3 
residente en polígonos (o conglomerados de manzanas de 
alta concentración de pobreza) de ciudades y zonas metro­
politanas (ZM) con 100 mil habitantes o más.

En los tres años siguientes el programa es expandido en to­
dos sus componentes y se le añaden dos nuevas modalidades, 
una que supone fortalecer la perspectiva de género al tratar de

2 Mujeres jefas de familia inició como programa piloto en 2002, financiado 
parcialmente por el Banco Mundial (López y Ordófiez, 2006).

3 La pobreza de patrimonio se define como “insuficiencia del ingreso dispo­
nible para adquirir la canasta alimentaria, así como realizar los gastos necesa­
rios en salud, vestido, vivienda, transporte y educación, aunque la totalidad del 
ingreso del hogar fuera utilizado exclusivamente para la adquisición de estos 
bienes y servicios” (Coneval, 2013).
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Cuadro 2. Modalidades de intervención del Programa Hábitat 
instrumentadas en su primera etapa, 2003-2006

Modalidad Objetivos

2003

1. Superación de la 
pobreza urbana

Ampliar las capacidades y oportunidades de los integrantes de los hogares en situación 
de pobreza patrimonial.

2. Mujeres jefas de 
familia

Apoyar a mujeres (o grupos de mujeres) en situación de pobreza patrimonial con 
acciones que contribuyan al desarrollo de sus capacidades, faciliten su desempeño 
laboral o su incorporación a la actividad productiva y, en general, contribuyan a 
mejorar su calidad de vida.

3. Mejoramiento 
de barrios

Introducir infraestructura y equipamiento básico en zonas urbanas marginadas.

4. Reserva de suelo Apoyar a las ciudades y zonas metropolitanas elegibles en la adquisición de suelo para el 
asentamiento de hogares en situación de pobreza patrimonial.

5. Ordenamiento del 
territorio

Reducir la vulnerabilidad de la población residente en barrios y zonas urbanas 
marginadas seleccionadas frente a amenazas de origen natural.

6. Agencias de 
desarrollo Hábitac

Promover la formación de instancias donde concurran los agentes relevantes del 
desarrollo urbano y social para impulsar iniciativas y prácticas de desarrollo local y 
ejecución de proyectos estratégicos en la ciudad y sus barrios.

2006

1. Desarrollo social y 
comunitario

Ampliar destrezas, competencias, capacidades y oportunidades de las personas y de los 
hogares en pobreza patrimonial y fortalecer el tejido social de las comunidades.

2. Oportunidades para 
las mujeres

Apoyar a las mujeres en situación de pobreza patrimonial mediante acciones que 
contribuyan a desarrollar sus capacidades y, a facilitar su desempeño laboral o su 
incorporación a la actividad remunerada.

3. Seguridad para 
las mujeres y sus 
comunidades

Fortalecer los esfuerzos de prevención y atención de la violencia en todas sus formas, 
con énfasis en la violencia hacia las mujeres y en establecer comunidades seguras.

4. Mejoramiento de 
barrios

Introducir, ampliar o mejorar la infraestructura y los servicios urbanos básicos en los 
asentamientos precarios, e integrarlos a la ciudad.

5- Prevención de 
riesgos y mejoramiento 
ambiental

Apoyar acciones dirigidas a mejorar el entorno ecológico de las zonas urbanas y, reducir 
la vulnerabilidad de la población en situación de pobreza patrimonial asentada en zonas 
e inmuebles de riesgo frente a las amenazas de origen natural.

6. Agencias de 
desarrollo Hábitat

Estimular la formación y consolidación de instancias dirigidas a impulsar iniciativas y 
prácticas de desarrollo local con el fin de mejorar el entorno social y urbano y, avanzar 
hacia la construcción de ciudades y zonas metropolitanas más ordenadas, seguras, 
sustentables, incluyentes y competitivas.

7. Suelo para la 
vivienda social y el 
desarrollo urbano

Apoyar acciones para la adquisición de reservas territoriales en zonas aptas para 
el desarrollo urbano y, la habilitación progresiva de lotes con servicios para el 
asentamiento de los hogares en situación de pobreza patrimonial, así como la 
regularización de la propiedad y la titulación y registro de activos inmobiliarios de los 
hogares en la misma condición.

8. Equipamiento 
urbano e imagen de la 
ciudad

Apoyar la provisión o rehabilitación del equipamiento y mobiliario urbano, la 
protección, conservación o revitalización de centros históricos y patrimoniales y, en 
general, impulsar acciones que contribuyan a conservar y mejorar la imagen urbana.

Fuente: Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) (2003 y 2006).
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disminuir la violencia contra mujeres, y otra que refuerza las 
acciones urbanas con apoyos para el equipamiento e imagen 
de las ciudades. También se agregan acciones de recuperación 
de espacios públicos, regularización de la tenencia de la tierra 
y protección del medio ambiente. En esos años también se 
amplía su cobertura a ciudades con 15 mil o más habitantes 
y se establecen apoyos específicos a centros históricos declara­
dos patrimonio por la Unesco y a ciudades con determinadas 
características: fronterizas, turísticas, petroleras y zonas me­
tropolitanas.

Al final de esta primera etapa, el programa estaba facultado 
para aplicar un modelo de intervención que pretendía modi­
ficar integralmente el entorno urbano, con servicios básicos e 
infraestructura complementaria, patrones de crecimiento de 
las ciudades mediante apoyos orientados a reservas de suelo, 
ordenamiento del territorio y regularización de la tenencia de la 
tierra, así como ampliar capacidades y oportunidades de in­
tegración de las personas a las actividades productivas, de tal 
suerte que fuera posible mejorar la calidad de vida de quie­
nes padecieran situación de pobreza patrimonial y residieran 
en zonas urbano-marginadas seleccionadas. Al final de esta 
etapa, de acuerdo con las reglas de operación de 2006, el ob­
jetivo general de Hábitat era “contribuir a superar la pobreza 
urbana, mejorar el hábitat popular y hacer de las ciudades y 
sus barrios espacios ordenados, seguros y habitables, dotados 
de memoria histórica y proyecto de futuro” (Sedesol, 2006).

Segunda etapa. En 2007, al inicio del segundo gobierno 
de la alternancia, Hábitat es objeto de una importante rees­
tructuración y de un proceso de desmantelamiento que en 
algunos casos dio paso a la creación de nuevos programas. 
De entrada se eliminaron las dos modalidades de interven­
ción que cimentaban la perspectiva de género (cuadro 3). En 
el caso de la modalidad relacionada con la violencia hacia las 
mujeres sólo se conservan los apoyos a centros especializados 
de atención a víctimas; la otra modalidad, Oportunidades
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para las mujeres (originalmente Mujeres jefas de familia), se 
elimina del esquema de Hábitat pero uno de sus componentes 
(las Casas de Atención Infantil) es convertido en Programa de 
Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras, con 
lo cual deja de ser exclusivamente urbano y pasa a tener cober­
tura nacional. Otro cambio efectuado ese mismo año fue la 
fusión de cinco modalidades en dos. Cabe destacar que con la 
fusión que da origen a la modalidad Mejoramiento del entorno 
urbano desaparecen las acciones relacionadas con los espacios 
públicos (con excepción de jardines y canchas comunitarias) 
y se crea de forma independiente el Programa de Rescate de 
Espacios Públicos con cobertura en localidades integradas a 
ciudades y ZM con 50 mil o más habitantes. Respecto a la 
cobertura territorial se mantiene la atención a ciudades con 15 
mil o más habitantes, pero se anulan los apoyos especiales a 
las ciudades fronterizas, petroleras y turísticas, así como a las 
zonas metropolitanas.

Entre 2008 y 2012 tienen lugar nuevas modificaciones: en 
2008 se eliminan de la modalidad Promoción del desarrollo 
urbano las acciones de regularización de la tenencia de la tierra, 
lo cual da paso a la creación del Programa de Apoyo para 
Regularizar Asentamientos Humanos Irregulares, dirigido a 
localidades con más de 2 500 habitantes, es decir, urbanas 
y semiurbanas. Con la eliminación de las acciones de regu­
larización, en 2009 se establece la condición de no estar en 
situación irregular de tenencia de la tierra para la elegibilidad 
de los polígonos en pobreza. Por último, en 2012 se incorpora 
la modalidad Intervención integral y prevención en ciudades con 
emergencia social, cuyo objetivo es contribuir a disminuir la 
incidencia de la violencia en espacios territoriales definidos.

Como se desprende de lo descrito hasta aquí, la construc­
ción de la estrategia para la superación de la pobreza urbana 
ha girado en torno a la aplicación de medidas cuyo punto de 
arranque es el Programa Hábitat, con las que se intenta atacar 
desde diversos frentes carencias y necesidades de la población



120 DESAFÍOS DE LA POBREZA PARA LA AGENDA DEL DESARROLLO DE MÉXICO

Cuadro 3. Modalidades de intervención del Programa Hábitat 
instrumentadas en su segunda etapa, 2007-2012

Modalidad Objetivos

2007

1. Desarrollo social 
y comunitario

Apoyar acciones para la generación y el fortalecimiento de las 
capacidades y las oportunidades de ingreso de las personas en 
situación de pobreza patrimonial; la creación de infraestructura 
social y el desarrollo comunitario; la prevención y atención de la 
violencia familiar y social, con énfasis en la violencia dirigida a las 
mujeres, y el establecimiento de comunidades seguras.

2. Mejoramiento Apoyar acciones para introducir, ampliar o mejorar la infraestructura
del entorno urbano y los servicios urbanos básicos en los asentamientos precarios e 

integrarlos a la ciudad; mejorar el entorno ecológico; reducir la 
vulnerabilidad de la población asentada en zonas e inmuebles de 
riesgo, frente a amenazas de origen natural; fortalecer la provisión 
o rehabilitación del equipamiento y mobiliario urbanos; apoyar la 
protección, conservación o revitalización de los centros históricos 
y, en general, contribuir a conservar y mejorar la imagen urbana.

3. Promoción del 
desarrollo urbano

Apoyar acciones para la creación y fortalecimiento de instancias 
locales que impulsen iniciativas y prácticas de desarrollo social y 
urbano; la coordinación interinstitucional; la adquisición de suelo 
para la constitución de reservas territoriales; la habilitación de lotes 
con servicios, así como la regularización, titulación y registro de 
activos inmobiliarios de hogares en pobreza patrimonial.

2012

1. Desarrollo social Apoyar acciones que contribuyan a la formación y fortalecimiento 
y comunitario del capital social, mediante el desarrollo de las capacidades 

individuales y comunitarias, la promoción de la equidad de género 
y la prevención de la violencia familiar y comunitaria.

2. Mejoramiento 
del entorno urbano

Promover el mejoramiento físico de los polígonos Hábitat y la 
integración urbana de sus habitantes, mediante la introducción 
o mejoramiento de infraestructura urbana y social básica, el 
mejoramiento del entorno ecológico y la ejecución de proyectos 
para la prevención y mitigación de riesgos en los polígonos Hábitat 
y para el saneamiento del entorno.

3. Promoción del Apoyar acciones para el fortalecimiento de las capacidades de 
desarrollo urbano planeación y gestión de los gobiernos municipales en materia de 

desarrollo social y urbano y de ordenamiento territorial.

Fuente: Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) (2007 y 2012).
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con menores recursos en las ciudades. La reestructuración del 
programa dio lugar a la creación de nuevos programas, a través 
de los cuales se pretende atender problemáticas como cuidado 
infantil, regularización de la tenencia de la tierra y recupe­
ración de espacios públicos. No obstante, la independencia 
de estos programas se tradujo en menoscabo de la aplicación 
integral de la estrategia y en creación de barreras de acceso a 
los recursos de Hábitat para grandes conjuntos poblacionales, 
particularmente los residentes en asentamientos informales.

Es cierto que estos cambios no modificaron en lo funda­
mental el objetivo central de Hábitat que siguió siendo “con­
tribuir a la superación de la pobreza y al mejoramiento de 
la calidad de vida de los habitantes de zonas urbano-margi­
nadas, al fortalecer y mejorar la organización y participación 
social, así como el entorno urbano de dichos asentamientos” 
(Sedesol, 2012). Pero en la práctica se limitaron sus posibilida­
des de acción, convirtiéndolo en programa especializado para 
introducir servicios básicos, infraestructura y equipamiento 
urbano a escala de barrio, y de manera accesoria para impartir 
cursos o talleres de capacitación, así como de exámenes médi­
cos y campañas de salud. Como se verá enseguida, el progra­
ma no ha logrado desplegar una capacidad de atención acorde 
con las dimensiones y distribución de su población objetivo en 
el territorio nacional.

Cobertura social y territorial del Programa Hábitat

De acuerdo con los datos de beneficiarios disponibles, en 2009 
Hábitat atendió a casi 1.6 millones de hogares en todo el país, 
de los cuales cerca de 1.1 millones se encontraban en situación 
de pobreza. Esto significa que 31 por ciento del total era no 
pobres. Aunque parezca alta, esta tasa de error se encuentra en­
tre los márgenes de las reglas de operación del programa, cuyo 
criterio de elegibilidad de polígonos es que tengan al menos 
una concentración de 50 por ciento de hogares en pobreza.
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En conjunto, los datos nacionales indican que la cobertura 
efectiva del programa (en hogares pobres), en relación con los 
hogares urbanos pobres del país (con datos de 2005)4 fue de 
apenas 20 por ciento. Si se agrega a los no pobres, la cobertura 
total se eleva a 29 por ciento.

No obstante, como puede apreciarse en el cuadro 4, la dis­
tribución de estos indicadores presenta un comportamiento 
con gran variación entre las entidades federativas:

a) Si se considera la cobertura efectiva, sólo dos entidades 
se acercan a 100 por ciento o lo superan: Baja California 
Sur: 92 por ciento y Baja California: 145 por ciento. Este 
último dato, más que reflejar el éxito del programa, revela 
las inconsistencias de la metodología de medición de la 
pobreza cuando se desagrega a nivel estatal.

b) Para el resto de los estados la cobertura efectiva se encuen­
tra por debajo de 60 por ciento, con casos extremos como 
el Distrito Federal, que apenas llega a tres por ciento, el 
Estado de México con seis por ciento y Nuevo León con 
siete por ciento.

c) Considerando los márgenes de error, cuatro estados supe­
ran la cuota de 60 por ciento: Zacatecas, Morelos, Colima 
y Chihuahua. En el otro extremo el margen de error en el 
Distrito Federal es menor al medio punto porcentual y en 
Chiapas supera ligeramente el siete por ciento.

Por otra parte, si se ordenan los indicadores de cobertura 
por el porcentaje de población urbana residente en cada en­
tidad, nueve de los 11 estados más urbanizados del país, con 
excepción de Quintana Roo y Baja California (gráfica 1), fi­
guran entre los menos atendidos.

4 Los datos más recientes de distribución de la pobreza patrimonial urbana y 
rural por entidades federativas son de 2005. Al redactar este trabajo, los cálculos 
del Coneval con información de 2010, desagregada a este nivel, no estaban dis­
ponibles.
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Cuadro 4. Porcentajes de cobertura del Programa Hábitat en 2009 en función 
de la cantidad de hogares pobres existentes en las entidades federativas en 2005

Entidades federativas Cobertura total Cobertura en 
hogares pobres

Margen 
de error Porcentaje de población urbana

Nacional 28.74 19.87 30.88 62.81

Oaxaca 55.28 46.48 15.92 24.32

Hidalgo 53.47 43.01 19.57 30.9

Chiapas 34.51 31.99 7.3 32.05

Tabasco 16.68 11.15 33.15 33.53

Tlaxcala 73.33 54.31 25.93 34.04

Zacatecas 90.68 35.92 60.39 37.04

Guerrero 38.33 31.36 18.18 40.41

Veracruz 33.94 28.49 16.06 42.76

Nayarit 106.53 59.01 44.61 44.01

Michoacan 69.04 45.52 34.07 47.08

Puebla 24.84 20.79 16.32 48.3

San Luis Potosi 39.68 29.38 25.96 50.23

Promedio 53.03 36.45 26.46 <51

Queretaro 68.82 49.65 27.85 51.41

Durango 11.49 9.22 19.8 55.37

Campeche 78.55 52.97 32.56 55.69

Sinaloa 19.56 15.33 21.65 56.87

Yucatan 39.12 28.64 26.79 60.08

Morelos 152.65 57.76 62.16 60.86

Guanajuato 32.14 22.15 31.09 60.88

Baja California Sur 109.61 92.23 15.85 70.05

Colima 115.05 44.33 61.47 71.87

Promedio 69.67 41.36 33.25 >51 í72

Aguascalientes 33.74 25.94 23.14 72.57

Mexico 7.93 6.44 18.84 72.98

Jalisco 13.39 10.53 21.36 73.85

Sonora 25.74 19.24 25.24 75.07

Quintana Roo 61.29 41.56 32.2 75.47

Chihuahua 37.75 14.28 62.17 78.76

Tamaulipas 30.7 19.97 34.95 80.91

Baja California 184.42 145.1 21.32 85.07

Coahuila 15.27 12.28 19.56 85.23

Nuevo León 10.5 7.16 31.86 90.64

Distrito Federal 2.67 2.65 0.47 98.61

Promedio 38.49 27.74 26.46 >72

Promedio sin 
BC y QRoo

19.74 13.17 26.4 >72

Fuente: Elaboración propia con datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social 
(Coneval) (2005:37); Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) (2009a: 104).
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Gráfica 1. Cobertura de Hábitat en hogares y 
en hogares en pobreza beneficiarios, 2009 (%)

’ - -IPoblación urbana “ 'Cobertura total "“Cobertura en hogares en pobreza

Fuentes: Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval), 2005 y Hábitat, 2009.

Organizando la información en tres grupos, según el gra­
do de urbanización de cada entidad federativa (gráfica 2), la 
cobertura muestra un comportamiento favorable a los esta­
dos con estrato medio de urbanización (entre 51 y 72 %) con 
cobertura total promedio de 70 por ciento y cobertura efec­
tiva de 41 por ciento. Las entidades menos favorecidas son, 
paradójicamente, las más urbanizadas, con 38 por ciento de 
cobertura total y 28 por ciento de cobertura efectiva. Pero 
si excluimos a Quintana Roo y Baja California de esos 11 
estados, el promedio disminuye drásticamente a 20 y 13 por 
ciento, respectivamente.

La estrategia para la superación de la pobreza urbana 
que heredan los gobiernos de la alternancia

Si se considera a Hábitat, a los programas que se le desprendie­
ron y a otros de cobertura nacional con alguna orientación a 
ciudades, la estrategia para la superación de la pobreza urbana
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• Gráfica 2. Cobertura de Hábitat en hogares y 
en hogares en pobreza beneficiarios en las entidades federativas 

según rango de urbanización, 2009 (%)

■ Cobertura total £ Cobertura en hogares en pobreza ■ Margen de error

Fuentes: Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval), 2005 y Hábitat, 2009. 

heredada por los gobiernos de la alternancia estaría confor­
mada por ocho programas: tres con orientación exclusiva al 
ámbito urbano y cinco con alguna participación en él. En el 
cuadro 5 se describe el objetivo general de cada uno de estos 
programas. Se destaca que el objetivo principal del primer gru­
po son las problemáticas de servicios públicos, infraestructura 
urbana y regularización de la tenencia de la tierra, mientras 
que en el segundo grupo predominan las acciones vinculadas 
a educación, salud, nutrición y cuidado infantil.

En relación con el presupuesto, en el cuadro 6 se aprecia que 
los programas urbanos tienen una participación menor al 10 
por ciento en el gasto total de los ocho programas, de los cua­
les Hábitat ejerce casi tres cuartas partes. El otro conjunto de 
programas concentra 90 por ciento del presupuesto total, pero 
como ya se comentó sólo una parte de esos recursos se destina 
al ámbito urbano. Es difícil saber en estos casos qué proporción 
de los presupuestos se destina a los pobres de las ciudades. Del 
único programa que podemos obtener alguna aproximación es
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Cuadro 5. Programas federales para la superación 
de la pobreza urbana en México, 2010

Fuente: Sedesol (2010a).

Programa Objetivo general

Con cobertura urbana o semiurbana

Hábitat Contribuir a la superación de la pobreza y al mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes de zonas urbano-marginadas me­
diante el fortalecimiento y mejora de la organización, participación 
social y entorno urbano de dichos asentamientos.

Rescate de 
espacios públicos

Contribuir a mejorar la calidad de vida y la seguridad ciudadana 
mediante el rescate de espacios públicos en condiciones de deterio­
ro, abandono o inseguridad, utilizados preferentemente por pobla­
ción en situación de pobreza de las ciudades y zonas metropolitanas.

Apoyo para 
regularizar 
asentamientos 
humanos 
irregulares

Contribuir a mejorar la calidad de vida de los avecindados en ho­
gares en condiciones de pobreza patrimonial en asentamientos hu­
manos irregulares, otorgándoles seguridad jurídica para consolidar 
ciudades eficientes, seguras y competitivas.

Con cobertura nacional pero con algún énfasis urbano

Oportunidades Contribuir a la ruptura del ciclo intergeneracional de la pobreza, 
favoreciendo el desarrollo de las capacidades de educación, salud y 
nutrición de las familias beneficiarías del programa.

Oportunidades:
Apoyo 
alimentario

Contribuir al desarrollo de las capacidades básicas de los beneficia­
rios mediante acciones que mejoren su alimentación y nutrición.

Abasto social 
de leche

Contribuir al desarrollo de capacidades básicas mejorando los nive­
les de nutrición de la población en pobreza patrimonial.

Estancias 
infantiles para 
apoyar a madres 
trabajadoras

Aumentar la provisión de espacios de cuidado y atención infantil 
para disminuir el rezago del acceso y permanencia en el trabajo de 
madres que trabajan, buscan empleo o estudian y padres solos con 
hijos o niños bajo su cuidado entre uno y hasta tres años 11 meses 
de edad (un día antes de cumplir los cuatro años), en hogares con 
ingresos mensuales de hasta 1.5 salarios mínimos per cápita.

Tu casa Contribuir a que los hogares mexicanos en situación de pobreza 
patrimonial mejoren su calidad de vida con acciones de vivienda.
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Oportunidades, que concentra casi 85 por ciento del gasto en 
este grupo, del que sólo 16.5 por ciento de las familias benefi- 
ciarias residía en localidades urbanas en 2009.

Cuadro 6. Presupuestos de los programas federales 
para la superación de la pobreza urbana en México, 2010

Fuente: Sedesol (2010a); Ordóñez (2011).

Programas P resupuesto modificado Porcentajes

Con cobertura urbana 
o semiurbana 5 064 027 830 9.8

Hábitat 3 716 049 560 73.4

Rescate de espacios públicos 1 115 543 641 22

Regularización tenencia de la 
tierra 232 434 629 4.6

Con cobertura nacional pero 
con algún énfasis urbano 46 606 506 082 90.2

Oportunidades 34 492 401 800 74

Oportunidades: apoyo 
alimentario 5 068 312 272 10.9

Abasto social de leche 2 581 544 300 5.5

Estancias infantiles 2 606 267 048 5.6

Tu casa 1 857 980 662 4

Totales 51 670 533 912 100

Porcentaje de inversiones para la superación 
de la pobreza urbana respecto de:

Los ocho programas anteriores 36

Gasto federal en asistencia, vivienda y desarrollo regional 7.2

Gasto en desarrollo social 1.3

Gasto por hogar urbano en pobreza (pesos) 2 591.64
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Haciendo un cálculo muy simplificado con la información 
disponible, se podría estimar que, cuando mucho, los recursos 
destinados a superación de la pobreza urbana serían menores a 
36 por ciento del presupuesto de los ocho programas en conjun­
to. En términos más generales serían inferiores al 7.2 por ciento 
del gasto federal en asistencia, vivienda y desarrollo regional, y 
menos de 1.3 por ciento del gasto total en desarrollo social.

La información presupuestal muestra que los recursos des­
tinados a la superación de la pobreza urbana son insuficientes 
para atender a los más de 27 millones de personas en condi­
ciones de pobreza en las ciudades. Si se considera el número de 
hogares urbanos en pobreza que había en 2010 (7.2 millones), 
el gasto total por hogar sería de aproximadamente 2 592.00 
pesos anuales.

Desde el punto de vista de la composición del gasto en fun­
ción de las acciones más importantes de cada programa, se ad­
vierte que hay una fuerte concentración (63 %) en nutrición, 
educación, salud y cuidado infantil, lo cual indica que la po­
blación más beneficiada es la infantil y, en alguna medida, las 
mujeres y los hogares (cuadro 7). El restante 37 por ciento se 
destina a vivienda, regularización de la tenencia de la tierra y 
mejoramiento de barrios y espacios públicos, que en principio 
benefician a todos los miembros de los hogares. A pesar de la 
importancia de estas temáticas en el contexto urbano, el marco 
de actuación excluye problemáticas de personas y hogares po­
bres de las ciudades, como la falta de oportunidades para los 
jóvenes, el desamparo de los adultos mayores, la violencia social, 
la exclusión y el desempleo, entre otros.

Cuadro 7. Distribución del presupuesto federal para la superación de la 
pobreza urbana según las principales áreas de intervención, 2010

Áreas de intervención Porcentaje

Vivienda, servicios públicos, infraestructura urbana y regularización de 
la tenencia de la tierra (54 % corresponde a Hábitat) 37.1

Alimentación y nutrición 18.3

Educación, salud y nutrición (Oportunidades) 30.6

Cuidado infantil 14

Fuente: Elaboración propia con base en el Cuadro 2.
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Conclusiones

La estrategia para la superación de la pobreza urbana del go­
bierno federal en los últimos 10 años ha evolucionado sin una 
lógica de construcción definida, si bien ha creado una arena 
de intervención específica. El desmantelamiento de Hábitat 
en su segunda etapa dio paso a nuevos programas, pero generó 
dispersión, limitó el acceso a amplios sectores de la población, 
particularmente a los residentes de asentamientos irregulares, 
y dificultó las posibilidades de concurrencia para una inter­
vención coordinada y complementaria, condiciones necesarias 
para el tratamiento integral de las problemáticas asociadas con 
la pobreza urbana.

Desde un punto de vista más general, los recursos desti­
nados al tratamiento de la pobreza urbana resultan limitados 
en extremo (aun considerando los de cobertura nacional) y 
dejan fuera de la atención problemáticas asociadas con la com­
plejidad del fenómeno en cuestión. La estrategia del gobierno 
federal para superar la pobreza urbana concentra casi dos ter­
ceras partes de los recursos en nutrición, educación, salud y 
cuidado infantil; el resto se orienta a vivienda, regularización 
de la tenencia de la tierra y mejoramiento de barrios y espacios 
públicos. En este marco quedan marginadas las problemáticas 
que padecen las personas y hogares pobres de las ciudades.

Por último, la centralidad que adquirió el Programa 
Hábitat en la estrategia de combate a la pobreza urbana se 
ha ido diluyendo con el tiempo, tanto por la reestructuración 
de que fue objeto como por sus limitados recursos y la baja 
penetración observada en su población objetivo. En un ho­
rizonte de mayor pobreza, deterioro del entorno y erosión de 
la convivencia social en las ciudades, resulta indispensable un 
planteamiento que reposicione la estrategia a la altura de los 
retos sociales que se vislumbran en el presente y en el futuro 
cercano. Particularmente se requiere incrementar el financia- 
miento al nivel que permita acelerar, intensificar y ampliar la
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intervención entre la población no beneficiaria de los distintos 
programas nacionales y urbanos, establecer mecanismos de 
coordinación efectiva entre ellos para garantizar la actuación 
complementaria en diversos agregados territoriales (polígonos, 
colonias, localidades), eliminar las restricciones que impiden 
el acceso de grandes conjuntos poblacionales a los beneficios 
(especialmente los residentes de asentamientos informales) e 
implementar medidas para atender de manera específica a los 
grupos más vulnerables y las problemáticas sociales emergen­
tes asociadas a la pobreza urbana.
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PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
E INSEGURIDAD PÚBLICA





¿ES POSIBLE LA PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA EN ESPACIOS 
URBANOS EN SITUACIÓN 
DE MARGINACIÓN Y POBREZA 
EN MÉXICO?1

Enrique Cabrero Mendoza
Ana Díaz Aldret

El ámbito de la acción local se está transformando en las de­
mocracias contemporáneas. Tanto las democracias más fun­
cionales y de vieja tradición como las democracias nacientes o 
en consolidación llevan a cabo una reorientación de los cen­
tros articuladores de la acción pública hacia lo local. Es en 
los espacios locales donde surgen nuevas formas de gestión de 
las políticas públicas y donde la proximidad entre gobierno y 
sociedad permite la expresión de nuevas prácticas de partici­
pación ciudadana. Sin embargo, parecería que esta dinámica 
de relocalización de la acción pública en los espacios munici­
pales no tiene necesariamente las mismas consecuencias en los 
diversos países. En España y posiblemente en Francia, la ola 
de recuperación de los espacios locales como ejes del desarro­
llo y la democracia, se ha traducido en una amplia diversidad 
de modalidades de interacción entre gobierno y ciudadanía, 
conduciendo hacia una nueva institucionalidad en la que los

1 El estudio empírico que aquí se presenta deriva de un proyecto más amplio 
que puede ser consultado en Cabrero y Díaz (2012:83-129).
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actores locales se posicionan de nuevas maneras, el tejido se 
reconfigura y se crean nuevos acuerdos y nuevas formas de 
gobernanza local. En América Latina, Brasil ha fortalecido 
enormemente las expresiones ciudadanas locales con una ca­
pacidad innovadora sin precedentes.

Por lo que se refiere a México, si bien se observa una rea­
parición de lo local que ha dado lugar durante varios años a 
un “esplendor” de la capacidad innovadora en el ámbito mu­
nicipal, el proceso no parece mostrar consecuencias similares 
a las referidas, por lo que es necesario discutir hasta dónde se 
puede hablar del surgimiento de una nueva institucionalidad. 
En el presente texto se intenta responder a dos preguntas para 
el caso mexicano: a) ¿Hasta dónde se identifica en espacios 
urbanos de alta marginación y pobreza una acción pública 
que dé lugar a una participación ciudadana activa? y b) ¿Hasta 
dónde es posible hablar del surgimiento de una nueva institu­
cionalidad de la acción pública local?

Para responder a estas preguntas, primero se presenta una 
breve conceptualización de la pobreza urbana. En segundo 
lugar se reflexiona sobre la naturaleza del cambio político e 
institucional local, sus implicaciones para la vida municipal 
y la participación de la ciudadanía en el proceso. Tercero, se 
presenta un marco conceptual de la participación ciudada­
na. Cuarto, se analiza un conjunto de municipios urbanos 
en situación de marginalidad y pobreza, observando sus con­
diciones económicas y sociales, así como la intensidad de la 
participación ciudadana y el papel de los gobiernos locales en 
acciones de bienestar social. Por último, se extraen algunas 
observaciones y se trata de responder a las preguntas arriba 
planteadas. Lo que se podrá apreciar al final es que si bien la 
ola innovadora desde lo local en México aparece igual que en 
muchos otros países, no hay evidencias de una nueva institu­
cionalidad en el ámbito local, por lo que el impacto de la par­
ticipación ciudadana en programas de atención a la pobreza 
ha sido limitado.



La pobreza urbana, un concepto de múltiples aristas

En los últimos años se ha presentado una tendencia al creci­
miento de la pobreza urbana sobre la rural. El Banco Mun­
dial estima que la población que se asentará en zonas urbanas 
en 2030 será de casi cinco mil millones de habitantes (Baker, 
2008). En la actualidad, una tercera parte de los habitantes de 
las zonas urbanas vive en situación de pobreza. El porcentaje de 
personas en pobreza que viven en las zonas urbanas de México 
pasó de 38.2 por ciento en 2005 a 45.5 por ciento en 2010.2 
Existen 623 municipios urbanos (pequeños, medianos y metro­
politanos), de acuerdo con la clasificación del Consejo Nacional 
de Población (Conapo, 2005 y 2005a), de los cuales 30 por cien­
to (185) presenta niveles de marginación de media a muy alta 
con un rango de población entre 5 654 y 1 485 000 habitantes.

La pobreza en las zonas urbanas se presenta con una serie 
de características: acceso limitado al empleo e ingreso, asen­
tamientos irregulares, infraestructura y servicios deficientes, 
vulnerabilidad ante enfermedades y desastres naturales, pro­
blemas de movilidad, exclusión social e informalidad, entre 
otros (Baker, 2008; Organización de Naciones Unidas, 2002; 
bid, 2002). En este sentido, los indicadores que miden de al­
guna manera la pobreza urbana son el ingreso per cápita, el 
rezago educativo, el acceso a los servicios de salud, la calidad 
y espacios de vivienda, el acceso a la alimentación y el grado 
de cohesión social.

Al ser un problema multidimensional, la pobreza urbana 
requiere un enfoque incluyente. Esto significa que para mejo­
rar las condiciones de vida de los habitantes de las zonas urba­
nas marginadas no basta aumentar el ingreso, será necesario 
considerar los factores antes mencionados, y un componente 
importante más: la participación ciudadana. De acuerdo con 
la Organización de las Naciones Unidas (2002), las estrategias 
más eficaces serán aquellas que promuevan la participación

2 Con base en los datos del Banco Mundial (2005).
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ciudadana como componente transversal. Así se podrá apro­
vechar el capital humano de los residentes para mejorar sus 
propias condiciones de vida en general. De ahí el interés por 
conocer hasta qué punto se cuenta en México con programas 
de combate a la pobreza que incorporen la participación ciu­
dadana como componente fundamental.

La evolución de la participación ciudadana en México

Desde que el Estado nacional se consolidó en México, los es­
pacios locales han jugado un papel subordinado al centro. En 
la época del sistema de partido hegemónico, la centralización 
del poder político se reprodujo en el resto de los niveles de 
gobierno, ante una ciudadanía prácticamente ausente de la 
vida pública. Los gobiernos locales funcionaban como agen­
cias administrativas prestadoras de servicios que reproducían 
los esquemas verticales y personalistas en los que el ciudadano 
tenía poco o nada que decir. Pese a ello, la democratización de 
México no puede ser entendida a cabalidad sin la presencia e 
intervención de la sociedad, particularmente de actores socia­
les de base local.

Desde la década de los setenta del siglo pasado, las condi­
ciones de vida de las ciudades mostraron los diversos rostros 
de una sociedad compleja y la expansión de un tejido social 
que había desbordado al sistema de representación política. 
La capacidad asociativa para promover y proteger intereses 
particulares creció en muchos municipios y surgieron formas 
diversas de acción social y política que anticiparon la organi­
zación democrática y contribuyeron a asentar la idea de que el 
país era plural, y de que la pluralidad podía y debía convivir. 
Así, a lo largo del último tercio del siglo emergieron miles de 
ciudadanos organizados que contribuyeron a que la dinámi­
ca del espacio público fuera más abierta, con mayor partici­
pación política. El cuestionamiento al sistema tuvo diversas 
manifestaciones, pero estuvo asociado a la participación social
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y ciudadana que emergió con fuerza en distintas ciudades, 
creando nuevas prácticas, principios y valores. En un espacio 
urbano cada vez más fragmentado, los sectores populares se 
movilizaron para resolver sus problemas habitacionales y dar 
la batalla por su derecho a la ciudad a través del movimiento 
urbano popular (mup), mientras que los empresarios y clases 
medias -principalmente del norte y occidente del país- de­
safiaron el monopolio político del partido oficial y buscaron 
gobernar sus propios municipios y estados.

En la década de 1980, las calles y plazas de diversas ciu­
dades fueron ocupadas por una población que decidió par­
ticipar en demostraciones públicas, ingresar en asociaciones 
de orientación cívico-política y comprometerse con el reclamo 
democrático. Además, el crecimiento de elecciones competiti­
vas desde entonces y los consecuentes procesos de alternancia 
coincidieron con la apertura de espacios para la participación 
de actores no gubernamentales. En esa década se creó el siste­
ma de planeación democrática en el contexto de una profunda 
crisis de legitimidad del régimen y de la necesidad de impulsar 
una política de descentralización para redistribuir competen­
cias en los tres niveles de gobierno. El sistema de planeación 
democrática prevé la reunión de autoridades de los tres niveles 
de gobierno y ciudadanos en la forma de consejos de planea­
ción y coordinación (Coplades para los estados y Coplademun 
para los municipios) -principalmente empresarios y notables 
locales- para discutir y seleccionar las obras a realizar.3

En la década de 1990 el modelo de participación de los 
municipios empobrecidos fue el impuesto por el Programa 
Nacional de Solidaridad (Pronasol). Este programa favoreció 
la participación más directa de los habitantes de las comuni­
dades sobre las autoridades municipales. Los ciudadanos de-

’ Como ha sido estudiado (Cabrero, 1998), frecuentemente los Coplades 
y Coplademun funcionan en la práctica como foros protocolarios en los que 
gobernadores y presidentes municipales imponen la lógica de funcionamiento, 
convirtiendo a los consejos en meras instancias de legitimación de decisiones 
previamente tomadas.



140 DESAFÍOS DE LA POBREZA PARA LA AGENDA DEL DESARROLLO DE MÉXICO

bían constituir comités para definir, dar forma y supervisar las 
obras y acciones de combate a la pobreza emprendidas con los 
fondos del programa. Sin embargo, el funcionamiento de esos 
comités estaba claramente cooptado por el Partido Revolucio­
nario Institucional (pri) en una lógica electoral y de apoyo a la 
imagen del presidente de la república, lo que, en consecuencia, 
favoreció las relaciones clientelares.4

Entre 1995 y 1998 los partidos de oposición al pri, sobre 
todo el Partido Acción Nacional (pan), ejercieron presión para 
que se reconociera a nivel municipal una mayor autonomía de 
gestión de fondos de infraestructura básica para las comuni­
dades en condiciones de pobreza extrema y rezago social. A 
través del Fondo de Infraestructura Social Municipal (fism), 
el gobierno federal transfiere recursos directamente a los mu­
nicipios para que prioricen obras y montos a asignar, en un 
abanico de posibilidades definidas por el gobierno federal. 
Como la decisión de gasto del fism se lleva a cabo mediante 
el Coplademun, los gobiernos de la alternancia aprovecharon 
ese fondo para promover nuevos y auténticos liderazgos ciuda­
danos que desplazaran a los tradicionales, fuertemente vincu­
lados al pri.

En la última parte del siglo xx se crearon leyes, instancias y 
mecanismos de manera incipiente y accidentada, orientados a 
incentivar procesos locales de participación ciudadana e inter­
locución gobierno-ciudadanía al calor de la alternancia parti­
dista en los ayuntamientos. Una de las formas de organización 
más usuales de la población urbana marginada fueron los co­
mités vecinales, cuya mayoría opera a través del Coplademun.

Lo que ocurrió entonces fue una efervescencia social que 
derivó en fervor electoral a partir del cual se construyó un 
escenario de pluralismo político. Sin embargo, no es posible 
hablar del crecimiento de una participación ciudadana inde­
pendiente; en su lugar aparece una participación ciudadana

4 Véanse los estudios de Dresser (1991), Molinar y Weldon (1994); Cabrero 
(1998).
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casi siempre supeditada a los programas gubernamentales. A 
continuación se presenta un análisis donde será posible iden­
tificar los rasgos persistentes de la vieja institucionalidad en la 
participación ciudadana.

Conceptualizando la participación ciudadana

Uno de los elementos que definen el alcance y grado de inciden­
cia de la participación ciudadana en las decisiones municipales 
es el enfoque a partir del cual esa misma participación es in­
corporada. Dicho enfoque se corresponde con diferentes con­
cepciones del aparato gubernamental y puede ser de carácter 
“gerencial” o de “gobernanza”. Como ya se ha señalado (KettI, 
1993 y 2000; Lowndes, Pratchett y Stoker, 2001; Bishop y Da- 
vis, 2002), en la primera modalidad o gerencial, la participación 
es inducida para conocer las preferencias y el grado de satis­
facción de los ciudadanos -concebidos como consumidores o 
clientes- sobre la provisión de bienes y servicios públicos; aquí 
la relación entre gobierno y sociedad se funda primordialmente 
en un modelo contractual. En contraste, el enfoque de gober­
nanza incorpora o induce la participación a un proceso de go­
bierno más amplio que considera la complejidad, diversidad y 
dinamismo del entorno político y social. En consecuencia, este 
enfoque requiere arreglos organizacionales ad hoc (asociaciones 
público-privadas-sociales, espacios de participación sectorial y 
territorial, redes de política pública, etcétera) para asegurar la 
eficacia de las políticas públicas, la representatividad y la gober- 
nabilidad democrática. En esta perspectiva, la relación gobier­
no-sociedad se estructura a partir de espacios de encuentro más 
abiertos y complejos, donde los agentes gubernamentales reco­
pilan información y construyen la legitimidad para determi­
nar las mejores soluciones de política pública (Osborne, 2010). 
Puesto que este enfoque requiere convocar a diferentes actores y 
grupos sociales para discutir aspectos sustantivos de las políticas 
públicas (Fung, 2007), la incorporación de la participación con-
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tribuye, idealmente, a crear espacios de acción pública de alta 
intensidad (Cabrero, 2005).

Además del enfoque de la participación, es importante ex­
plorar la profundidad de los arreglos para integrarla, pues 
la fase del proceso de política pública en la que interviene 
la participación determina en gran medida el impacto que 
ésta llega a tener. Se supone que para profundizar la de­
mocracia y abrir espacios a una nueva institucionalidad, la 
participación tendría que ir más allá de los fines y fases me­
ramente consultivos y extenderse a fases y mecanismos que 
incentiven la deliberación pública y la corresponsabilidad de 
la ciudadanía. Así, es posible trazar un continuo que vaya 
desde las formas de incorporación de la participación como 
mecanismos de comunicación entre el gobierno y la socie­
dad o como canales de consulta, hasta fases más complejas, 
como la coproducción de bienes y servicios y la deliberación 
de objetivos, instrumentos y procesos de política. Las fases 
en las que se incorpora la participación tienen las siguientes 
características:

a) Comunicación. Fase de participación ciudadana relativa­
mente pasiva en la que el gobierno crea condiciones para 
que las personas se informen y evalúen (a través de una 
variedad de medios) las políticas y programas implemen- 
tados, así como los bienes y servicios entregados.

b) Consulta. Primera fase de interrelación real entre gobier­
no, ciudadanía y actores privados; consiste en un diálogo 
para aprobar y legitimar objetivos o instrumentos dise­
ñados por el gobierno o, en su defecto, realizar peque­
ños ajustes de diseño y previsiones. Se trata de procesos 
no vinculantes que dejan al gobierno la decisión de hasta 
dónde tomar en cuenta las opiniones de la ciudadanía.

c) Coproducción. Esquema de participación que favorece las 
dinámicas de colaboración público-privadas-sociales para 
gestionar programas y servicios a escala local. En este caso 
se establece un compromiso entre actores e instancias
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para llevar a cabo tareas dentro de la hechura de la polí­
tica pública en cuestión, lo que da una cierta estabilidad, 
mientras los alcances de la participación se clarifican.

d) Deliberación. Fase más profunda de la acción participati- 
va en la que a partir de procesos de diálogo repetidos se 
generan dinámicas de definición de objetivos y principios 
de política pública, a través de los cuales se diseñan los ins­
trumentos de acción pública local. La participación bajo el 
esquema de deliberación se diferencia en que no depende de 
una definición de objetivos y políticas ex ante sino que ésta 
se construye en el proceso mismo de deliberación.

Finalmente, un tercer criterio analítico es la complejidad 
de la acción participativa, entendida como el número de ins­
tancias involucradas en la acción pública. Como se detalla en 
el siguiente apartado, para caracterizar las iniciativas según 
este criterio se utilizó una variable proxy tomada de la En­
cuesta Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Justicia 
Municipal, 2009 (ENGSPJM-Inegi). Se trata de la posibilidad 
de conocer el número de instancias participantes en la de­
finición de las obras y acciones que se realizan con recursos 
del Fondo de Infraestructura Social Municipal (fism).

Podría pensarse que las fases en las que se incorpora la 
participación se corresponden con los enfoques del quehacer 
gubernamental, Así, desde un enfoque gerencial se tende­
ría a incorporar la participación en fases de comunicación y 
consulta, mientras que en un enfoque de gobernanza habría 
la posibilidad de incorporarla en fases de coproducción y 
deliberación. No está predeterminado que así sea, sólo que el 
enfoque de gobernanza tiene esa lógica.

Estado de la participación ciudadana 
en municipios urbanos pobres y marginados

Para entender los rasgos que caracterizan a la participación ciu­
dadana local, particularmente en entornos de marginación y 
pobreza, se presenta a continuación el análisis de una muestra
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de 761 iniciativas locales correspondientes a 63 municipios ur­
banos que han participado en el premio Gobierno y gestión 
local (que reconoce las iniciativas innovadoras de los municipios 
mexicanos),5 y que comparten algunos de los siguientes rasgos: 
grado de marginación significativo (Conapo, 2005), nivel de 
ingreso de la población ocupada de hasta dos salarios mínimos 
(Inegi, 2005)6 y niveles de desigualdad entre 0.4 y 0.7 (coe­
ficiente de Gini). Cabe añadir que las iniciativas examinadas 
se distinguen por algún componente participativo.7 La base de 
datos examinada permite explorar los enfoques, profundidad y 
complejidad de la participación ciudadana y su relación con el 
tamaño del municipio, el partido político gobernante y la con­
dición de centralidad o periferia municipal.

Se describe el resultado del análisis de las 761 iniciativas lo­
cales provenientes de municipios urbanos en condiciones de 
marginación, pobreza y desigualdad, examinadas a la luz de las 
dimensiones descritas. Es importante recordar que estas inicia­
tivas no se circunscriben a regiones específicas, ni a partidos 
políticos en el gobierno, ni provienen de un solo tipo de mu­
nicipio. La muestra refleja la diversidad y heterogeneidad en 
contextos marginados de ciudades de México. A partir de los 
tres criterios señalados (profundidad, fases y complejidad de la 
participación) se construyó la matriz que sirvió de base para 
sistematizar y analizar las 761 experiencias consideradas. Al 
agruparlas según el enfoque que incorpora a la participación, se

5 El premio Gobierno y gestión local es organizado por un grupo de insti­
tuciones académicas encabezadas por el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (cide). En el año 2010 se llevó a cabo su décima edición. En esta 
primera década concursaron 4 478 programas, provenientes de más de 900 
municipios de la república mexicana, en diversas áreas y temáticas: política so­
cial, conservación ecológica, desarrollo municipal, transparencia y rendición de 
cuentas, modernización administrativa, educación, cultura y deporte, seguridad 
pública y protección civil, planeación urbana, servicios públicos y salud pública. 
Las 761 iniciativas revisadas para este trabajo son las realizadas en los munici­
pios urbanos con mayores condiciones de marginación y pobreza.

6 En la muestra se incluyeron municipios en el rango entre 20 por ciento y 70 
por ciento de la población con estas características de ingreso.

7 Las iniciativas registradas en el premio son presentadas por los gobiernos 
municipales. En algunos casos se trata de programas que en su origen pudieron 
ser iniciativas ciudadanas luego integradas a la acción del gobierno municipal.
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tiene que en contextos de marginalidad urbana ha existido ma­
yor propensión a impulsar iniciativas con enfoque gerencial; 60 
por ciento de las iniciativas corresponden a este modelo. Ahora 
bien, lo que resulta más significativo es la diferencia que se ma­
nifiesta al analizar las fases en las que interviene la participación 
en los diferentes enfoques. Por una parte, se observa claramen­
te que las iniciativas impulsadas desde un enfoque gerencial se 
concentran en las fases de comunicación y consulta: 81 y 72 por 
ciento, respectivamente. Por otro lado, no es posible identificar 
grandes diferencias en el número de iniciativas que llegan a la 
fase de coproducción, tanto en el enfoque gerencial como en el 
de gobernanza; lo que sí resulta significativo es que son más las 
iniciativas impulsadas desde el enfoque de gobernanza las que 
llegan a la fase deliberativa: 60 por ciento frente a 40 por ciento 
de las impulsadas desde un enfoque gerencial (gráfica 1):

Gráfica 1. Fases de participación según enfoque

Fuente: Elaboración propia con base en experiencias de municipios urbanos marginados regis­
tradas en el Premio gobierno y gestión local.

Con base en los postulados teóricos examinados anterior­
mente (Kettl, 1993 y 2000; Lowndes, Pratchett y Stoker, 
2001; 2001; Bishop y Davis, 2002), sabemos que los alcances 
democratizadores del modelo gerencial de participación son 
limitados, pero que se trata de una perspectiva cuyo propó-
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sito es integrar la participación para llenar vacíos de gestión 
(Fung, 2006) y dar así una respuesta más efectiva a las nece­
sidades de la población.

Un segundo análisis se deriva del cruce entre las fases de 
participación y la complejidad de la acción pública. En ge­
neral, se observa que casi la mitad de las iniciativas (47 %) 
involucran a una sola instancia participante.8 Si se conside­
ra además que 44 por ciento adicional involucra a dos ins­
tancias, se puede concluir que nueve de cada 10 iniciativas 
presentan un grado de complejidad bajo. Al hacer un análi­
sis comparativo entre la profundidad y la complejidad de la 
participación se observa que cuando ésta llega a la coproduc­
ción es cuando se registra la mayor complejidad al involucrar 
tres o más instancias en el proceso; en este caso se encuentra 
sólo una de cada 10 iniciativas examinadas. Cabe mencionar 
que en la fase de deliberación, que en teoría debería mostrar 
mayor complejidad, 51 por ciento de las iniciativas involucra 
la participación de sólo una instancia (gráfica 2). En térmi­
nos generales, lo que se observa es que en los espacios loca­
les que enfrentan condiciones de marginación, desigualdad 
y pobreza, la participación tiende a limitarse a mecanismos 
de consulta o información y a involucrar a pocas instancias 
participativas.

El análisis cruzado entre el enfoque que incorpora a la 
participación y la complejidad de ésta no arroja diferencias 
significativas. Lo que estos datos sugieren es que la comple­
jidad de la participación es baja, independientemente de que 
los asuntos estén relacionados con la prestación de servicios 
públicos o sean parte de una agenda de gobierno más amplia.

Cabe ahora preguntarse si las condiciones estructurales y 
políticas, tales como el tipo de municipio, así como su posición 
relativa dentro de las zonas metropolitanas, el partido político

8 En este caso se refiere a las instancias establecidas en la engspjm involucra­
das en la definición y aprobación de los proyectos financiados con el fism, tales 
como Coplademun, consejos de desarrollo municipales, consejos ciudadanos, 
organizaciones vecinales y de obra, organizaciones tradicionales (por ejemplo, el 
tequio), organizaciones gremiales y clubes de servicios, organizaciones religiosas 
y organizaciones de beneficencia.
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Fuente: Elaboración propia con base en las experiencias de municipios urbanos marginados 
registradas en el Premio gobierno y gestión local con daros de la engspjm (2009).

en el gobierno, o el entorno de las iniciativas de esta muestra, 
dan lugar o contribuyen a explicar la existencia de distintos 
contextos participativos. Por lo que se refiere al tamaño de los 
municipios examinados, se utilizan tres categorías: metropoli­
tanos, urbanos medios y urbanos pequeños.9 Las iniciativas de 
nuestra muestra surgidas en municipios urbanos pequeños no 
son suficientes para hacer inferencias, por lo que nos concentra­
remos en las propuestas de municipios metropolitanos y urba­
nos medios. Un primer dato es que la mayoría de las iniciativas 
(80 %) surgió en municipios metropolitanos. Como se señaló, 
más de la mitad de las iniciativas (60 %) que conforman la 
muestra se orientan a acciones participativas impulsadas desde 
un enfoque gerencial; como se observa en la gráfica 3, cuando 
se cruza el análisis del enfoque y el del tamaño del municipio 
se tiene que en los municipios metropolitanos hay mayor pro­
pensión a adoptar este enfoque, presente en alrededor de 61 por 
ciento de las iniciativas impulsadas en este tipo de contexto.

9 Las tres categorías coinciden con la tipología del Instituto Nacional para 
el Federalismo (Inafed). Metropolitanos: municipios entre 500 mil y un millón 
de habitantes; urbanos medios: entre 100 mil y 500 mil habitantes; urbanos 
pequeños: entre 15 mil y 100 mil habitantes.
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Gráfica 3. Enfoque participativo más frecuente 
según tamaño del municipio

■ Urbano Pequeño # Urbano Medio ■ Metropolitano

Fuente: Elaboración propia con base en las experiencias de municipios urbanos marginados 
registradas en el Premio gobierno y gestión local.

Otro aspecto a destacar de las particularidades del contexto 
participativo según el tamaño del municipio es que las inicia­
tivas con mayor nivel de complejidad (tres instancias o más) se 
concentran en contextos más complejos, como los municipios 
metropolitanos (cuadro 1).

Cuadro 1. Complejidad de los esquemas de participación 
según tamaño del municipio

Metropolitano
(%)

Urbano 
medio 

(%)

Urbano 
pequeño

(%)

Total
(%)

1 instancia 54.99 12.5 84.62 47.7

2 instancias 34.86 87.5 15.38 44.19
Complejidad 3 0 más

10.15 0 0 8.11
instancias

Total 79.86 18.38 1.76 100

Fuente: Elaboración propia con base en las experiencias de municipios urbanos marginados 
registradas en el Premio gobierno y gestión local.



TONATIUH GUILLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 149

En cuanto a los criterios de participación respecto al par­
tido político gobernante, en general no se observan grandes 
diferencias entre las tres principales fuerzas políticas que go­
biernan los municipios del país. Si acaso, es posible observar 
que donde gobierna el pan hay mayor propensión a presentar 
iniciativas de comunicación; donde gobierna el pri hay mayor 
propensión a la consulta, mientras que donde gobierna el prd 
tiende a predominar la deliberación, aunque la diferencia con 
los otros partidos no es muy grande (cuadro 2). El análisis de 
la complejidad de la participación no arroja diferencias signi­
ficativas por partido.

Cuadro 2. Profundidad de la participación según 
partido político en el gobierno

PAN y 
alianzas

(%)

PRI y 
alianzas

(%)

PRD y 
alianzas

(%)

Otros 
partidos

(%)

Total
(%)

Comunicación 30 19.39 21.74 0 23.92

Fase de
Consulta 20 27.58 18.26 16.67 23

políticas Coproducción 30.65 34.55 38.26 66.67 33.77
públicas

Deliberación 19.35 18.48 21.74 16.67 19.32

Total 40.74 43.36 15.11 0.79 100

Fuente: Elaboración propia con base en las experiencias registradas en el Premio gobierno y 
gestión local.

Por último, si se analiza la posición relativa del municipio 
en el área metropolitana (central o conurbada)10 se observa 
que en los municipios conurbados hay una tendencia ligera­
mente mayor (67 %) a adoptar el enfoque gerencial que en los 
municipios centrales (60 %).

De acuerdo con el enfoque dominante, en los municipios co­
nurbados se registran más iniciativas de tipo gerencial con un 
amplio porcentaje (66 %) en comparación con los programas con

10 Para este último análisis utilizamos la clasificación de Conapo (2005a). 
En este ejercicio quedaron fuera algunos municipios por no pertenecer a alguna 
de las 56 zonas metropolitanas del país, por lo que la muestra se redujo a 615 
iniciativas.
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enfoque de gobernanza (34 %). Por su parte, los municipios cen­
trales, si bien registran un mayor porcentaje de iniciativas de go­
bernanza, en comparación con los municipios conurbados (40 %) 
siguen adoptando el enfoque gerencial (60 %) (gráfica 4).

Gráfica 4. Enfoques de participación según posición relativa 
en zonas metropolitanas

Central ■ Conurbado

Fuente: Elaboración propia con base en las experiencias de municipios urbanos marginados 
registradas en el Premio gobierno y gestión local.

Comentarios finales

En México, como en muchos otros países, se observa un pro­
ceso de revalorización de los espacios locales como espacios 
de innovación política y de gestión de políticas públicas. Este 
proceso de relocalización de la política ha pasado por una ola 
favorable a la incorporación de la participación ciudadana lo­
cal. El escenario propicio para integrarla surgió por la nece­
sidad de que las administraciones municipales desarrollaran 
capacidades de diseño estratégico y liderazgo comunitario 
en contextos de fragmentación social. De modo que desde la
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década de 1980 se observa claramente una ampliación de la 
agenda y de la acción pública local. Sin embargo, como se ha 
podido constatar, el proceso no ha madurado de la misma 
manera que en otros países, donde efectivamente han surgi­
do nuevas institucionalidades. La participación ciudadana en 
México no ha derivado en participación independiente y autó­
noma. Pese a los espacios abiertos a la concertación, el diálogo, 
la negociación e incluso la coproducción de políticas y progra­
mas, los procesos no han logrado redistribuir el poder local 
de manera significativa debido a la corta duración de dichas 
experiencias que, subsumidas en la lógica gubernamental, casi 
siempre están sujetas a los períodos trienales de gobierno sin 
posibilidad de reelección consecutiva.

De los datos aquí analizados se puede deducir que los es­
pacios urbanos sujetos a condiciones de marginación, pobreza 
y desigualdad son o han sido capaces de desplegar una di­
námica de participación ciudadana activa; la convocatoria de 
los gobiernos locales para atender junto con la ciudadanía los 
problemas y necesidades más apremiantes se conjunta con la 
urgencia de la población de hacer llegar sus demandas a las 
autoridades responsables. De esta manera, la acción pública 
local se ha intensificado en muchos espacios de la vida mu­
nicipal urbana, sobre todo a través de programas que buscan 
atemperar los problemas de pobreza y exclusión y que han 
hecho de la participación un requisito para obtener recursos 
para obras y acciones correspondientes; la organización de la 
población en comités de distinto tipo es ahora experiencia co­
mún. No obstante, este rasgo característico del caso mexicano 
podría ser a su vez el factor que explica el poco dinamismo de 
la organización social independiente y autónoma y, en muchos 
casos, la falta de representatividad de los comités.

Si pensamos en una nueva institucionalidad como reorga­
nización del poder local, en México no se ha logrado del todo. 
Al parecer, el proceso de reanimación de la vida pública en los 
municipios se estancó en gran medida por la acción misma
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de los programas y políticas gubernamentales y por la lógica 
partidista que ha impregnado la política local debido a la ten­
dencia a capitalizar las necesidades sociales más apremiantes. 
Especialmente en las ciudades, las condiciones de pobreza y 
marginación resultan favorables al clientelismo y al corporati- 
vismo partidista que ha dejado de ser exclusivamente tricolor 
(pri). El pan y el prd han ido reimplantando, poco a poco 
y con matices, los rasgos de la vieja institucionalidad que se 
intentaba superar.

Como hipótesis explicativa se puede sugerir que este estado 
de cosas se debe a que en el fondo ningún actor político tiene 
los incentivos para profundizar la redistribución del poder: el 
gobernante los tendría si pudiera adoptar una perspectiva de 
mediano plazo (por la expectativa de su reelección consecuti­
va) y así dar al entramado de la participación ciudadana un 
valor más duradero; los partidos políticos, por su parte, tam­
poco tienen motivación para arraigar esos mecanismos ciuda­
danos, pues no tenerlos les permite seguir siendo articuladores 
de las demandas ciudadanas (necesitan que la sociedad siga 
dependiendo de ellos); por último, el ciudadano sabe que su 
inversión de tiempo, energía y organización comunitaria no 
durará más de tres años, pues en la convocatoria del gobierno 
convocatoria del gobierno a la ciudadanía se limita la acción 
de los programas gubernamentales. Los partidos políticos 
construyen redes y clientelas de beneficiarios de este tipo de 
programas como votantes potenciales, y los ciudadanos con 
mayor o menor entusiasmo acuden puntuales a la integración 
de comités para ser beneficiarios de los programas de atención 
a sus demandas, los cuales sólo esporádicamente darán lugar 
a formas más sofisticadas de participación, como se vio en los 
seis ejemplos referidos, los cuales hablan más de una excep­
ción que de una tendencia.
La participación local en México ha mostrado gran dinamis­
mo pero no hay indicios de una nueva institucionalidad. Si 
acaso asistimos a una reformulación de la institucionalidad
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vieja. Esto ejerce a fin de cuentas un efecto negativo en los 
programas de combate a la pobreza, pues si no se transita a un 
contexto institucional donde se profundice y complejice la par­
ticipación ciudadana, el impacto de cualquier política de este 
tipo será siempre limitado y supeditado a intereses clientelares.
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POLÍTICA SOCIAL
Y DELITOS EN MÉXICO. 
HACIA UNA RUTA 
ALTERNATIVA

Tonatiuh Guillén López

Medir la pobreza:
El paradigma dominante de la política social

La política social en México, dada la estructura centraliza­
da del Estado que en gran medida persiste, ha sido tradicio­
nalmente encabezada por el gobierno federal, abarcando el 
diseño y determinación directa o indirecta de sus políticas, 
programas, recursos e instrumentación. Esta dinámica no ha 
impedido que estados y municipios aumenten progresivamen­
te su participación con iniciativas propias o derivadas y coor­
dinadas con el gobierno federal y organismos de la sociedad 
civil. Estas iniciativas suelen ser decisivas, pero su magnitud 
en conjunto es notoriamente inferior a los recursos federales. 
No obstante las desproporciones, lo cierto es que la gama de 
instituciones e instancias sociales que intervienen en la políti­
ca social se ha convertido en un escenario complejo cambiante 
en el tiempo y con múltiples interacciones, sin que el predo­
minio del gobierno federal se reduzca.

Un rasgo adicional y característico de este escenario institu­
cional ha sido la progresiva especialización de la política social
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mediante instituciones y programas que han tenido continui­
dad durante períodos relativamente largos, como el programa 
Oportunidades o el Programa Hábitat, ambos dependientes 
de la Secretaría de Desarrollo Social del gobierno federal.1

Al interior de esta ruta de especialización se localiza un 
componente estratégico técnico de relevancia creciente: la me­
dición de la pobreza y la evaluación de las políticas y progra­
mas sociales como funciones centrales de esta política pública. 
Con este objetivo explícito fue creado el Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) 
en 2004, cuya misión es realizar mediciones y evaluaciones 
objetivas para mejorar la toma de decisiones y el desempeño 
de los programas en la materia.2 La hipótesis es que el so­
porte científico del Coneval sea determinante para orientar y 
perfeccionar el propósito nacional de superar la pobreza. Con 
esta base, el gobierno ha avanzado hacia una política social 
fuertemente vinculada con diagnósticos especializados y me­
diciones precisas. Se pretende que el conjunto de la política 
social y sus programas se adapten progresivamente a los re­
sultados y prioridades establecidos por las mediciones de la 
pobreza y sus determinantes.

De esta manera, el eje que progresivamente incide más so­
bre el destino de la política social, por lo menos como visión 
de política pública, es la medición de las carencias sociales, 
junto con la revisión del desempeño de los programas federa­
les, lo cual es del todo necesario y pertinente. Con este funda­
mento, el logro alcanzado es una política social orientada por 
las carencias sociales y su medición, conforme a los términos 
definidos y calculados por el Coneval. El escenario está dise-

1 Con la nueva administración del gobierno federal (2012-2018), el Pro­
grama Hábitat fue trasladado a la nueva Secretaría de Desarrollo Agrario, Te­
rritorial y Urbano (Sedatu), con lo que reduce nominalmente su perfil como 
programa de política social.

2 El Coneval tiene origen a su vez en otro componente clave de la ruta de 
especialización de la política social, este de naturaleza legislativa: la Ley general 
de desarrollo social, publicada en enero de 2004.
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ñado de esta manera, por lo menos conceptualmente. No se 
excluye, por supuesto, que paralelamente existan iniciativas 
locales o de la sociedad civil con criterios diferentes; o bien 
que surjan coyunturas en las que las carencias puedan cruzar­
se eventualmente con intereses políticos, distorsionando en los 
hechos el enfoque previsto; o incluso que existan programas 
federales de política social desligados por completo de los cri­
terios del Coneval.

No obstante estas últimas posibilidades, el dato a destacar 
es la ruta explícita de la política social dominante, que es la 
del gobierno federal, basada en mediciones de las carencias 
sociales en el territorio nacional. Este eje conceptual domina 
a esa política pública, especialmente si se le aprecia desde su 
marco normativo. Podría argumentarse que tal previsión me­
todológica carece de la efectividad esperada, pues la pobreza 
sigue siendo un reto nacional sin avances significativos. Pero 
aún reconociendo las dimensiones empíricas del desafío, el as­
pecto que interesa destacar es la interacción creciente entre 
la medición de carencias y la política social y sus programas, 
cualquiera que sea su grado de efectividad. En otras palabras, 
el punto a subrayar es la ruta de la política y su base concep­
tual, no tanto lo avanzado en su recorrido práctico, lo cual es 
efecto de una acción pública diferente a las tareas de medir y 
evaluar.

De esta manera, durante los últimos años ha surgido y evo­
lucionado un paradigma de política social basado en la me­
dición de las carencias sociales, lo cual, reitero, es del todo 
necesario. El supuesto último es que existe pobreza y que sus 
expresiones materiales -cuantificables en consecuencia- se re­
flejan en determinados segmentos (amplios) de la población. 
Por otro lado, es inevitable que la medición generalizada tenga 
el efecto de homologar las condiciones sociales particulares y 
sus determinantes; de hecho, hace abstracción de ellas como 
requisito de la medición y del establecimiento de parámetros 
de comparación. Si bien valiosa, la medición en sí misma no
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alcanza a considerar los contextos sociales de los indicadores 
de pobreza, tampoco sus factores y vínculos con las dinámicas 
sociales específicas de las comunidades.3 No es su propósito, 
evidentemente.

Hacia un paradigma de 
política social basado en el delito

El problema surge cuando el paradigma de la medición do­
mina conceptualmente todo el análisis, es decir, cuando la 
medición se convierte en eje y espacio prácticamente únicos 
de nuestro conocimiento y además en fundamento de todas 
las políticas sociales. Llevado al extremo, el paradigma exclu­
ye otras posibilidades de construcción de la política social. 
Por ejemplo, ignorar las iniciativas de los gobiernos estatales, 
especialmente los municipales, carentes de la sofisticación 
conceptual e instrumental del paradigma dominante, pero 
que pueden resultar efectivas en grupos y condiciones so­
ciales determinadas. El paradigma también tiende a limitar 
otras opciones y vínculos institucionales del mismo gobier­
no federal para definir políticas sociales no necesariamente 
articuladas por completo a la medición de carencias, sino a 
problemáticas sociales específicas u otras determinadas por 
coyunturas.

3 Cuando el análisis de la pobreza comienza y termina en indicadores se 
obtienen parámetros y diagnósticos muy útiles que habitualmente no abordan 
los contextos peculiares que explican a cada indicador y su dinámica. El acto 
de medir se convierte en un medio y un fin en sí mismo para ser usado como 
insumo de políticas públicas. Son estas experiencias las que han configurado el 
paradigma de la medición en el campo de estudios e instrumentación de la po­
lítica social. Algunos ejemplos son los ejercicios de medición de la pobreza rea­
lizados por Coneval cada dos años (de 2012 el más reciente, en Coneval, 2013), 
pero también los que realiza Conapo (2014) sobre marginación cada cinco años 
y, más recientemente, los de Inegi (2012) con el enfoque del bienestar subjetivo. 
También están los informes periódicos de organismos internacionales como el 
pnud (2013) y el Banco Mundial (2014), en los que registran sus propias medi­
das de desarrollo humano y pobreza, respectivamente.



TONATIUH GUILLÉN LÓPEZ / GERARDO ORDÓÑEZ BARBA 161

Se comprende entonces que el encuadre dominante de la 
política social se vea alterado cuando se introducen otras va­
riables no previstas en su marco conceptual, es decir, cuando 
la problemática social, su conocimiento y las políticas deriva­
das se abordan desde otras perspectivas. En la actualidad des­
taca la incidencia de delitos —y la violencia como su expresión 
más crítica- que es también un desafío público mayúsculo. 
Los delitos tienen su propia territorialidad y distribución so­
cial, y establecen una relación específica con las carencias so­
ciales por cuenta propia. El análisis empírico de la incidencia 
de delitos -particularmente desde una perspectiva espacial a 
escala micro- demuestra claramente que entre los delitos y el 
entorno social existe conexión en los términos que desarrollaré 
en argumentación posterior.

Si además se tiene en cuenta que el objetivo superior de 
una política nacional de combate al delito es que éstos no su­
cedan, es decir, que su esencia es preventiva, resulta impres­
cindible analizarlos desde la perspectiva social. La incidencia 
de delitos no surge en cualesquier condición social: tiene 
espacios geográficos y sociales nada casuísticos. De su aná­
lisis puede derivarse un conjunto de factores sociales que los 
caracterizan, muchos de ellos cercanos, similares o iguales a 
las carencias aludidas arriba. No obstante, no corresponden 
necesariamente al mismo mapa, ni social, ni geográfico, ni 
siquiera en temporalidad.

Dicho de otro modo, el mapa social resultante de la me­
dición de carencias es distinto del mapa social resultante del 
análisis de la incidencia de delitos. Ambos pueden tener inter­
secciones significativas, pero sus diferencias pueden ser igual­
mente relevantes. Por lo mismo, lo prioritario en un mapa (una 
comunidad, por ejemplo) puede ser no prioritario en el otro.

Cabe anticipar que el paradigma basado en carencias, sim­
plificando su denominación, y el paradigma basado en la in­
cidencia delictiva, como comenzaré a sugerir, no se excluyen 
necesariamente. Lo ideal es que coexistan y cooperen, no obs­
tante su muy probable diversidad de situaciones y objetivos. 
Lo que no debe perderse de vista es que sus fundamentos con-
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ceptuales son diferentes y, consecuentemente, sus implicacio­
nes de política pública pueden ser diferentes también. Uno no 
explica al otro, menos aún lo sustituye desde la perspectiva 
de las políticas, los programas y las poblaciones. Pero la di­
ferencia de definiciones de carencia, social y delito exhibe los 
diferentes sustentos de los enfoques.

El paradigma basado en el delito, traducido a programas e 
iniciativas públicas, no conduce necesariamente a los extre­
mos sociales y geográficos de la desigualdad y el rezago social; 
por el contrario, se encuentra el mismo resultado: los extremos 
del delito no conducen en automático a los extremos de las 
carencias sociales. Visto el problema en su dimensión espacial, 
la geografía de las carencias y la de los indicadores delictivos 
pueden conducirnos a puntos diferentes del mapa y a grupos 
y prioridades sociales también diferentes.

Las claras diferencias entre ambos paradigmas4 y su des­
encuentro podrían justificar la implementación de políticas 
sociales ajenas al escenario delictivo, sin proponerse siquiera 
un rol complementario frente a él. Dicha posibilidad, que 
ha sido práctica de la política pública, puede tener un sus­
tento conceptual impecable y disponer de las mediciones es­
tadísticas propias que la justifiquen, sin lugar a dudas. Pero 
al mismo tiempo, sería igualmente evidente la distancia de 
esa política social ante la coyuntura actual y el escenario 
de urgencias sociales circundantes.5 En cierta medida, serían 
iniciativas gubernamentales ajenas a las prioridades de la na­
ción y a la coyuntura.

4 Usamos el término paradigmas para subrayar el contraste conceptual y la 
relativa estructura integral de cada uno de ellos para explicar a su objeto desde 
un fundamento que no integra otras perspectivas o lo hace marginalmente.

5 Si se intenta una representación elocuente del distanciamiento entre ambos 
paradigmas, cada cual con su propio mapa de prioridades sociales, nada la ilustra­
ría mejor que la ausencia de diálogo productivo entre la Secretaría de Seguridad 
Pública y la Secretaría de Desarrollo Social del gobierno federal. A lo cual de­
ben añadirse las distancias entre las instituciones equivalentes en los estados y los 
municipios del país. Más preocupante aún, en las instancias de seguridad no existe 
—por lo menos como rubro predominante- un abordaje conceptual y empírico de 
los determinantes sociales de la incidencia delictiva más allá del discurso.
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Por este motivo, el primer argumento para diseñar e imple- 
mentar una política social sustentada en los indicadores del de­
lito es de naturaleza político social como derivación obligatoria 
de la agenda de prioridades nacionales en curso, asumiendo, 
por supuesto, que la problemática de inseguridad efectivamen­
te está en el primer rango de prioridades, lo cual difícilmente 
puede cuestionarse. La segunda razón, de fundamento concep­
tual y empírico, es que efectivamente existe un vínculo estre­
cho entre un conjunto de condiciones sociales y la incidencia 
de determinados delitos, vínculo que involucra a grupos socia­
les específicos. Desde la perspectiva de estos grupos sociales 
y su localización espacial —en la geografía de una ciudad, por 
ejemplo- es claro que la dinámica de incidencia delictiva no es 
guiada por el azar, ni se distribuye espacialmente como pelotas 
rebotando sobre un campo plano. Por el contrario, muestran 
tendencias, agrupamientos y localizaciones determinadas, cada 
una de ellas articuladas a un entorno social específico, y asocia­
das a una determinada gama de delitos.

La propuesta central del presente documento es que el aná­
lisis de los delitos, en una perspectiva social y microespacial, 
conduce a una ruta específica de política social, con su propia 
geografía y determinantes, distinta de la sustentada exclusi­
vamente en la medición de carencias.6 Ya que se concretan 
en el territorio de la política social, ambas perspectivas deben 
dialogar y cooperar ante el reto de establecer su complemen- 
tariedad, especialmente en las áreas de intersección una vez 
convertidas en programas y acciones públicas.

Es necesario advertir que el paradigma de la política social 
sustentado en la incidencia delictiva no sugiere que éste por sí 
mismo abata los delitos. Lo que puede hacer es contribuir a re­
ducirlos al acotar sus condicionantes sociales; desde esta pers­
pectiva, el paradigma de política social es un factor eficiente

6 Cabe añadir que esas carencias sociales quedan reducidas a un dato, a una 
estadística desconectada de su entorno social a causa de la medición misma y 
de su metodología que hace abstracción de los entornos inmediatos y de los 
procesos subyacentes.
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para su control. Tampoco se pretende que desde este paradig­
ma puedan controlarse todos los delitos, pues hay modalida­
des delictivas ajenas a los entornos sociales inmediatos, como 
el narcotráfico, claramente. No obstante, este tipo de delitos, 
inclusive se vuelven más o menos permisibles o compatibles 
con su entorno en un determinado marco social. Finalmente, 
este paradigma alternativo no es una salida para la pobreza, 
ni una corrección de sus extremos; es una alternativa pública 
eficaz en situaciones donde la incidencia de delitos se intersec­
ta con entornos sociales dañados por carencias, estructuras y 
prácticas de exclusión social.

Carencias sociales e incidencia delictiva: 
Encuentro empírico'

Habitualmente se asume que los índices delictivos están aso­
ciados con las condiciones de pobreza de la población. Esta 
asociación puede ser válida en general, pero la relación no es 
mecánica ni necesaria, como se argumentará posteriormente. 
En todo caso, lo que existe es un condicionamiento social para 
la incidencia de delitos, si se remite exclusivamente a la revisión 
de las carencias sociales. En la compleja confluencia de determi­
nantes, existen otros factores decisivos, como los institucionales 
-en general, sin limitarlos a los gubernamentales- que pueden 
ser más relevantes que las carencias sociales. En una palabra, ca­
recer no es condición necesaria ni suficiente para el surgimiento 
y desarrollo de eventos delictivos.

Para comprender estas relaciones se requiere un análisis em­
pírico que describa sus conexiones y permita desarrollar sus

7 Los datos de los municipios de Tapachula, Nogales y San Luis Potosí deri­
van del material recopilado por las colegas Martha Rojas Wiesner de El Colegio 
de la Frontera Sur, Martha Miker Palafox de El Colegio de la Frontera Norte y 
José Santos Zavala de El Colegio de San Luis. Sus estudios son parte de un pro­
yecto mayor sobre política social y violencia, apoyado por el Programa Hábitat 
de la Secretaría de Desarrollo Social entre 2011 y 2012. El análisis y organiza­
ción de los datos corresponden al autor.
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vínculos conceptuales. La primera parte se abordará con base 
en los tres estudios de caso ya mencionados. La segunda ex­
pone la relación entre delitos y espacio urbano en esos mismos 
tres municipios: Tapachula, Chiapas, San Luis Potosí, San Luis 
Potosí y Nogales, Sonora en el período 2010 y 2011 desde una 
perspectiva espacial y social.

Los tres casos municipales arrojan información útil para ex­
plorar situaciones tipo relativas a la confluencia de la incidencia 
delictiva y determinados espacios sociales en los entornos urba­
nos del país. No todas las situaciones posibles están representa­
das, por supuesto, pero a través de los estudios aquí utilizados 
se tendrá la posibilidad de ilustrar experiencias críticas en las 
fronteras norte y sur (Nogales y Tapachula), donde se ha con­
centrado gran parte de la problemática, así como situaciones no 
críticas en curso de agudización (San Luis Potosí). El espectro 
urbano de este desafío social puede tenerse así con buen margen 
de representación a través del material recopilado.

Cabe precisar que el propósito de este trabajo no es la des­
cripción empírica de la situación urbana del país en sí misma, 
sino identificar los vínculos entre determinadas condiciones so­
ciales -carencias- y la incidencia delictiva por tipos de delitos. 
Por consiguiente, el documento tiene una finalidad de represen­
tación cualitativa, no cuantitativa, del problema, y su propósi­
to es fundamentar una política social que integre la incidencia 
delictiva como criterio esencial.

Para dar mayor precisión a este propósito, en la exposición 
que sigue me referiré a una política social preventiva del delito, 
la cual se irá delineando progresivamente con base en las lec­
ciones derivadas de los casos de estudio. Cabe precisar que el 
término preventivo no es ajeno al término correctivo, sobre todo 
al considerar que los casos estudiados y el modo de abordar­
los parten de la ocurrencia de delitos, de francas situaciones en 
curso. En el fondo, son dos momentos de un mismo proceso. 
El énfasis en el calificativo preventivo aspira a derivar lecciones 
aplicables a otros escenarios sociales, con lo cual la dimensión 
preventiva adquiriría mayor alcance y utilidad.
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A diferencia de otras investigaciones que abordan la cuestión 
urbana y social desde las carencias o rezagos en servicios públi­
cos, vivienda u organización vecinal, por citar algunas perspec­
tivas habituales, el enfoque aquí adoptado parte del delito, de su 
composición y de su distribución espacial en las ciudades, para 
después relacionarlo con el entorno social. Y a partir de ambas 
variables derivar las bases de una política social preventiva para 
las comunidades urbanas que les permita recuperar espacios ci­
vilizados de convivencia y propiciar su desarrollo.

En la medida en que se trata de una experiencia en curso, cu­
yos parámetros conceptuales no han sido plenamente definidos, 
el diseño de una política social preventiva requiere fundarse en 
el estudio concreto de las comunidades y de su problemática 
particular para crear programas alternativos o adaptar los exis­
tentes. Como es conocido, la eficacia de estas acciones está fuer­
temente relacionada con su adecuación al contexto particular.

Los parámetros centrales de esta política dependen en gran 
medida del panorama específico del delito, de su composición y 
distribución espacial y social. Para esta política y sus programas 
es esencial la medición fina de la problemática, pues su efica­
cia y eficiencia dependen de la calidad y precisión de los datos 
y de una unidad espacial de análisis de escala microterritorial. 
Dicho de otro modo, la clasificación de la información para el 
conjunto municipal es valiosa, pero notablemente insuficiente 
para instrumentar programas y acciones eficientes y eficaces. La 
escala municipal de la información y de las estrategias públicas 
no permite arribar a la fase operativa eficaz de una política so­
cial alternativa, cuya mayor ventaja es su precisión y adecuación 
a espacios sociales lo más específicos posible. La perspectiva ac­
tual de las instituciones nacionales de seguridad pública tiene al 
municipio como unidad de análisis, lo cual es un avance para 
el diagnóstico, pero es impreciso para una intervención pública 
eficaz. Como diagnóstico carece inclusive de la precisión sufi­
ciente. Es importante insistir en que la incidencia delictiva no 
es un modelo de probabilidades que se distribuye uniforme en
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el espacio social. Sus localizaciones son relativamente precisas y 
sus tendencias son identificables, reflejando una geografía espe­
cífica en cada evento, agrupable con precisión en su conjunto.

La piedra angular de una política social preventiva es el diag­
nóstico preciso de los actos delictivos, de su composición y loca­
lización territorial, con una escala submunicipal que no exceda 
los límites de una colonia urbana. De hecho, la incidencia crea 
su propia geografía: a veces es el centro urbano; otras, un corre­
dor periférico; unas más, áreas como islas en el horizonte de las 
ciudades; o una combinación de las anteriores. El diagnóstico 
de estos espacios permite establecer un orden de prioridad para 
la intervención social mediante estrategias y acciones adecua­
das al perfil delictivo en cada caso. Por consiguiente, una ta­
rea inicial básica es la identificación y delimitación de las áreas 
de atención social prioritaria en todo el territorio nacional por 
tipo de delito. La tipología de los delitos se sustenta en diferen­
tes condiciones sociales, por lo cual su agrupamiento en algún 
indicador mayor es improcedente; se pierde además capacidad 
explicativa. La generación de mapas con estas características es 
la materia prima de una política preventiva y sus acciones. Los 
mapas pueden trazarse en lo inmediato para los municipios en 
las condiciones más críticas.

La política social preventiva no requiere descansar en algún 
tipo de delito preseleccionado, como pudieran ser los de alto im­
pacto, según se les define en el ambiente judicial y en los medios 
de comunicación. Para nuestra perspectiva, el objeto principal 
son los delitos de mayor frecuencia que por este mismo motivo 
alteran real y directamente la vida cotidiana de las personas.8 
Priorizar los delitos de mayor impacto es una decisión que pue­
de no incidir en la vida cotidiana de las personas, no de manera 
directa al menos. La perspectiva predeterminada que escoge de

8 Esto no significa negar que los delitos de alto impacto, como los homici­
dios o secuestros, afecten la vida cotidiana, pues es obvio que provocan temor 
generalizado. Pero es mucho más probable que las personas sufran delitos como 
violencia intrafamiliar o robo en vía pública, por ejemplo, los cuales, debido a su 
frecuencia, se localizan en el entorno inmediato.
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antemano un tipo o tipos de delitos, paradójicamente puede 
afectar el interés social último por inadecuación de la estrategia 
al contexto de que se trate. El resultado puede ser ajeno a la vida 
cotidiana, que es la que se pretende transformar.

Por tal motivo, la política social preventiva requiere definir 
la frecuencia de los delitos como base metodológica, indepen­
dientemente de su jerarquía en el espectro delictivo, de su visi­
bilidad pública o del orden jurídico. El análisis por frecuencia 
remite directamente a los efectos del delito sobre la vida coti­
diana de las personas y sus bienes. Los delitos frecuentes son 
los que más amenazan el entorno de las mismas.

Como lo sugiere la distribución de los delitos y la violencia 
en los municipios del país, sobre todo donde su temporalidad 
ha alcanzado mayor nivel (en no más de una década), la rela­
ción entre delincuencia y espacios urbanos marginados no es 
una relación necesaria ni permanente. Es una obviedad, pero 
es necesario resaltarla: hay comunidades urbanas y rurales po­
bres básicamente libres de delincuencia y violencia; también 
hay casos notorios donde delito y violencia confluyen y pro­
vocan deterioro de condiciones sociales en espiral; también 
hay espacios comunitarios hoy deteriorados sin antecedentes 
delictivos sustantivos en su entorno habitual.

En estos últimos casos, el diseño de políticas públicas al­
ternativas y preventivas tiene en primer lugar un propósito 
de restauración de las condiciones previas, lo cual puede ser 
una guía de diseño razonable. Sin embargo, el regreso en el 
tiempo no es un curso de acción viable en desarrollo social. El 
futuro esperado de civilidad y la restauración de la conviven­
cia pacífica pasada de una comunidad pueden coincidir, pero 
las condiciones materiales y sociales de esa coincidencia serán 
muy diferentes. Toda política preventiva está llamada a cons­
truir futuro: se origina desde y para un horizonte prospectivo. 
Sin excluir aprendizajes del pasado, lo decisivo es el diseño y el 
movimiento hacia un escenario innovador construido, hasta 
donde las condiciones lo permitan.
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Es necesario insistir en que la relación entre eventos delicti­
vos y condiciones de marginalidad y pobreza no es mecánica 
ni inevitable. Incluso en el México contemporáneo urbano o 
rural es posible encontrar casos más numerosos de separación 
o distancia relativa que de coincidencia entre ambas variables. 
En este sentido puede argumentarse que los factores preventi­
vos existen dentro de las comunidades, así que gran parte de la 
política social consiste en reactivarlos y potenciarlos, como las 
prácticas e instituciones públicas (sociales y gubernamentales, 
con independencia de su escala) que orientan y conducen la 
convivencia colectiva pacífica.

De hecho, la práctica común es la vigencia de estos facto­
res de civilidad y de vida social con reglas básicas de convi­
vencia, cuyo efecto es la toma de distancia de las conductas 
delictivas o violentas. Por supuesto, sin pretender que ese es­
tatus relativamente pacífico implique desconocer la existen­
cia de la desigualdad social y la discriminación (de género, 
por ejemplo), o que el entorno pacífico pueda experimentar 
rupturas violentas. El argumento aquí es enfatizar lo que 
pervive de manera más amplia y, especialmente, valorar que 
en las propias comunidades existen tendencias y prácticas de 
convivencia compartida, algunas con trayectoria de siglos, 
como en las comunidades indígenas, por ejemplo, otras en 
construcción, como en las ciudades de rápido crecimiento 
causado por la migración.

La segunda implicación de este argumento es que hace visi­
bles los factores materiales y los no materiales (en sentido am­
plio) que inciden en la dinámica del delito y de la inseguridad 
en las comunidades. La evidencia demuestra que los factores 
materiales no conducen directa ni necesariamente al delito y 
la inseguridad, como sucede en muchas poblaciones con con­
diciones de vida precarias (sus problemas son otros). Como 
se verá en los estudios de caso, las situaciones de inseguridad 
y violencia en las comunidades combinan condiciones ma­
teriales y condiciones no materiales, ambas deterioradas. El
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peor escenario es aquel donde ambas trayectorias se estimu­
lan recíprocamente. La alternativa estratégica es precisamente 
desanudar esa interacción de factores, resolviendo tanto los 
problemas materiales como los no materiales, que con fre­
cuencia son más determinantes, como los institucionales, en 
sentido sociológico amplio.

Por esta razón, la política social preventiva no debe aten­
der sólo los aspectos materiales de las comunidades en situa­
ciones de inseguridad y de violencia, sino simultáneamente 
los factores no materiales, siendo probable que estos últimos 
tengan mayor relevancia para lograr el objetivo. No parece 
razonable avanzar en los aspectos no materiales únicamente. 
Lo pertinente es un abordaje simultáneo mediante programas 
que orienten las acciones materiales al encuentro con los com­
ponentes no materiales como objetivo central.

Estudios de caso:
Panorama de delitos por municipio

El análisis comparativo de los municipios de Nogales, San 
Luis Potosí y Tapachula con base en las denuncias registradas 
por las autoridades locales, permite identificar un primer esce­
nario de la composición de los delitos y, sobre todo, valorar su 
incidencia mediante su contraste recíproco.9 Del total de deli­
tos registrados entre 2010 y 2011, considerando el conjunto de 
los eventos en ambos años, es notable que Tapachula concen­
tre 62.5 por ciento, mientras que a Nogales corresponde 34.1 
por ciento y a San Luis Potosí sólo 3.5 por ciento.

Sin evaluar los tipos de delitos considerados, puede apre­
ciarse con claridad la enorme disparidad de su distribución 
en el país y, por consiguiente, sus efectos también dispares en 
las poblaciones locales. Dicho de otra manera, desde la pers-

9 Nota metodológica: la información estadística aquí presentada corresponde 
a los registros municipales de los años 2010 y 2011. Los datos capturados no 
tienen todo el rigor necesario pero permiten describir con precisión suficiente la 
tipología y localización territorial de los delitos. Su clasificación es la misma de 
las fuentes municipales.
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pectiva de la vida cotidiana y de su interacción con algún tipo 
de delitos, la probabilidad de que el ciudadano sea víctima de 
ellos es mayor según el municipio de residencia. La situación 
extrema es la de Tapachula, en contraste con la de San Luis 
Potosí, notablemente mejor.

Una pregunta obvia a responder es si la política y programas 
de seguridad pública y los de desarrollo social reconocen estas 
desproporciones, dialogan entre ellas, se coordinan y actúan 
en consecuencia. Además, en este panorama no está conside­
rado sólo un rubro de cantidades, sino especialmente de cua­
lidades (tipos de delito), que obligan a diversas intervenciones 
a distintas escalas. Esta observación se ampliará adelante.

Cuadro 1. Registro de eventos delictivos por municipio

Nogales San Luis Potosí Tapachula Total

Año 2010 2011 2010 2011 2010 2011 2010-2011

Registros 4 416 1 835 408 231 7 407 4 061 18 358

Porcentaje 34.1 3.5 62.5 100

Fuente: Elaboración propia sobre la base del material recopilado por Martha Rojas Wiesner 
(El Colegio de la Frontera Sur), Martha Miker Palafox (El Colegio de la Frontera Norte) y José 
Santos Zavala (El Colegio de San Luis Potosí).

Un dato adicional del cuadro 1, es el significativo descenso 
del número de eventos delictivos entre 2010 y 2011 en todos 
los municipios, incluso en el problemático Tapachula, lo cual 
sugiere que las iniciativas públicas respectivas han tenido efec­
to positivo y eficacia relevante. Esto sin preguntar ahora por 
el origen de las acciones (federales, estatales, municipales o de 
la sociedad local).

Es importante analizar el descenso del número de even­
tos desde la perspectiva del tipo de delito involucrado. En el 
caso de Nogales es significativa la reducción de homicidios, 
asaltos, secuestros y robos, cuya disminución oscila entre 60
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y 80 por ciento, lo cual es muy relevante. No obstante, otros 
delitos como robos a casa habitación, violencia familiar y vio­
lación, si bien han tenido una reducción importante (de 50 % 
o menos), su descenso es menos significativo. Esta diferencia 
no demerita el notable esfuerzo social e institucional del mu­
nicipio de Nogales en un plazo tan corto como un año. La 
intención del contraste es enfocar los eventos más cercanos al 
entorno de vida más cotidiano de las personas.

En otros términos, en Nogales se aprecia un gran esfuerzo 
para reducir los delitos de alto impacto, habitualmente perpe­
trados por bandas criminales con algún grado de organización. 
Reconociendo los resultados alentadores en este terreno, el es­
cenario de otros tipos de delitos, como la violencia familiar, de­
manda esfuerzos complementarios.

Las condiciones de San Luis Potosí, por su parte, correspon­
den a una situación no crítica en comparación con los otros dos 
municipios del estudio. Debido a la baja escala de su estadística 
delictiva y desglose por tipos de delitos, su situación no puede 
ser revisada desde un punto de vista cuantitativo. No obstante, 
considerando el conjunto de eventos, también muestra una me­
jora notable entre 2010 y 2011, con una reducción cercana a 50 
por ciento, siendo significativa la disminución del robo en todas 
sus modalidades. El reto en este municipio es seguir la ruta de 
mejora y preservar su relativa tranquilidad, enfrentando de in­
mediato y con decisión todo signo de deterioro, para lo cual es 
imprescindible un sistema de medición y un análisis detallado 
y eficiente.

El municipio de Tapachula, como se ha indicado, se en­
cuentra en una situación crítica y seguramente entre las más 
desafiantes del país. Durante el período referido ha mejorado 
sustancialmente (reducción de eventos cercana a 50 por ciento), 
pero su escala es notablemente superior a la de Nogales, con la 
que comparte su condición fronteriza, si bien en regiones con 
niveles de desarrollo y perfiles sociales muy diferentes. Dado su 
menor desarrollo, alta migración y particular complejidad fron-
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teriza, no sorprende que en Tapachula exista gran inquietud y 
movilización popular, posiblemente no muy organizada, pero 
que refleja un ambiente de malestar social muy extendido, sin 
paralelo con los otros municipios. Estas movilizaciones caen en 
la categoría de disturbios, como los registra la estadística munici­
pal, el mayor rubro, y refiere a eventos colectivos de perfil social 
y político, que confrontan al orden público y transgreden la ley 
local, por lo menos como se define en este municipio.

Esto indica que el grado de exposición de los residentes en 
México a eventos delictivos está determinado en gran medida 
por el municipio en que habitan y, dentro de éste, por las zonas 
en que residen o transitan. De entrada hay aquí una más de las 
desigualdades nacionales, en el nivel de riesgos, que puede ser 
menor en algunas comunidades y muy alta en otras. Esta es una 
razón más que suficiente para el diseño e instrumentación de 
políticas públicas -sociales y de seguridad- claramente diferen­
ciadas por localidad (micro espacios, insistimos), por escala de 
recursos y por tipo de intervención.

Ejes del delito por municipio

La comparación entre los tres municipios permite concluir 
que la delincuencia y la violencia del país se distribuyen muy 
desigualmente, tanto en intensidad como en composición. No 
obstante, la sensación de inseguridad de los ciudadanos tiende 
a generalizar, sobre todo si no se especifican los objetos de 
amenaza, por lo cual es probable que esa percepción sea simi­
lar entre los residentes de los tres municipios analizados, sin 
importar si su entorno real muestra rasgos muy distintos. Es 
decir, es factible la coexistencia de una percepción común con 
niveles de incidencia delictiva y tipos de eventos desiguales. 
Reconociendo lo anterior, la política pública debe trascender 
las generalizaciones de los diagnósticos, sobre todo en las ac­
ciones respectivas. Se requiere diseñar políticas y programas 
con la mayor especificidad para cada situación local.
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Tapachula.

Como se ha indicado, los tres municipios analizados refle­
jan distintas composiciones de delitos cuyo análisis conduce 
a políticas también distintas. Los principales tipos delictivos 
de Tapachula son: a) disturbio (con toda la diversidad de si­
tuaciones que implique el término); b) contra la seguridad de 
la comunidad (embriaguez, escándalos en vía pública); c) vio­
lencia familiar; d) lesiones, y e) daños en las cosas culposo. 
Estos cinco tipos totalizan 53.6 % del escenario municipal. 
Su atención mediante iniciativas públicas y sociales específicas 
modificaría sustancialmente la incidencia que este municipio 
muestra en comparación con Nogales y San Luis Potosí.

En particular, el tipo disturbio refiere a sucesos cuyo fon­
do es alguna protesta o manifestación de inconformidad o de 
agravio social frente a las autoridades locales (u otras), expre­
sada por pequeños o grandes grupos de personas, y que por su 
forma implica alteración del orden público. El disturbio puede 
ser espontáneo o premeditado, pero su efecto siempre será la 
alteración de un ambiente local real o supuestamente pacífico. 
El disturbio en Tapachula sugiere una estrecha conexión con 
determinadas condiciones sociales, necesariamente ligadas a 
la no provisión relativa o total de determinados servicios o bie­
nes colectivos, cuya demanda altera el orden si la ciudadanía 
no tiene acceso a mecanismos de encuentro con las autorida­
des gubernamentales.

Estas formas disruptivas de acción colectiva reflejan una 
notable ausencia de articulación entre demandas sociales y au­
toridades (municipales, particularmente), cuya funcionalidad 
adecuada permitiría la comunicación e integración pacífica y 
formal de las necesidades manifestadas en las agendas guber­
namentales. El disturbio ha sido tradicionalmente recurso de 
presión social de última instancia hacia la autoridad y también 
una forma tradicional de negociación política social, lo cual 
puede ser coherente con las prácticas políticas corporativas 
tradicionales chiapanecas aún activas.
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Las características del disturbio ilustran los componen­
tes materiales y los no materiales como factores de eventos 
delictivos. En este caso, la figura delito debe tomarse con 
todos los matices. Entre los componentes materiales deben 
considerarse las condiciones de exclusión de servicios públi­
cos, por ejemplo. Entre los componentes no materiales debe 
considerarse el rol de las instituciones, de los funcionarios 
públicos y las prácticas político burocráticas excluyentes. A 
veces, detrás del disturbio hay entidades gubernamentales 
inaccesibles a la ciudadanía. El disturbio combina así ne­
cesidades colectivas no atendidas -tan básicas como agua 
en las viviendas u otros servicios indispensables- con la in­
capacidad institucional, material y sobre todo política, sin 
la mínima integración del interés colectivo. La dimensión 
institucional hace claramente su parte en el surgimiento y 
ampliación del problema.

Después del disturbio, el tipo delictivo más numeroso en 
Tapachula son las conductas contra la seguridad de la comu­
nidad-, las cuales derivan del alcoholismo y el escándalo en 
vía pública. También en este caso, la variable principal son 
los altos niveles de alcoholismo, como lo muestran los regis­
tros municipales, y que más bien debería clasificarse como 
falta administrativa. El alcoholismo como problemática de 
salud compleja, sin duda agudizada por entornos sociales de 
pobreza, con sus efectos sobre los espacios vecinales y fami­
liares, seguramente está vinculado con el delito siguiente en 
incidencia: violencia familiar.

La violencia familiar, muy extendida en Tapachula, refiere 
a situaciones sociales y culturales que establecen relaciones 
de poder desiguales y jerarquizadas entre los miembros de 
una familia, reflejadas en actos de violencia que afectan par­
ticularmente a mujeres y a menores. Estas condiciones de 
opresión interna en los hogares se amplifican en escenarios 
de pobreza y de marginación social, como se mostrará en la 
revisión de las condiciones sociales de este municipio.
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El cuarto grupo de delitos son las lesiones, con una conexión 
social altamente probable de perfil no material, igual que los 
delitos ya descritos. Este tipo delictivo se conecta en princi­
pio con ambientes propensos a la agresividad social, a su vez 
ligados a entornos cercanos a la anomia, con poca o nula vi­
gencia de una autoridad que resuelva diferencias o disputas 
que en su mayoría son de origen vecinal. En términos más 
amplios, las lesiones se asocian a entornos urbanos con notoria 
fragilidad del estado de derecho y condiciones mínimas para 
relaciones sociales pacíficas, y ausencia de redes sociales que 
suplan funcionalmente la ausencia gubernamental, como las 
organizaciones religiosas, vecinales o la misma familia. Estas 
situaciones son potenciadas también por la pobreza, la ex­
clusión social y los entornos urbanos precarios. El panorama 
nos recuerda la enorme importancia de la dimensión vecinal 
del estado de derecho y de la autoridad institucional y moral 
capaz de evitar y conciliar diferencias. Su presencia o acceso 
efectivo es fundamental para la vida cotidiana; su carencia, 
grave déficit.

El quinto grupo de delitos en importancia en Tapachula es 
daños en las cosas culposo, el cual parece variante del anterior, 
sólo que en este último la agresividad y la tensión se manifiestan 
en los objetos. El balance conduce a dibujar un entorno similar 
al de lesiones, que combina factores de agresividad con ausencia 
de un marco normativo eficaz y de instancias de autoridad -gu­
bernamental o civil- capaces de regular y resolver diferencias.

Las cinco categorías de delitos, como se ha indicado, expli­
can poco más de la mitad de la incidencia delictiva municipal 
total, de suyo elevada. El primero, el cuarto y el quinto grupos 
están fuertemente ligados a un entorno institucional muy pre­
cario con débil o inexistente comunicación entre demandas 
sociales y autoridades locales, además de notable inoperancia 
del estado de derecho, de las instancias de autoridad y de las 
normas de convivencia pacífica en los entornos cotidianos de 
vida. La conclusión es del todo relevante: gran parte del pro-
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blema delictivo de Tapachula radica en esas agudas deficien­
cias del marco institucional que rige a la población. En efecto, 
podría decirse que este municipio comparte su situación con 
otros municipios, considerando la dimensión material, pero 
con una deficiencia institucional extrema, que genera condi­
ciones donde las lesiones, la violencia intrafamiliar, el daño a 
objetos y los disturbios adquieren niveles muy altos en compa­
ración con otros municipios del país.

En suma, la experiencia de Tapachula patentiza que las 
condiciones mínimas de civilidad social y pública descansan 
en gran medida en la calidad del entorno institucional local 
-incluyendo instancias no gubernamentales—, no sólo como 
necesidad del municipio en general, sino especialmente de las 
comunidades. Las situaciones cercanas a la anomia estimulan 
formas primarias y de fuerza para resolver diferencias entre 
personas y dentro de las familias.

El acceso a la justicia -reconocimiento social de normas 
y especialmente de las instituciones y actores que garantizan 
su cumplimiento-, así sea en situaciones aparentemente me­
nores, requiere localizar esos factores de justicia al nivel de 
las comunidades, particularmente en aquellas con mayor ten­
sión social. Para estas comunidades es fundamental disponer 
de instancias efectivas de regulación, solución y acceso a la 
justicia para situaciones cotidianas (como pudieran ser los ol­
vidados jueces de paz). En otras experiencias, la familia, la 
escuela, las iglesias, las redes vecinales y los usos y costumbres 
en comunidades indígenas, entre otros, funcionan como ins­
tituciones reguladoras complementarias. En el caso que nos 
ocupa, estos roles complementarios evidentemente son muy 
débiles o inexistentes.

La experiencia de Tapachula pone en relieve el papel clave de 
las instituciones gubernamentales -especialmente los ayunta­
mientos- como instancias y actores decisivos para la conviven­
cia comunitaria (microterritorial) y municipal. Su fragilidad o 
ausencia puede convertirse en factor condicionante de tensión
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social y agresividad vecinal y familiar, especialmente en entor­
nos urbanos y sociales marginados del desarrollo.

Por consiguiente, la dimensión institucional y sus limitacio­
nes no son una simple ausencia, sino que pueden constituirse 
en factores activos de la formación y ampliación de escenarios 
sociales negativos para la convivencia comunitaria y familiar. 
Como lo muestra especialmente el perfil de los delitos en Ta- 
pachula, los factores no materiales son esenciales para prevenir 
la inseguridad y sus formas extremas como la violencia. Esto 
no significa restar importancia a los factores materiales, pero 
es claro que los no materiales son detonantes y multiplicadores 
del tipo de delitos que afectan cotidianamente a la población.

Nogales

Desde una perspectiva cuantitativa, la situación delictiva de 
Nogales no es tan grave como la de Tapachula; no obstante, 
la composición de los delitos refleja una problemática propia 
de riesgo elevado para la población. En general, el desafío más 
grave se concentra alrededor del robo en varias de sus modali­
dades, lo cual ilustra una práctica delictiva especializada y ex­
tendida en el municipio, probablemente de perfil organizado. 
Los cinco principales delitos son los siguientes: a) robo con vio­
lencia; b) robo; c) asalto; d) robo en lugar cerrado, y e) violencia 
familiar. En conjunto, estos delitos sumaron 74.2 por ciento de 
la incidencia delictiva en el municipio en 2010 y 2011.

De entrada, la composición de los delitos en Nogales sugiere 
la existencia de una vertiente especializada de la delincuencia, 
notablemente diferente a la de Tapachula, tanto en su con­
tenido como en sus fuentes. El perfil delictivo de Tapachula 
descansa en un deficiente basamento social-institucional. En 
Nogales no se identifican los mismos fundamentos. Por su 
amplitud y especialización, las variantes de robo sugieren una 
actividad de grupos delictivos con alguna estructura operativa 
estable y que, posiblemente, encuentran espacios de impuni-
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dad en los cuerpos policíacos de la localidad; o bien éstos son 
notoriamente insuficientes o están enfocados en otros escena­
rios. Además, parece existir algún circuito formal o informal 
que posibilita la comercialización de objetos robados, cuando 
el objeto del delito no es dinero en efectivo.

Después de las cuatro modalidades de robo, el quinto delito 
más frecuente en Nogales es la violencia, familiar. A diferen­
cia del robo, en este sí pueden identificarse factores sociales, 
culturales y jurídicos (aplicación laxa de las normas) alrededor 
de prácticas de subordinación, opresión y violencia en las fa­
milias, particularmente contra mujeres y menores. Como es 
lógico, las políticas alternativas para el primer grupo de delitos 
son notablemente distintas que las de este último. Mientras 
que en el primer grupo pudieran ser eficaces las iniciativas 
policíacas y preventivas, además de anular los circuitos de co­
mercialización de objetos robados y asegurar la impartición 
de justicia, en los delitos de violencia familiar una estrategia 
similar sería impertinente. La ruta alternativa para erradicar la 
violencia familiar requiere programas y acciones de comunica­
ción y educación para la revaloración de la mujer y los meno­
res, de sus derechos y de los principios de respeto e igualdad, 
así como de la operación de instancias de justicia eficaces, ac­
cesibles al entorno inmediato de las víctimas y que evite la 
impunidad de los infractores.

Desde la perspectiva del planteamiento de los factores ma­
teriales y no materiales de la inseguridad, el diagnóstico de 
Nogales aquí esbozado indica la preeminencia de los segun­
dos, de manera contundente ante la violencia familiar. Y en 
segundo término, ante la extendida práctica del robo en sus 
diferentes modalidades, los factores que indirectamente esti­
mulan las condiciones de impunidad, como la relativa faci­
lidad para cometerlo por carencia de iniciativas preventivas. 
Inciden en esta situación el equipamiento urbano indirecta­
mente propicio para estos eventos, una seguridad preventiva 
inoperante, cuerpos policíacos insuficientes o no orientados a
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este rubro, hasta un sistema de justicia no funcional, como es 
común en el país.

La situación de Nogales refleja un caso donde la política 
social preventiva se orienta de manera más directa a la seguri­
dad desde el lado coercitivo, lo que establece las condiciones 
materiales que posibilitan los robos, más cierta ineficacia de la 
impartición de justicia penal. La comunidad lastimada no es 
similar a la de Tapachula, como tampoco sus fuentes y tipos 
de delitos, menos aún la escala.

Una política social preventiva en Nogales sería muy dis­
tinta a la de Tapachula. El perfil de su escenario delictivo 
así lo obliga, considerando su tipología y evidentemente su 
escala. En el caso de Tapachula predomina la necesidad de 
instituciones en general; en Nogales predomina un modelo 
tradicional de vigilancia policíaca y de impartición de justicia 
penal. Ambos municipios tienen alta violencia familiar pero a 
escalas diferentes. Es posible que en este caso los programas y 
acciones tengan más elementos en común, desde las dimensio­
nes culturales hasta las medidas de protección a víctimas y las 
sanciones correspondientes. En todo caso, los contrastes entre 
ambas ciudades fronterizas envían un mensaje muy directo 
para evitar los diagnósticos homologados.

San Luis Potosí

La situación del municipio de San Luis Potosí es mucho mejor 
que la de Tapachula y Nogales desde una perspectiva cuantita­
tiva, agrupando al conjunto de los delitos. No obstante, con­
siderando los cinco principales tipos, el municipio afronta sus 
propios desafíos de significativa dimensión y características. 
Los delitos más frecuentes son: a) robo (excluyendo el robo a 
casas habitación y de automóviles); b) portación de objetos aptos 
para agredir; c) lesiones; d) violencia familiar; y e) conducción 
de vehículos en estado de ebriedad o drogadicción. Estos delitos 
equivalen a 62.2 por ciento de los eventos entre 2010 y 2011.
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El robow equivale a 31 por ciento del total de eventos entre 
2010 y 2011, lo que sugiere una actividad sistemática similar a 
la de Nogales, pero a escala mucho menor. El robo suma casi 
un tercio de la incidencia delictiva en San Luis Potosí, así que su 
atención reduciría drásticamente el nivel total de delincuencia 
en el municipio.

El segundo grupo de delitos registrados en el período es la 
portación, fabricación o importación de objetos aptos para agredir 
(10.3 %) sin incluir armas de fuego, cuya laxa definición per­
mite incluir la portación de objetos de uso cotidiano -navaja 
suiza, por ejemplo- y a partir de ahí incurrir en eventuales 
excesos de clasificación de delitos. No obstante, considerando 
al robo como actividad intensa en el municipio, es posible que 
tales objetos sean parte del equipo para robar y de las even­
tuales previsiones de defensa (sin pretender justificar ni una 
ni otra situación). Lo interesante en todo caso es que estos 
objetos tienen una alta probabilidad de estar ligados al robo 
del lado del delincuente y de la víctima. Si la frecuencia de la 
segunda probabilidad es alta, se estaría ante el reconocimiento 
social de una incapacidad institucional para la protección de 
las personas y de sus bienes, paralelo a la necesidad de portar 
instrumentos de protección o contra la inseguridad percibida 
por determinadas personas.

El cuarto grupo de delitos en San Luis Potosí es el de lesiones, 
9.5 por ciento de los eventos en un universo delictivo relativa­
mente pequeño. Sin embargo, su incidencia sugiere un cuadro 
de tensiones sociales cotidianas, donde diferencias triviales en­
tre personas pueden degenerar en violencia física. La posterior 
revisión del escenario social donde suceden estos delitos permi­
tirá evaluar su conexión con pobreza y marginalidad urbana.

El cuarto delito en la escala en San Luis Potosí es la violen­
cia familiar, común a los tres municipios de este estudio y que 
patentiza los rezagos sociales, culturales y jurídicos que lo pro-

10 La categoría incluye robo a transeúntes, en lugares cerrados y otros tipos; 
no incluye robo de vehículos, autopartes y a casa habitación.
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pician en el espacio inmediato de las personas. Su porcentaje 
es 6.7 por ciento de los delitos entre 2010 y 2011 y sus alter­
nativas son similares a las descritas previamente para Nogales.

El quinto delito de relevancia cuantitativa para San Luis 
Potosí es la conducción de vehículos en estado de ebriedad o de 
drogadicción, conducta típicamente urbana que cuando no tie­
ne consecuencias graves (choque, atropellamiento de persona) 
se clasifica como falta administrativa. Su comisión equivale a 
cinco por ciento de los delitos del municipio. Si bien obliga a 
implementar políticas municipales correctivas, su superación 
no tendría el impacto que tendría la superación del robo si se 
considera su efecto cuantitativo o la sensación de seguridad 
que ganaría la comunidad.

Lo sobresaliente en San Luis Potosí es la baja escala de los 
eventos delictivos por su frecuencia. El caso muestra la situa­
ción de otras ciudades con situación de “normalidad”, cuya 
tarea central es la preservación de ese ambiente y la reducción 
de los picos delictivos. No se excluye que las condiciones ma­
teriales de San Luis Potosí sean en muchos aspectos similares 
a Nogales e incluso a Tapachula, considerando déficits urba­
nos, precariedad de viviendas o indicadores de pobreza. Con­
siderando estos puntos de coincidencia, para San Luis Potosí 
significaría que el municipio tiene una funcionalidad exitosa 
de lo que hemos denominado factores no materiales, ya sean 
institucionales gubernamentales o civiles, como las redes reli­
giosas o las asociaciones vecinales, incluyendo por supuesto a 
las redes familiares y sus relaciones internas.

Hacia una política pública alternativa 
y diferenciada por contextos

A grandes rasgos, puede concluirse que el panorama delictivo 
en los tres municipios plantea rutas de políticas públicas diver­
sas. Si se hace abstracción de las escalas cuantitativas, en Ta­
pachula es notable la necesidad de estrategias que fortalezcan 
el marco institucional local respecto de demandas sociales,
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condiciones de convivencia vecinal y familiar, servicios pú­
blicos y un estado de derecho eficaz a escala microterritorial. 
Este marco institucional local corresponde en gran medida al 
gobierno municipal, pero no exclusivamente. La presencia local 
de los niveles de gobierno estatal y federal también es decisiva.

La ruta de política alternativa para Tapachula no es igual que 
la necesaria en Nogales. Considerando la escala del robo con 
violencia y robo en general, Nogales sufre una actividad delic­
tiva especializada difícil de controlar y que se ha constituido 
en rasgo de su vida cotidiana. Hay necesidad de estudios más 
detallados de este delito para perfilar mejor a sus actores y su 
mercado. Por lo pronto, la sistematicidad de la comisión de 
este delito sugiere la presencia de bandas especializadas, cuyo 
combate requiere en primera instancia iniciativas de perfil po­
licíaco y de inteligencia.

El escenario de San Luis Potosí es parecido al de Nogales 
pero en una escala mucho menor y menos grave. En prime­
ra instancia, este municipio comparte con Nogales la ruta de 
perfil policíaco y preventivo como alternativa, pero la escala 
de los recursos necesarios es muy diferente. La situación de 
San Luis Potosí es la preservación de los espacios sociales y 
urbanos en condiciones de inseguridad bajas o nulas. Es prio­
ritaria la canalización de recursos en esa dirección y menos 
recursos para atender situaciones de delincuencia mayor, sin 
sugerir que éstas carezcan de relevancia.

En resumen, los tres casos estudiados permiten trazar tres 
grandes rutas de política pública alternativa según sus peculia­
ridades, privilegiando: a) dimensión institucional y social; b) 
dimensión policíaca y preventiva y c) dimensión de preserva­
ción y cuidado de los contextos de convivencia pacíficos. Nin­
guna de estas dimensiones excluye a las otras; lo pertinente es 
su convivencia como estrategia local. No obstante, su traduc­
ción en programas y acciones concretas requiere adecuación al 
contexto y asignación diferenciada de recursos y de acciones 
apropiados a cada caso.
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Perspectiva espacial de la incidencia de delitos

El análisis espacial de los eventos delictivos permite identificar 
y clasificar áreas submunicipales de concentración y, en sentido 
inverso, áreas relativamente ajenas. Desde la perspectiva de po­
líticas públicas preventivas y reconociendo recursos limitados, 
la perspectiva microterritorial es eficaz y eficiente como herra­
mienta de diagnóstico y como base para diseñar e instrumentar 
estrategias y acciones con focos de intervención precisos.

Tapachula

En el caso de Tapachula, el municipio con mayor número de 
eventos delictivos, si bien su dispersión es notable en el territo­
rio municipal, también es cierto que la mayoría de ellos —con­
siderados en conjunto, con independencia de su tipología- se 
concentran en tres áreas urbanas, que a su vez reflejan su pro­
pio nivel de incidencia. En orden de concentración: a) zona 
centro: centro de la ciudad; b) zona suroeste (colonias Nuevo 
Milenio, Palmeiras de Tapachula, El Carmen Fonhapo y Po­
bres Unidos, y c) zona noroeste (colonias Las Américas Prime­
ra Sección, Las Américas Segunda Sección y Xochimilco). De 
entrada, estas áreas se definen a sí mismas como prioritarias 
para las políticas de intervención, cada cual conforme a su 
propio diagnóstico delictivo (mapa 1).

Como puede apreciarse -a pesar de imprecisiones o limi­
taciones técnicas- la información disponible de delitos en 
las áreas urbanas del país permite hacer diagnósticos a escala 
microterritorial. Esto hace posible diseñar estrategias ad hoc 
con alta precisión, lo cual incrementa la eficacia y eficiencia 
de los recursos invertidos. La atención y control de las áreas 
con mayor incidencia permitiría una reducción sustantiva de 
los indicadores municipales de delitos y, por consecuencia, un 
beneficio muy significativo para la población.
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Mapa 1. Zonas de concentración de 
delitos en Tapachula, Chiapas

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de Tapachula, 2010-2011.

Ahora bien, si el análisis espacial de los delitos en Tapachula 
se concentra en los cinco principales, las implicaciones son 
interesantes. En primer término, las áreas urbanas con ma­
yor incidencia tienen un cambio significativo, si bien siguen 
prevaleciendo las tres revisadas previamente. Si en el análisis
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previo la zona centro aparecía como número 1, ahora pasa a 
la posición 2; la zona suroeste, que tenía la posición 2, ahora 
ocupa la posición 1, mientras que la zona noroeste permanece 
en la posición 3 (mapa 2).

Mapa 2. Zonas de concentración de los 5 principales 
delitos en Tapachula, Chiapas

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de Tapachula, 2010'2011.
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Es decir, cuando se seleccionan los delitos por su frecuen­
cia, aquellos que definen el perfil delictivo del municipio y 
que afectan más a la población (en Tapachula explican 53.6 
por ciento de la incidencia entre 2010 y 2011), la geografía de 
las zonas prioritarias cambia y, por consiguiente, sugiere otro 
orden de objetivos de política pública. Para el caso analiza­
do, la zona centro deja de tener la posición número 1, la cual 
ahora es ocupada por la zona suroeste de la ciudad.

Considerando las características de los cinco delitos prin­
cipales -disturbios, contra la seguridad de la comunidad 
(ebriedad, escándalo), violencia familiar, lesiones y daños en 
las cosas culposo- no sorprende que éstos se concentren en 
áreas de alta marginación social y urbana; dado su conte­
nido ligado a deficiencias o exclusiones en servicios públi­
cos y otros de naturaleza institucional, su conexión con esas 
condiciones resulta coherente. Sin ser causas determinantes 
mecánicas, no cabe duda que estos factores potencian el es­
cenario delictivo.

La ventaja de concentrar el análisis en los cinco principales 
delitos en el municipio es que permite concentrar recursos 
en objetivos más precisos desde el punto de vista del índice 
delictivo y la perspectiva espacial y social (zonas y grupos 
de población focalizados). Se pueden definir estrategias más 
eficientes y eficaces, de impacto directo en las poblaciones y 
el conjunto municipal. Para la política social alternativa es 
muy relevante localizar las áreas urbanas de intervención y la 
claridad en las metas al identificar los principales delitos y sus 
espacios de incidencia.

Nogales

El municipio de Nogales también es susceptible de análisis 
en los dos niveles previos. En el primero, que revisa la tota­
lidad de los delitos e identifica sus mayores frecuencias en 
el mapa urbano, el resultado define tres zonas claramente 
diferenciadas: a) zona norte: centro de la ciudad y colonias
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Mapa 3. Zonas de concentración de delitos en Nogales, Sonora

Zonas
V//A Mayor

Media

Menor

De 7 a 12 delitos por Ha.

| | Límite colonias

Manzanas

• Delitos

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de Nogales, 2010-2011.

aledañas: Buenos Aires Oeste y Embarcadero; b) zona sur: 
colonia El Greco y J. Kalitea, y c) zona central: colonia Al­
tamira. Desde el punto de vista espacial, estas zonas definen 
áreas de atención prioritaria que concentran gran parte de la 
incidencia delictiva y cuyo control redundaría en su reduc­
ción sustancial.
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Por otro lado, en el escenario de los primeros cinco deli­
tos, a diferencia de Tapachula, el orden de relevancia de las 
tres zonas principales de Nogales no se modifica. Hay una 
misma estructura de delito que se repite en las principales 
zonas, tanto desde el conjunto de los eventos, como conside­
rando únicamente a los cinco más frecuentes.

Mapa. 4. Zonas de concentración de los 5 
principales delitos en Nogales, Sonora

Los S principales dellos:

0 OS 1

Kilómetros

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de Nogales, 2010-2011.
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San Luis Potosí

Como se ha indicado, el municipio de San Luis Potosí es el 
que muestra menor número de eventos delictivos, mucho más 
bajo que Tapachula y Nogales. Por este motivo, la identifica­
ción de las áreas urbanas de incidencia resulta menos evidente. 
De hecho, sólo se pudo identificar una sola área: la zona cen­
tro: Centro Histórico y los Barrios de Tlaxcala y de Santiago, 
como lo muestra el mapa respectivo (mapa 4). De igual mane­
ra, cuando se analiza los cinco delitos más frecuentes, la única 
zona identificable es esta misma zona centro, (mapa 5).

Las áreas identificadas en los municipios de Tapachula, 
Nogales y San Luis Potosí muestran una trayectoria de­
lictiva que explica en gran parte la tendencia del conjunto 
municipal. Esta conexión ratifica la necesidad de políticas 
sociales preventivas con diseño para cada caso. Como podrá 
apreciarse en los mapas, la geografía de los eventos delicti­
vos permite instrumentar estrategias específicas desde esta 
perspectiva espacial: la dimensión micro adquiere grados de 
precisión excepcional.

El elemento fundamental de una política social preven­
tiva deriva de esa localización puntual: todas sus iniciativas 
pueden tener una ruta de distribución con alto grado de pre­
cisión. Suficiente no sólo para identificar un municipio en­
tre muchos otros; no sólo para identificar una colonia entre 
otras más, sino lo suficiente para localizar recursos e iniciati­
vas por áreas precisas, como tramos de calle de determinadas 
colonias. Podrían instrumentarse intervenciones comunita­
rias con alta precisión espacial, lo cual incidiría en el cambio 
social de grupos de población claramente definidos.

La dimensión de escala comunitaria, no obstante, no ex­
cluye las lecciones aprendidas y los elementos comunes. La 
combinación específica de estos elementos de una política 
social preventiva comunitaria -se puede ahora agregar este 
adjetivo- está orientada a generar un producto específico, el
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Mapa. 5. Zonas de concentración de 
delitos en San Luis Potosí, S. L. P.

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de San Luis Potosí, 2010-2011.

pertinente para cada comunidad objetivo. Pero no se excluye 
que algún elemento destinado a determinada comunidad sea 
también útil para otra. Por ejemplo, en los casos estudiados el 
reto de la violencia familiar es común a las colonias de Tapa-
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Mapa 6. Zonas de concentración de los 5 
principales delitos en San Luis Potosí, S. L. P.

Zonas
\///Á Mayor

[H íi :: | Menor

Menos de 1 Delito por Ha.

• • •
t ••SARRIO DE TLAXCALA 

DE SANTIAGO»©
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• Delitos

/

Los 5 principales delitos:

1. Robo
2. Portación, fabricación e importación de 

objetos aptos para agredir
3. Lesiones
4. Violencia familiar
5. Conducción de vehículos de motor en estado 

de ebriedad o bajo el indujo de narcóticos

N

0 1,5 3

Kilómetros

Fuente: Consejo Municipal de Seguridad Pública de San Luis Potosí, 2010-2011.

chula, Nogales y San Luis Potosí, con distintos grados de in­
tensidad. No obstante, una iniciativa promotora de la cultura 
de la igualdad entre géneros y de los derechos de menores a 
escala comunitaria puede adquirir formas similares en distin-
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tos espacios. De entrada, la diferencia entre cada comunidad 
puede ser la intensidad y la posición de esta iniciativa en el 
conjunto de la problemática comunitaria. La problemática de 
Tapachula es más apremiante y requiere más recursos que la 
de San Luis Potosí. Pero al mismo tiempo, la iniciativa para 
cada comunidad puede ir acompañada de distintos elementos 
en contenido, escala y recursos. Con base en este conjunto de 
intervenciones a escala comunitaria, la política social preven­
tiva podrá acumular una cartera de iniciativas y acciones espe­
cializadas en problemáticas específicas (delitos), construyendo 
con base en esa experiencia programas específicos destinados 
a otras comunidades.
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Las cifras oficiales de la pobreza en México indican que en los úl­
timos 20 años el fenómeno ha mostrado un comportamiento cla­
ramente asociado con los ciclos de la economía nacional, obser­
vando una tendencia decreciente en los períodos de estabilidad 
económica y fuertemente ascendente en los momentos de crisis. 
Para 2012 la cantidad de personas en pobreza patrimonial en el 
país alcanzó una cifra superior a los 61.3 millones y su proporción 
retrocedió a niveles cercanos a los que existían en el etapa previa a 
la crisis de 1995. Este comportamiento evidencia la vulnerabilidad 
que persiste en amplios sectores de la población ante los riesgos 
que acarrea la inestabilidad económica y, por consiguiente, exhi­
be la ineficacia de las políticas y programas públicos para generar 
condiciones que permitan a las personas salir permanentemente 
de una situación de pobreza.

En este contexto, los ensayos contenidos en Desafíos de la po­
breza para la agenda del desarrollo de México abordan discusiones y 
aportan elementos que resultan claves para la explicación de algu­
nos de los principales retos que enfrentan la sociedad y el Estado 
mexicanos en la lucha contra uno de los problemas sociales con­
temporáneos de más larga data y con las mayores repercusiones 
sobre la dinámica nacional.
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